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Los sindicatos del enseñanza de las Islas, Cataluña y el País Valenciano compartimos 
toda una serie de rasgos que nos identifican y nos hermanan. En primer lugar, como 
sindicatos de clase que entienden que la defensa de los derechos de los trabajadores 
y las trabajadoras del enseñanza es una parte de la lucha por la emancipación de los 
pueblos del sometimiento a la injusticia y el dominio social. Compartimos también una 
concepción democrática del sindicalismo según la que la soberanía del profesorado 
se expresa a través del asamblearismo.

Estamos unidos también en el proyecto de construcción de una escuela pública, 
laica y nacional, en el que el sistema educativo asume una parte importante de la 
responsabilidad de la normalización social de la lengua. Nuestro catalán común es 
la lengua propia del enseñanza y la escuela es una vía de integración de todas las 
personas, sea cual sea su lengua familiar, su origen.

En la revista que tenéis en la mano planteamos y razonamos nuestra oposición 
a la reforma educativa que se propone sacar adelante el Ministerio de Educación 
de espaldas a la comunidad educativa de nuestros territorios. Nuestra postura se 
basa en los tres ejes que hacen del proyecto de la LOMQE una reforma sesgada 
hacia una ideología neoliberal, españolista y confesional. Encontrareis artículos que 
hacen un análisis crítica del proyecto y que cuestionan los supuestos ideológicos que 
la sustentan, así como las consecuencias devastadoras que tendría sobre nuestro 
sistema educativo  y sobre las comunidades educativas que la puedan sufrir: los 
padres y las madres, el profesorado y sus derechos laborales y, muy especialmente, 
la pérdida de oportunidades de acceso al conocimiento y a la promoción social y 
personal de nuestro alumnado.

También ponemos énfasis en la pérdida de derechos lingüísticos que supondría 
la reforma. Debemos tener en cuenta que, muchas veces, el enseñanza es la única 
oportunidad que tiene una buena parte de nuestro alumnado de entrar en contacto 
con la lengua y la cultura propias del país. Cada recorte implica una limitación de 
los derechos del alumnado a conocerlas, y pone en peligro la recuperación llena del 
prestigio y del uso social de la lengua.

Finalmente, damos una ojeada a la situación de la educación en el ámbito 
internacional: en este mundo globalizado, la educación ha pasado a ser una de 
las fronteras de la lucha por la defensa del bien común, frente a la voracidad 
depredadora de las corporaciones multinacionales. Es también una frontera 
democrática en la que los pueblos luchamos por recuperar nuestro derecho a decidir 
sobre lo que nos afecta directamente, para apoderarnos de nuestro destino.

editorial
SOBRE EL Nuevo PROyECTo DE LA DErechA CONSERVADORA PaRA La EDUCACIÓn en ESPAÑA
JAUME MARTÍNEZ BONAFÉ

dónde estábamos, De dóNde VENIMos Y hacia dónde NoS llevan
PERE POLO FERNÁNDEZ

ANaLISIs CRÍTICo DE LA LOMcE
MARÍA ÁNGELES LLORENTE

NO A La EDUCACIÓn DE LA CRISIs
ISABEL CARRILLO FLORES

LA INVENCIÓn DE WERT
PABLO GENTILI

Y AhorA, COMo paramos LA LOMcE?
BEATRIU CARDONA I PRATS

DECáLoGo De UN BueN MINISTRo De EDUCACIÓn
JAUME CARBONELL SEBARROJA

QUE LoS árboles NO noS DEjeN VEr EL BOSque
RICARDO RODILLA JUARANZ

EL GObieRNo DEL PP EN CONTRA DE LoS DErechos SOCIALeS, CULTURALeS Y LINGÜÍSTICoS 
DE LoS HABITANTES DE LAS ISLAS BALEARES
MARIA ANTÒNIA FONT GELABERT

LA LOMcE, UN Nuevo ATAque A LaS COMPETeNCIaS AUTONóMIcaS
MONTSERRAT NADAL

PoR QUé LA LOMcE REGULA LaS POLÍTIcaS LINGÜÍSTIcaS EN La ENSEñANza?
MARC CANDELA

EL DESPROPORCIONAdo PESo DE La iGLeSIA EN La EDUCACIÓn DE LoS PAíseS CATALANeS
XAVIER DÍEZ

ESCueLA PÚBLICA LAICA
RAFAEL CUESTA

CUANdo LoS DINOSAURioS NO DEjaN DE volver nunca...
FERNANDO RODAL MAC-LEAN

La EDUCACIÓn y LA LuchA PoR LA TiERRA EN EL MOVIMiENTo DE LoS “SEM TERRA” DE BRASIL
ROSA CAÑADELL

BRASIL, EN EL CAMino DE LA SUPERACIÓn DE La DEuda EN EDUCACIÓn
FÁTIMA SILVA

NEOLIBERALISMo y SU IMPACTo EN EL SINDICALISMo DOCENTe
SIGFREDO CHIROQUE CHUNGA

LA REFORMA EDUCATIVA GLOBAL
AMADEU SANZ

La EDUCACIÓn en GRECIA
THEMIS KOTSIFAKIS



4 La educación que nos imponen, la educación que queremos / ABRIL 2013

1. Desprecio y 
manipulación del 
concepto y la práctica de 
la política pública  
La política define las formas de organización 
de la vida social, tanto en el plano económico 
como el relacional, jurídico y normativo, 
de modo que es o debería ser un asunto 
prioritario de la preocupaciones humanas. La 
política, por tanto, no puede ser sino política 
pública, es decir, aquella discutida, decidida y 
gestionada por el pueblo.  Por eso, la primera 
denuncia a la actual propuesta del Proyecto 
de Ley para la educación del gobierno de 
España (del Partido Popular), es su concepción 
restrictiva y manipuladora de la política 
pública de educación.  

Una verdadera política pública de educación 
debería ser una actividad colectiva -lúcida 
y consciente, añadiría Castoriadis (2007)- 
dirigida al análisis y cuestionamiento crítico 
del actual estado de cosas en la educación. La 
imagino como un proceso reflexivo y lento, en 
el que el pueblo se dota de los dispositivos y 
estrategias para hacer efectiva esa política. 
Por ejemplo, el debate público y la asamblea, y 
la creación de estructuras de poder para tener 
voz y ser reconocido, entre otros inventados 
o por inventar.  Como bien señala Zizek 
(2007), política y democracia son sinónimos 
porque más allá de los legítimos puntos de 
vista diferentes sobre la cosas, la cuestión 
nuclear es que “existe una lucha paralela por 

conseguir hacer oír la propia voz y que sea 
reconocida como la voz de un interlocutor 
legítimo” (pag. 26).  O sea, cualquier 
construcción de un proyecto público -en este 
caso la política de la educación pública- no va 
a ser un camino de rosas, pues en el proceso 
se dirimen tensiones y enfrentamientos sobre 
el modo en que entendemos ese proyecto, y 
sobre quienes son reconocidos como sujetos 
protagonistas de ese proyecto político. 

El modo en que la propuesta de ley es 
presentada contiene todos los defectos de 
una política antidemocrática: en primer lugar, 
la despolitización, es decir, el secuestro de 
la participación popular y naturalización 
de un modo de proceder autoritario y 
antidemocrático, como el modo de proceder 
de la normalidad institucional. En segundo 
lugar, la sustitución de la voluntad popular 
por la voluntad del gobierno, cuando a ese 
gobierno el pueblo no le otorgó ese mandato. 
En tercer lugar, la confusión entre lo estatal 
y lo público. Si la educación es un asunto 
público, es un asunto del debate y la discusión 
del pueblo en la esfera pública, y el estado 
es o debe ser la garantía de que esa decisión 
se hace efectiva. Si el debate y la decisión 
se estataliza y se reduce a los dispositivos 
de gobierno del estado, el pueblo queda 
absolutamente fuera de esos márgenes. 
Finalmente, otra estrategia antidemocrática 
es dotar de apariencia técnica decisiones 
sobre la educación claramente políticas. La 
instauración de las reválida, la doble vía de 
selección temprana, o el aumento de horas 
lectivas para unas materias y disminución o 
supresión de otras no tiene nada de técnico.

Jaume Martínez 
Bonafé
Universitat de València

El discurso antisindical esta 
arraigando y habría de preocupar-
nos muchísimo e intentar 
contrarrestarlo. Uno de los grandes 
culpables, para los neoliberales, son 
los sindicatos de los trabajadores 
y trabajadoras de la educación, ya 
que la ideología de los derechos 
sociales y el Estado intervencionista 
son altamente improductivos.
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2. Cuidado con el 
lenguaje! “Ley Wert” o 
un nuevo desarrollo 
del conservadurismo 
ideológico y el 
neoliberalismo económico 
en la enseñanza. 
El modo en que decimos o nos hacen decir 
dota de significación política a nuestras 
prácticas. Y el modo en que decimos o nos 
hacen decir, es también una estrategia de 
poder que, en ocasiones, desvía el punto 
de mira del verdadero objetivo.  Decir, por 
ejemplo, “No a la Ley Wert” es un claro y 
económico slogan, pero tengo mis dudas 
sobre su oportunidad y acierto político.  
Porque, en efecto, atribuye a un sujeto 
concreto, el Ministro de Educación, la 
propuesta de Ley. No sería la primera vez 
que “tumbamos” al Ministro mientras queda 
aprobada en las Cortes esa propuesta de Ley. 
Recuerdo que en la primera guerra televisada 
que presencié, la llamada Guerra del Golfo, 
cuando el supuesto enemigo lanzaba un misil 
aparecían en el cielo unas lucecitas que eran 
algo así como distractores de ese misil para 
desviarlo de su objetivo.  Pues esa misma 
función pueden jugar determinados nombres 
propios, distraer de otros nombres propios 
(¿no será acaso Rajoy como Presidente del 
Gobierno más responsable todavía de esa 
propuesta legislativa?) o distraer de otras 
palabras para nombrar la realidad. (Sobre este 
mismo argumento vale la pena detenernos 
en el texto de Pablo Gentili: “La invención de 
Wert”. El País 21/12/12)

Porque de lo que estamos hablando 
cuando decimos “Ley Wert” es de un nuevo 
desarrollo del conservadurismo ideológico y 
del neoliberalismo económico en la enseñanza. 
Es la derecha política, desde su hegemonía 
en terreno de la democracia formal,  la que 
toma las riendas del proyecto de educación 
pública, y con  el descaro y contundencia 
que hace tiempo perdió la izquierda, anuncia 
de esta manera un titular de prensa: “No 
pretendo que la educación sea un mundo al 
margen de la ideología” José Ignacio Wert, 
ministro de Educación (El País, 16/12/2012) El 
refuerzo de la asignatura de Religión -católica, 

por supuesto-, el debilitamiento curricular 
de las lenguas propias de comunidades 
autónomas con lengua diferente al castellano,  
la protección de colegios que segregan 
por sexo, la eliminación de referencias a la 
homosexualidad en los contenidos de una 
materia, el reconocimiento del derecho 
individual de los padres a la elección de 
centro, o la utilización del curriculum como 
arma para la recentralización y disminución de 
competencias de las comunidades autónomas, 
son opciones claramente vinculadas a las 
políticas ideológicas de la derecha, lo que, 
por cierto, tendría que hacer pensar sobre 
el modo en que algunas de ellas fueron 
mantenidas por el PSOE cuando gobernaba. 
La opción ideológica de la izquierda fue otra 
bien distinta: laicismo, coeducación, escuela 
pública, autonomía y descentralización, 
reconocimiento de las diferencias etc.   

Por otra parte, la disminución en 6.300 
millones de euros en el presupuesto para 
educación, el aumento de tasas en la matrícula 
universitaria, o la protección política y 
económica de la oferta privada mientras 
disminuyen o se suprimen las partidas 
económicas para programas como el PROA 
para alumnos con necesidades especiales, son 
opciones vinculadas a las políticas neoliberales 
para la educación. Si la concepción de la 
educación como “gasto” indica el enfoque 
economicista de la misma, el primer párrafo 
del Proyecto de Ley no deja lugar a dudas 
sobre el enfoque neoliberal y mercantilista: 
La educación es el motor que promueve la 
competitividad de la economía y el nivel de 
prosperidad de un país. El nivel educativo de 
un país determina su capacidad de competir 
con éxito en la arena internacional […] 
representa una apuesta por el crecimiento 
económico y por conseguir ventajas 
competitivas en el mercado global.

Como todo el mundo puede suponer, 
estas estrategias de la derecha desbordan 
el nombre propio de un ministro: hablamos 
de una ley que, aprovechando uno de los 
momentos más salvajes del capitalismo 
en nuestro país, pretende la consolidación 
y avance de la ideología conservadora en 
educación y el desmantelamiento del proyecto 
de servicio público en favor del negocio 
privado de la educación.  Y no sería la primer 
vez en la historia política de esta país, que 
una vez aprobada la ley hacen dimitir al 
ministro, con lo que la posible satisfacción 
por la dimisión enmascara el triunfo de la 
imposición.

3. Algunas cuestiones 
especialmente discutibles 
en el proyecto de 
Reforma.
Sobre el enfoque de 
la evaluación.
El derecho a la educación no puede 
convertirse en una carrera de obstáculos. 
Menos todavía, en el periodo de escolarización 
obligatoria. Sin un debate claro sobre el 
sentido y la utilidad de la evaluación (del 
sistema, del profesorado, del curriculum, del 
alumnado) las reválidas y pruebas externas 
al alumnado se convierten en un dispositivo 
de control, selección y segregación que poco 
tiene que ver con el mandato constitucional 
del derecho a la educación, y de una 
evaluación continua que valora el trabajo 
cotidiano y se dirige a la comprensión y mejora 
del mismo. 

La obsesión por la medición y los resultados, 
desde un enfoque conservador y mercantilista 
de la educación, se convierte a través de la 
publicación de ranquin y otros mecanismos de 
comparación y competitividad, en una forma 
de segregación y desigualdad de marcado 
carácter social.  Además, vincula el desarrollo 
del curriculum hacia una formación orientada 
a los resultados. Y contribuye a la retórica 
necesaria para la conversión de la educación 
en negocio.   

Sobre las políticas 
públicas de representación 
y decisión en el 
Centro Escolar.  
La propuesta de ley es un torpedo en la línea 
de flotación de las culturas comunitarias y de 
representación y decisión democráticas.  El 
escaso nivel actual -conviene recordar que el 
sistema actual de representación es sectorial 
y corporativo- todavía se reduce más en las 
competencias del Consejo Escolar y aumentan 
en una nueva figura de Director unipersonal, 
ejecutiva, dependiente de la Administración 
y de las normas que la misma dicta para 
su formación, acreditación y selección. Por 
otra pare, indica la escasa confianza en el 
profesorado como sector con capacidad 
para la creación de conocimiento profesional 
práctico y toma de decisiones colegiada. La 
misma escasa confianza  que se otorga a las 
familias y a sus órganos de representación y 
decisión.  
 

Sobre el disCurso 
empresarial para 
el funcionamiento 
de la escuelas.  
Desde el primer párrafo ya citado, el 
documento que presenta el MEC  está inmerso 
en una lógica discursiva que traiciona y 
pervierte el sentido del derecho constitucional 
a la educación. La competitividad, el mercado, 
las mediciones de resultados, la diferenciación 
por ranquin, las atribuciones de los directivos, 
el sentido utilitario enfocado al valor de 
cambio del conocimiento, la financiación 
en base a resultados, etc. son dispositivos 
discursivos donde los nuevos lenguajes 
modifican las prácticas y las nuevas prácticas 
ocultan u olvidan anteriores lenguajes. Desde 
la lógica empresarial de marcado talante 
neoliberal, hablar en educación de proyectos 
autónomos, asamblea, renovación pedagógica, 
cooperación, solidaridad, reconocimiento 
de las diferencias, compensación de la 
desigualdad (añádase o que se quiera), 
es mucho más difícil.  La desaparición del 

proyecto de ley de la responsabilidad del 
Estado con la educación pública, pone a la 
educación en el la arena de la mercancía 
disputada en el libre mercado.  El derecho 
a la igualdad y la compensación se 
convierten en retórica vacía dependiente 
de la libertad de las familias a la elección, es 
decir, a la compra según sus posibilidades 
en el mercado de la educación.   

Las ausencias o silencios 
sobre la formación 
del profesorado.  
Nada dice el nuevo proyecto de ley sobre 
la formación inicial y permanente de los y 
las docentes. Sin embargo, todo el discurso 
legislativo propuesto lleva implícita una 
teoría del profesor, de su saber profesional 
y de su puesto de trabajo. Ejecución 
técnica de normativas impuestas desde la 
Administración, dependencia de la autoridad 
del director, nulo reconocimiento a la reflexión 
y creación de conocimiento compartido, y 
una concepción restrictiva del funcionario 
que, de servidor del pueblo, pasa a mano 
de obra disponible según las conveniencias 
de la Administración del Estado. El silencio 
deja las cosas como están, sin embargo una 
Ley de Educación debe comprometerse 
explícitamente con el modelo de formación 
del profesorado que va a actuar en ese marco 
legislativo. 

4. ¿Pero hace falta un 
nueva ley de educación? 
¡Claro que si! Otra 
alfabetización es 
necesaria. 
El debate social sobre la educación es 
urgente.  Si la propuesta LOMCE responde a 
los intereses de la derecha conservadora, la 
situación actual tampoco puede satisfacer a 
sus adversarios. Si, para decirlo en términos 
de Freire, la alfabetización nos empodera para 
realizar una lectura crítica de la realidad, es 
obvio que otra alfabetización es necesaria. El 
curriculum, el adentro y afuera de la escuela, 
el sentido y valor de uso del conocimiento, el 
uso de los recursos y medios para el trabajo 
con la información, los tiempos y espacios, la 
comunidad de enseñanza y aprendizaje, la 
educación en la esfera pública, o la formación 
y el trabajo docente, entre muchos otras, 
son cuestiones sobre las que es necesaria 
una forma de diálogo que nos permita 
mejorar sensiblemente lo que hacemos, con 
una dirección social y política claramente 
progresista y democrática. Las organizaciones 
y movimientos sociales de la izquierda 
no pueden estar continuamente dando 
respuestas puntuales a los sucesivos inventos 
de la derecha. Hemos de tener, también, 
nuestro propio proyecto de Escuela Pública 
nacido de una lenta pero productiva dinámica 
social dialógica. Y buscar formas alternativas 
de implementarlo, desarrollarlo, evaluarlo y 
mejorarlo. 
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Pere Polo 
Fernández
Presidente de la ONGD 
Ensenyants Solidaris E

n 1997 escribí el artículo: 
“Neoliberalismo y profesorado” 
para Cuadernos de Pedagogía y 
por su actualidad quiero rescatar 
un fragmento, para que nos haga 
reflexionar sobre el camino que va 
tomando la educación en España, 
para que veamos cómo se está 
actuando al dictado de organismos 
internacionales para implantar la 

ideología neoliberal.
Es conocido por parte de todos que la 

doctrina neoliberal tiene unas repercusiones 
en el mundo de la educación, que podemos 
resumir de la siguiente manera:

 
�� Menos inversión
�� Más alumnos por clase
�� Descentralización (curiosamente en España 
se va hacia una recentralización del currículo)

�� Privatización
�� Reorientación curricular (a través de 
varios artículos de la revista veremos la 
dirección de la reforma educativa que está 
proyectando el ministro Wert del gobierno 
del PP)

Los recortes en  
educación en España
Presupuesto 2010: 43.700 millones de euros. 
Zapatero: -5% del sueldo de los funcionarios, 
es decir, 80.000.000 euros del sueldo de los 
profesores.
Presupuesto 2011: -2.000 millones sobre 
el presupuesto de 2010. Recortes: al 
sueldo de los profesores, congelación de 
infraestructuras, reducción: del transporte 
escolar, de la formación permanente 
del profesorado, de las actividades 
extraescolares, de los gastos administrativos y 
de los gastos de luz y agua.
Presupuesto 2012: -4.000 millones sobre el 
presupuesto de 2011.
Recortes: recortan el personal y reducen 
las plantillas, suprimen la paga de Navidad, 
aumentan el horario lectivo del profesorado, 
amplían el número de alumnos por aula, se 
impone que las bajas se cubran a partir de la 3ª 
semana, aumento del precio de las matrículas 
universitarias, se cambia la dedicación docente 
universitaria, para reducir plantillas, 166 
millones menos para becas, principalmente 
para las Erasmus, 24,5 millones menos para 
cursos de inglés en el extranjero destinados a 
profesores y alumnos, se deja de financiar el 

plan Educa3 y se reducen las ayudas a libros 
de texto.
Presupuesto 2013: 37.299 millones de euros, lo 
que equivale a 6.401 millones menos que en el 
presupuesto del 2010.
Recortes: A las becas, a las Erasmus, un 
75% menos que en 2011, a la educación 
compensatoria unos 116,5 millones menos, 
se eliminan las ayudas a los programas de 
refuerzo para alumnos con dificultades y los 
planes contra el abandono escolar, recortes a 
las ayudas de libros de texto. Se mantiene la 
congelación salarial del profesorado.
Fuente: El País 16/12/12

Para defender la privatización se afirma 
que hay una crisis de eficiencia, eficacia 
y productividad en el sistema educativo. 
(¿Recordáis el discurso del Sr. Wert?).

Como solución proponen la optimización de 
los “servicios educativos”, sin embargo, sólo 
lo plantean desde la óptica gerencial y no 
desde el punto de vista de la democratización, 
en una palabra sólo se plantean una reforma 
administrativa que privilegie la eficacia y la 
productividad. Entienden la calidad educativa 
al más puro estilo mercantilista.

Entre otras medidas proponen un nuevo 
sistema de gestión, que marca el camino hacia 
la privatización, más alumnos por aula y menos 
inversión en educación. ¿Cuáles son las recetas 
que nos propone el Sr. Wert?

Propone un nuevo perfil del profesorado y 
una reforma curricular. Diremos que su tesis 
es: la escuela funciona mal debido a la falta de 
un verdadero mercado educativo y, por tanto, 
es necesario fomentar la competitividad en los 
centros y entre diferentes centros, y, además, 
se trata de desarrollar un sistema que tenga 
como base el mérito y el esfuerzo individual 
para el que proponen:

�� Establecer mecanismos de control y 
evaluación.

�� Articular y subordinar la “producción 
educativa” a las necesidades del mercado 
laboral.

�� Aumentar y acercar las contribuciones 
privadas a los costes educativos.

�� Flexibilizar las formas de contratación y los 
salarios docentes.

��  Desarrollar sistemas estatales de evaluación.
�� Disminuir los gastos educativos y optimizar 
la gestión para aumentar la eficiencia del 
sistema educativo.

�� Aumentar el número de alumnos por aula.
Según el neoliberalismo, la educación sufre 

una importante crisis, y los culpables son 
el Estado asistencialista y todos aquellos 
que le apoyan, sindicatos y todas aquellas 

Como solución proponemos la 
optimización de los “servicios 
educativos”, pero sólo lo plantean 
desde la óptica gerencial y no 
desde el punto de vista de la 
democratización; en una palabra: 
sólo se plantean una reforma 
administrativa que privilegie 
la eficacia y la productividad. 
Entienden la calidad educativa al 
más puro estilo mercantilista.

Dónde estábamos,
de dónde venimos y
hacia dónde NOS LLEVAN
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organizaciones que defienden el derecho 
igualitario a una escuela pública de calidad.

El discurso antisindical está arraigando y 
debería preocuparnos muchísimo e intentar 
contrarrestarlo. Uno de los grandes culpables, 
para los neoliberales, son los sindicatos de 
los trabajadores de la educación, ya que la 
ideología de los derechos sociales y el Estado 
intervencionista son altamente improductivos, 
y por eso atacan este modelo de escuela; 
afirman que el profesorado trabaja poco 
(recuerden las expresiones de Esperanza 
Aguirre, ex presidenta de la Comunidad de 
Madrid), que no se actualiza, y que los alumnos 
pierden el tiempo.
No puedo pasar por alto la campaña 
antisindical desplegada desde hace varios 
años con el objetivo de desprestigiar a los 
sindicatos y a los sindicalistas. Estas campañas 
han surgido de los medios de comunicación, 
principalmente los afines al PP, sin olvidar 
la colaboración del Gobierno central, de los 
autonómicos y de ciertos políticos.

Centraremos estas campañas en los 
siguientes puntos:
1. Afirman que existen demasiados 
liberados sindicales, campaña emprendida 
principalmente desde el diario El Mundo. Los 
sindicalistas son unos privilegiados, porque no 
temen por sus puestos de trabajo, de manera 
que se transmite la idea de sindicalista = vago, 
son los últimos en ser despedidos, etc.
2. Denuncian la financiación pública de los 
sindicatos, diciendo que existe un derroche 
de subvenciones y que no sufren los recortes 
en tiempos de crisis. Es curioso el editorial 
sobre el tema de El País del 15/12/10, “… si 
patronal y sindicatos son incapaces de aceptar 
la urgencia del diálogo, tal vez deberían ser 
enviados al Ministerio de Hacienda para que 
negocien a la baja las cuantiosas subvenciones 
que reciben por su papel negociador.”
3. Otros tópicos: los sindicatos ya no sirven, han 
pasado de moda, son cosa del pasado, etc.
4. Con la última reforma laboral se quiere dar 
el golpe de gracia a la negociación colectiva: 
convenios, formas de negociación, descuelgues 
de la negociación, etc.
5. Supresión o cambios en los órganos 
de participación social. Basta recordar la 
supresión del Consejo Económico Social en 
varias comunidades autónomas. Cambio 
de composición y funciones de los consejos 
escolares, mesas de negociación, que muchas 
veces se convierten en simples organismos 
auditivos de lo que los gobiernos han hecho o 
quieren hacer.

¿Fomentar la 
participación? 

Los hechos contrastados son la reducción 
económica de la ayuda a la acción sindical, 
formativa y la supresión de liberados 
sindicales. En el MEC han pasado de 145 para 
todas las organizaciones sindicales, en todo 
el Estado, a 45 y para el próximo curso, de 
12 a 15. ¿Cómo quieren, pues, fomentar la 
participación?

Con este panorama, podemos afirmar 
que lo que pretende el Gobierno del PP, con 
la aplicación de la política neoliberal es la 
debilitación del movimiento en defensa del 
trabajador.

  Los sindicalistas y las organizaciones 
sindicales tenemos que reconocer que es 
el momento de hacer una reflexión sobre 
la situación actual y que el exceso de 
burocratización sólo se puede combatir con 
una mayor participación de la afiliación en 
la toma de decisiones, y esto necesita un 
compromiso, tanto de la afiliación como de los 
trabajadores que se limitan a la crítica fácil 
“los sindicalistas no hacen nada, no vienen 
a los centros, etc.”, si no somos conscientes 

de la necesidad de los sindicatos y nos 
afiliamos mayoritariamente para cambiar 
la política sindical, si es que no estamos de 
acuerdo con la práctica y la política sindical 
de nuestros dirigentes, seremos derrotados 
y sólo habremos conseguido la pérdida de los 
derechos sociales conquistados.

 Nuestros adversarios no son los sindicatos. 
Los que están recortando nuestros derechos 
económicos, sociales y las libertades son las 
políticas que llevan a término los gobiernos 
central y autonómicos, principalmente en 
manos del PP.

Cuando defienden la disminución del gasto 
por alumno, afirman que esto no deteriora la 
calidad de la enseñanza. El Banco Mundial (BM) 
dice que el aumento de 30 a 35 o de 40 a 45 
alumnos por clase no influye en el rendimiento 
escolar.

Con esta medida tratan fundamentalmente 
de reducir la responsabilidad financiera de los 
gobiernos centrales en materia educativa, así 
como limitan su responsabilidad en la gestión. 
(Discurso que afirma que las comunidades 
autónomas son las que gastan y no controlan, 
esto es independiente del gasto superfluo y de 
la corrupción que en diferentes gobiernos se 
va descubriendo.)

Sería interesante recordar y analizar la 
postura que diferentes organismos tienen y 
defienden sobre la educación: FMI, BM, OCDE, 
OMC, Plan Bolonia, etc. Debemos aclarar 
también que cuando los neoliberales hablan de 
privatización, no se refieren a la privatización 
completa del servicio, ya que difícilmente 
habría alguien interesado en comprar un 
servicio no rentable; de hecho, piensan en la 
privatización de la gestión educativa.

¿Recordáis lo que está pasando con el 
Servicio de Salud en varias comunidades 
autónomas? ¿Madrid, hospitales de Alzira, 
Manises, etc.? Con todo este panorama, 
tendremos que pedir cuál es la repercusión 
que está teniendo esta política sobre el 
personal docente. Esto es lo que quiero 
destacar:

�� Reducción salarial, eliminación de la paga 
de Navidad, reducción de complementos, 
congelación de sexenios, etc.

�� Aumento de la jornada laboral y de las horas 
lectivas.

�� Incremento del número de alumnos por aula.
En un documento enviado a Bruselas por el 
Gobierno de Rajoy, vemos el cálculo de ahorro 
y las medidas entre 2012-2013:

�� Aumento de las horas lectivas: 840 millones 
de euros

�� Incremento de la ratio de alumnos por clase: 
615 millones de euros.

�� Régimen de dedicación del profesorado: 280 
millones de euros.

�� Aproximación de los costes del servicio en la 
universidad: 1.760 millones de euros.

�� Racionalización del número de universidades, 
titulaciones y número mínimo de alumnos 
por aula: 71 millones de euros.

�� Principio de estabilidad presupuestaria en 
las universidades: 150 millones de euros.

�� Limitación de la incorporación de nuevo 
profesorado en la universidad: 72 millones de 
euros. 

�� Resto de medidas educativas y universitarias: 
200 millones de euros.

�� Total: 3.988 millones de euros.
Fuente: El País 16/12/12

Como consecuencia de estas políticas, se 
fomenta un aumento de las desigualdades 
sociales, la disminución de la calidad en el 
sistema educativo con la eliminación de 
muchos programas para compensar las 
desigualdades, un enfrentamiento no solidario 
de todos contra todos para lograr sobrevivir 
en una sociedad dominada por la economía, la 
llamamos ahora con el nombre de “mercados”, 
quieren favorecer el déficit cero, reformar 
la Constitución para incluir, como siempre 

al margen de la ciudadanía, el aumento de 
salarios descomunales a los directivos en 
detrimento de los salarios y de la calidad de 
vida de la ciudadanía.

Se fomenta el individualismo y la 
competencia salvaje, rompiendo de esta 
manera los lazos de solidaridad colectiva e 
intensificando un proceso antidemocrático de 
selección natural donde los mejores, o los que 
están mejor situados para la carrera, triunfan y 
los peores o más débiles social y culturalmente 
pierden. El neoliberalismo no dice nada sobre 
cómo actuar contra las causas estructurales 
de la pobreza, sino que, al contrario, actúa 
intensificando la misma.

¿Cómo deberíamos 
reaccionar ante esta 
ofensiva neoliberal?

Es necesario que la sociedad se guíe por 
el bienestar de los ciudadanos, y no por la 
simple lógica de los mercados. Es totalmente 
irracional, como está sucediendo, poner la 
sociedad al servicio de los mercados, y no 
al servicio de la sociedad. La lucha de los 
sindicatos, los movimientos sociales y de 
las diferentes organizaciones ciudadanas 
se desarrollará tanto en el campo de las 
propuestas y de las políticas, como en el campo 
de la cultura, la lucha y la protesta.

Hay que crear un nuevo sentido común: 
democrático, de ciudadanía de los derechos 
y de la igualdad. Concretamente, en el 
mundo de la educación, es fundamental, 
como últimamente sucede, la implicación de 
los colectivos integrantes de la comunidad 
escolar –padres y madres, alumnos, así como 
todos los trabajadores y trabajadoras de la 
educación, incluso sería interesante ampliarla a 
los movimientos vecinales–, en la lucha por una 
escuela pública y de calidad.

Hay que fomentar la participación de los 
afectados, en la toma de decisiones. En un 
contexto de globalización y mundialización 
de las políticas y de la economía, hay que 
responder también, con un proyecto mundial. 
Hay que presentar un frente común entre los 
diversos países, y especialmente en los países 
europeos atacados y acosados por estas 
políticas neoliberales.

Tendremos que recuperar la tradición del 
internacionalismo democrático. Hay que 
combatir esta globalización excluyente. Como 
he afirmado al principio, sería interesante 
preguntar sobre qué repercusión tienen 
en la política educativa diversas 
organizaciones. Deberíamos 
repensar la educación en la 
globalización, por ejemplo el Plan 
Bolonia, ¿cómo ha quedado? ¿en 
qué situación se encuentra?, ya 
que lo único que puedo percibir es 
un camino hacia la privatización, 
supresión de titulaciones y un 
aumento del precio de la matrícula ...

Con la implantación de los grados y 
la política de recortes del Ministerio 
de Educación, nos encontramos 
en que durante este nuevo curso, 
estudiar en las universidades 
públicas del Estado español es 
sensiblemente más caro y desigual 
según la comunidad autónoma 
donde se esté matriculado. 
En general, según datos del 
MEC, ha habido una subida 
media del 16,7%. En los 
másteres oficiales, el 
precio medio supera 
los 2.000 € para aquellos 
que habilitan para una 
profesión (obligatorio para 
los docentes) y unos 2.627, 

el resto. Los primeros han subido un 37% 
y un 68% el resto. Hay que hacer notar las 
diferencias según las comunidades. En todo 
este proceso, es bueno comprobar que las 
universidades privadas han ganado cerca de 
9.000 alumnos.

También hay que recordar las voces que 
se alzaron al inicio del proceso del Plan 
Bolonia, diciendo que este conducía hacia la 
privatización de la Universidad.

Fuente MEC.

¿Qué papel juega la OMC en el mundo 
educativo? ¿Cómo le afectan sus acuerdos? 
¿De qué manera se quiere liberar el sector 
educativo desde la OMC? ¿A quién beneficiaría 
esta liberación? ¿Cómo influyen las empresas 
en las políticas educativas? ¿Cuál es el interés 
que estas empresas tienen por el mundo 
educativo, más concretamente, qué tipo 
de empresas tienen interés en el mundo 
educativo? ¿Y el BM, por qué invierte en 
educación y qué impactos tienen las políticas 
del BM, en la política educativa, y más 
concretamente en España?
La respuesta a las preguntas anteriores nos 
dará la solución al por qué de la reforma Wert 
y de otras medidas educativas.

Para terminar, sería interesante que 
conociéramos el discurso de la OCDE sobre 
la calidad educativa, ¿qué impacto tendrá 
la aplicación de los nuevos sistemas de 
evaluación sobre las políticas educativas del 
Estado español? La OCDE se ha convertido 
en un actor de las políticas educativas de 
los estados, ya que participa directamente 
en conferencias, investigaciones, informes 
comparativos..., aunque debemos recordar que 
en principio es una institución encargada de 
aspectos económicos y que no debería tener 
influencia clave sobre la educación.
 Quiero terminar con unas palabras de 
Federico Mayor Zaragoza, en una entrevista del 
14/01/13 en El País:
  “Pregunta: El ministerio también quiere un 
sistema de evaluación?
  Respuesta: No me convence en absoluto. 
Puedes evaluar a un niño y puede saber 
muchas matemáticas, pero ser un mal 
educado. Una cosa es saber inglés o 
matemáticas, eso que tanto preocupa por 
los resultados en los informes PISA, que son 
informes de instituciones económicas, como 
la OCDE, que no tienen nada que ver con 
una institución pedagógica. La UNESCO dice 
que educar es contribuir a la formación de 
personas libres y responsables”. “La reforma 
Wert es un retroceso sobre lo que se había 
logrado hasta ahora.”

Dónde estábamos,

hacia dónde NOS LLEVAN
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1. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
“En busca de talentos 
perdidos”
Siguiendo a rajatabla las consignas 
neoliberales impuestas por organismos 
supranacionales como el Banco Mundial, el 
FMI, la OMC y la UE,  se trata de degradar la 
Educación pública universal, gratuita y de 
calidad para toda la ciudadanía, y favorecer 
la proliferación de conciertos y centros 
privados que garanticen fuente de negocio 
para los que más tienen. Abrir la educación 
al mercado, al igual que están haciendo con 
la sanidad, es el objetivo fundamental que 
vienen orquestando con precisión desde hace 
más de una década.

Es este un anteproyecto que no parte de 
un análisis riguroso y compartido por la 
Comunidad Educativa sobre las deficiencias 
y potencialidades de nuestro Sistema de 
Educación Pública. En este país ya hace tiempo 
que asistimos a un proceso de simplificación 
de los análisis y falseamiento de los elementos 
que condicionan determinadas situaciones. Se 
presentan como verdades análisis parciales 
y poco profundos de la realidad escolar, 
se cuestionan leyes anteriores, en base a 
presupuestos completamente falsos, se utiliza 
un vocabulario especializado desconociendo 
e incluso pervirtiendo su significado  y se 
lanzan ataques contra colectivos enteros sin 
haber profundizado en sus planteamientos 
ni experiencia a lo largo de los años . Y lo que 
es todavía más  grave, el debate educativo se 
secuestra a los profesionales de la enseñanza, 
al alumnado,  a las familias y a la sociedad en 
general que son los directamente implicados 
en la misma.  Digamos alto y claro que para 
evaluar el sistema educativo no es suficiente 
con valorar al alumnado de una forma 
totalmente parcial, sesgada y ni ética , ni 
moralmente válida, sino que son necesarios 
otros instrumentos de medida que relacionen 
los resultados con los medios empleados, pero 
sobre todo con los fines que perseguimos. 

Plantear como se lee en el Anteproyecto 
que “la educación es el motor que promueve 
la competitividad de la economía y el nivel 
de prosperidad de un país”… (y que)… “el 
nivel educativo determina la capacidad de 
competir con éxito en la arena internacional, 
supone optar por una  concepción educativa  
reduccionista, de carácter meramente  
economicista, demagógica y obsoleta. Atrás 
queda el ideal educativo de la formación 
integral de la persona para su emancipación, 
para su socialización y para intervenir 
críticamente en la sociedad que le ha tocado 
vivir. Anteponer la competitividad a la 
colaboración en el símil taurino de la arena 
internacional, suena a viejo y a casposo, a 
localista y corto de miras en una sociedad que 
se define como planetaria y global.

Una ley redactada en masculino, que dice, 
entre otras “lindezas: “todos los alumnos 
tienen un sueño, todas las personas jóvenes 
tienen talento”. “Las personas y sus talentos 
son lo más valioso que tenemos como país”. 

Hasta queriendo ser poético le sale la vena 
mercantil, como termina aclarando cuando 
dice : “La lógica de la reforma se basa en la 
evolución hacia un sistema capaz de canalizar 
a los estudiantes hacia las trayectorias más 
adecuadas a sus capacidades…y se conviertan 
en rutas que faciliten su empleabilidad” y  
el espíritu emprendedor.”  Que eufemismo 
tan rebuscado para seleccionar a los más 
desfavorecidos desde edades tempranas y 
expulsarlos del sistema cuanto antes, eso si 
ahora por vía legal, para tener mano de obra 
barata, que no proteste y además sea sumisa. 
El pensamiento es peligroso hermano…… 
¡Empleabilidad!, qué ironía esta palabra en 
boca de un gobierno que  ha aprobado una 
reforma laboral que ha enviado al paro a 
millones de personas. Patrañas y mentiras 
sin fin, como constata el hecho de que 
personas jóvenes, muy bien formadas, tiene 
que marcharse de este país porque no hay 
trabajo para ellos/as. Y es que es evidente que  
el mercado de la formación no soluciona la 
precariedad laboral. Por mucha formación que 
tenga una persona si no hay trabajo no puede 
trabajar.

En su lógica  economicista y mercantil, 
todo está pensado y por eso dicen; “ Las 
habilidades cognitivas…no son suficientes, es 
necesario, desde edades tempranas, adquirir 
competencias transversales y actitudes claves 
como la confianza individual, el entusiasmo, 
la constancia y la capacidad de cambio”. 
Ahí querían llegar, así los niños/as desde la 
más tierna infancia podrán adaptarse mejor 
cuando sus padres se vean obligados a 
marchar a Canadá y de allí a China o a donde 
sea que el neoliberalismo global decida, en 
función  de las deslocalizaciones de capitales 
y empresas que  garanticen a las grandes 
multinacionales los mayores beneficios 
posibles.

Nueva vuelta de tuerca, tal vez definitiva 
del capitalismo salvaje que busca deslocalizar 
personas, pensamientos, actitudes y 
valores, que rompe el movimiento obrero, el 
movimiento sindical, que intenta desligar a 
los seres humanos de sus ciudades, de sus 
amigos, privarles de identidad colectiva, que 
trata de impedir el pensamiento  compartido, 
que desprestigia la política para asegurarse 
el máximo control mediante la sumisión que 
provoca la incertidumbre y el miedo.

Ley de mejora de la calidad, la llaman. 
En primer lugar se atreven a decir que el 
Sistema Educativo Público es de mala calidad, 
basándose en estándares internacionales 
que para nada tienen en cuenta la situación 
de partida de cada país, ni los progresos o 
retrocesos que hayan podido producirse 
y muchísimo menos las características 
particulares de cada centro y en absoluto las 
peculiaridades de cada alumno. Calidad que 
nunca refieren al sistema en su conjunto, a 
todo el proceso educativo, sino que centran 
en resultados uniformes de unas pruebas 
pensadas, se supone para el “europeo 
medio”. Calidad entendida como producto 
final, identificando a los estudiantes con 
unidades destinadas al mercado de trabajo. 

Estamos ante la nueva versión del “Anteproyecto de ley 
orgánica para la mejora de la calidad educativa” que 
el ministro Wert ha mandado redactar a sus asesores, 
para que quede claro que él también quiere poner 
su granito de arena en el panorama de mentiras y 
falacias que últimamente se difunden por doquier.
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Sin embargo , investigaciones contundentey 
la práctica diaria demuestran que  en los 
sistemas educativos hay una desconexión 
profunda entre lo que  se  pretende (que 
en muchos casos no se define) lo que se 
hace (incontrolable a nivel general, a pesar 
de la uniformidad de os libros de texto) 
y lo que se consigue (todos/as sabemos 
que lo es imposible comprobar lo que 
cada persona aprende en una situación de 
aprendizaje concreta y mucho más a nivel 
global), lo que imposibilita una medición 
de esas características y la falacia de 
intentarlas. Normalmente lo que hace la 
derecha más conservadora es utilizar estas 
imprecisiones  para defender sus políticas 
regresivas  y socialmente injustas como “ la 
elección de centro” “volver a lo básico”, “la 
pedagogía clerical del esfuerzo”, “itinerarios 
segregadores” etc., como podemos observar 
en la lectura del anteproyecto. 

Esta es la quinta reforma educativa de los 
últimos tiempos . Reforma  que pretende, 
según se dice, combatir el fracaso escolar 
y evitar el abandono temprano. Objetivos 
irrealizables con la actual política de recortes 
en educación y con una política económica 
totalmente errónea que está mandando al 
paro a millones de personas y al país a la 
ruina. La experiencia y los datos empíricos 
demuestran que a mayor injusticia social, a 
mayor desigualdad, más tasa de abandono 
y más “fracaso”.  Recordemos que desde la 
llegada del PP al gobierno del Estado Español, 
se han recortado 5.212 millones de euros en 
Educación y que la previsión es que en 2015, el 
gasto público educativo, se sitúe en torno al 
3,9% , lo que nos situaría a la cola de la OCDE y 
de la UE (retroceso a los años 80).

2. CLASIFICACIÓN, 
SEGREGACIÓN, EXCLUSIÓN, 
CARRERA DE OBSTÁCULOS 
REVÁLIDAS E ITINERARIOS
“Tu vales, tu no vales”

Rechazamos un anteproyecto de Ley Orgánica 
para la Mejora de la Calidad Educativa 
que entiende la evaluación institucional y 
educativa no como forma de detección de 
problemas con la finalidad de resolver-los, 
sino como forma de legitimar la exclusión y 
la clasificación, que hace recaer en el alumno 
fracasado el origen y las consecuencias de su 
fracaso”. (Junta de centre de la Facultad de 
Magisterio de la Universitat de València)

Está claro, el Gobierno del PP considera 
que los y las docentes no tienen preparación 
suficiente para examinar a su alumnado. 
Evaluar es otra cosa: supone conocer al 

alumno/a, su nivel de partida, el proceso 
de enseñanza aprendizaje y los avances 
producidos. Pero como queda claro en el 
anteproyecto no pretenden evaluar el sistema, 
tan sólo examinar al alumnado.  Para mejorar 
el sistema hay que examinar al alumnado 
una y otra vez y con pruebas estandarizadas 
iguales para todos y todas. ¿Y qué pasa con 
la diversidad y con los diferentes grados de 
maduración, ritmo y estilos de aprendizaje 
del alumnado? Y que pasa con la desigualdad 
derivada de situaciones de pobreza , 
marginación y exclusión?. Hay que examinar 
al alumnado sin parar, así se consolidará más 
el mensaje “hay que estudiar para preparar el 
examen no para aprender”. Se le examinará 
sin parar  y además por  gente que no lo 
conozca y así por arte de birli, birloque, a 
mejorar la calidad. Clases de tontos, clases de 
listas, profesores que preparan bien cobrarán 
más, los que preparan peor cobrarán menos, 
las academias a hacer negocio, el alumnado 
de NEE a la calle, los más desfavorecidos 
a itinerarios sin titulación….. Una auténtica 
vergüenza que ningún docente con dignidad 
debería consentir.

Una ley que contempla 4 reválidas , al acabar 
3º de primaria le examinan sus profesores 
y consta en el expediente. Al acabar 6º le 
examinan especialistas  externos, sin ninguna 
vinculación afectiva, ni emocional, como si 
de máquinas se tratase . Al finalizar 
4º de la ESO, para la obtención 
del Graduado en ESO, 
otra vez “especialistas” 
externos, sus 
profesores/as no 
ofrecen la suficiente 
fiabilidad. El que no 
aprueba se va sin 
titular, invalidando 
el trabajo de cuatro 
años. Al finalizar 
bachillerato ocurre 
lo mismo. Como dice 
el profesor Fernández 
Enguita, a partir de 
secundaria, estos exámenes 
serán un castigo para quien no los 
apruebe, no buscando luchar contra el fracaso, 
sino certificarlo, sirviéndose de él para 
legitimar un sistema que segrega al alumnado 
y produce y reproduce las desigualdades 
sociales. 

Reválidas que no buscan sino abrir la 
educación pública a empresas y consorcios de 
evaluación privados, aumentando los gastos 
educativos en apartados que para nada 
redundan en la formación del alumnado y que 
suponen una minusvaloración y desconfianza 
sin límites hacia el profesorado. Pruebas que 
encargará el Estado pero que tendrán que 
pagar las Comunidades Autónomas.

Para coronar el sistema se suprime 
la selectividad pero permite que cada 
universidad realice prueba de acceso. Ya 
sabemos que el alumnado que no aprueba el 
acceso a la universidad pública, puede ir a una 
privada siempre que su familia tenga un buen 
nivel de renta.

Se trata en definitiva de un sistema que no 
busca generar gusto y pasión por aprender, 
ni tampoco aprender a aprender, sino que 
se basa en la presión de unos exámenes 
preparados con una finalidad meramente 
economicista, de adecuación a las miserias 
del mundo laboral y por consiguiente 
reduccionistas y de corto recorrido intelectual. 

 Los itinerarios que plantea esta reforma 
pretenden, bajo la excusa de los diferentes 
talentos, clasificar cuanto antes al alumnado, 
para seleccionar a los que mejor se van 
a adaptar al sistema y separar a los que 
presenten cualquier tipo de resistencia o 
dificultad. Con esto no pretenden como 
quieren hacernos creer, reducir  el abandono 

o combatir el fracaso, sino todo lo contrario. 
Lo que buscan es dar vía legal a la exclusión 
de una formación común y de calidad para 
todo el alumnado, eliminando así los costes 
que los programas de atención a la diversidad 
y de refuerzo con vuelta al sistema común, 
pudieran generar. Todos los estudios 
internacionales demuestran que cuanta más 
segregación a edades tempranas mucho peor 
es el resultado educativo del conjunto del 
alumnado. 

La ley propone una segregación por tres 
vías:
La primera son los llamados Programas de 
mejora del aprendizaje y el rendimiento en 
2º y 3º de la ESO. Una vez más la perversión 
del lenguaje nos deja atónitas, niños de 13 y 
14 años con dificultades (no se dice de qué 
tipo) se agruparan para cursar un currículo 
devaluado. Ni tan siquiera será necesario que 
cursen el primer ciclo.  Esto supone que los 
itinerarios se inician en 1º de la ESO. Todas 
las personas que trabajamos en educación 
sabemos que cualquier niño/a con dificultades 
aprende más en grupos heterogéneos en 
los que no se concentran las problemáticas. 
El conocimiento pedagógico más elemental 
dicta que todos y todas aprendemos de 
los demás y con los demás y que el medio 

condiciona el ambiente. En un contexto 
de dificultades concentradas no 

hay mejora posible. De hecho 
para integrar el número de 

personas con dificultades 
debe ser reducido y 

nunca más del 25 % 
del grupo, y esto ya 
es demasiado. Y por 
cierto integrar es 
mucho más difícil si se 
aumentan las ratios. 

No hay profesores/
as que quieran hacerse 

cargo de los grupos 
conflictivos, si además son 

numerosos . Y lo que es más 
grave, el anteproyecto indica que 

estos programas irán dirigidos a alumnos/
as con problemas relevantes de aprendizaje 
no imputables a falta de estudio o esfuerzo.  
Como si fuera posible desligar una cosa de 
la otra, como si el rendimiento no estuviese 
condicionado por problemas afectivos, 
familiares, relacionales, etc., constituyendo 
una situación de círculo vicioso en el que 
los suspensos llevan al retraso, éste a la 
dificultades, éstas a la desmotivación (falta 
de esfuerzo) y así sucesivamente. Estos 
programas no mejoran ni el aprendizaje, ni el 
rendimiento, son parches que en este caso 
ni siquiera permitirán conseguir el título. 
¿Qué alumno/a de estos programas , con un 
currículo devaluado va a aprobar la prueba 
externa de 4º de la ESO? Ni uno solo/a.

La segunda, se sustituyen los PCPI ( a los 16 
años medida excepcional para titular en ESO) 
, por un  nuevo ciclo de Formación Profesional 
Básica , a los quince años,( desde 2º de la 
ESO) vía ancha,  que no permite titular, ni da 
acceso directo a la Formación Profesional 
de Grado Medio. En el primer redactado 
del anteproyecto quedaba clara la finalidad 
excluyente y segregadora de esta medida 
destinada a aquel alumnado” en situación 
económica desfavorable” equiparando 
pobreza con poca capacidad para el estudio. 
El título “profesional básico” aspira a ser un 
maquillador perfecto de los datos de “fracaso 
y abandono”.

La tercera, estableciendo dos vías en 
cuarto de la ESO. A partir de 3º el alumnado 
elige entre dos itinerarios, el de FP o el de 
Bachillerato, lo que vuelve a convertir la FP 
en una vía de segunda categoría para derivar 
al alumnado con más dificultades, menos 

talentos en su lenguaje tan sutil.  4º de ESO  ya 
no se considera dentro del tramo obligatorio, 
sino post-obligatorio  y al final la prueba para 
titular no es la misma por lo que no se puede 
pasar de una vía a la otra. 

Una reforma que atenta contra al igualdad 
de oportunidades , en aras de polarizar 
más la sociedad y producir mayores niveles 
de desigualdad y de injusticia social : más 
posibilidades y mejor formación para los/as 
que más dinero tienen. 

3. UN CURRÍCULUM 
RECENTRALIZADO AL SERVICIO 
DEL MERCADO LABORAL
“Objetivo: españolizar”

El Sr. Wert quiere españolizarnos a todos y 
todas. Nacionalismo español a la vieja usanza. 
Una vez más mintiendo, (recordemos aquello 
de los 19 sistemas educativos) creando 
conflictos lingüísticos inexistentes, (Todos 
los niños/as catalanes/as, gallegos y vascos 
son bilingües y el/la  que no lo es, sólo habla 
castellano) creando opinión pública con 
falsedades, se pretende reducir la autonomía 
de las Comunidades Autónomas, apostando 
por la uniformidad y por el dirigismo 
ideológico. El Estado Central decide sobre el 
75% de los contenidos curriculares, antes ya lo 
hacía sobre el 65%.

 Centrarse en las instrumentales, reducir 
materias, marcar mínimos…etc., todo son 
estrategias que conducen a  cerrar más el 
currículum en torno a las demandas de los 
mercados, orientados a la selección de los 
mejores y a la obtención de mano de obra  
flexible, barata y fácilmente manipulable, sin 
formación, ni criterio. La formación de cuadros 
intermedios y directivos queda para el que 
pueda pagarla (Universidades y masteres) . 
El problema de adquirir saberes relevantes  
no tienen relación directa sólo con el tiempo 
empleado sino sobre todo, con la forma en que 
los conocimientos se presentan y se estudian, 
con la metodología de trabajo, tema que ni se 
menciona en todo el anteproyecto. Considerar 
las enseñanzas artísticas, musicales, plásticas 
y visuales , como de segunda categoría es 
una aberración de primer orden, máxime 
si tenemos en cuenta que la creatividad es 
básica para formar “emprendedores”, palabra 
totémica en todo el anteproyecto. 

Tener una lengua propia es considerado en 
este anteproyecto como un castigo. La lengua 
propia queda considerada como especialidad. 
Parece que se quiera hacer llegar a las 
familias el mensaje de que aprender en 
catalán, gallego o vasco irá en detrimento 
de las troncales que al final son de las que 
les evaluarán los agentes externos. En el 
anteproyecto no deja claro si la lengua de la 
Comunidad entra o no en las reválidas. No 
apostar decididamente por la consolidación 
y expansión de todas las lenguas del Estado 
indica la cortedad de miras y la concepción tan 
lesiva que de la cultura y la educación tiene 
este Gobierno.

Volver a considerar la Religión Católica 
como asignatura evaluable y ceder al chantaje 
de la Jerarquía Eclesiástica para que exista 
una alternativa evaluable, nos retrotrae a 
tiempos que todos queremos olvidar. La 
religión, todas las religiones deben estar 
fuera de la escuela. La educación ha de ser 
laica en todo su desarrollo. Aspirar a una 
educación emancipadora en la que cada 
persona pueda elegir y ejercer con libertad 
entre todas las ideologías y creencias, es una 
de las aspiraciones más nobles que se puede 
plantear una sociedad. El adoctrinamiento 

habrá Clases de 
panolis y habrá 
clases de listos  
y listos; docentes 
que preparen bien, 
y que cobraran 
más, y los docentes 
que preparen peor, 
cobraran menos



11La educación que nos imponen, la educación que queremos / ABRIL 2013

tiene que desecharse de toda ley y práctica 
educativa . Situar a la religión como asignatura 
específica, en bachillerato, por encima  por 
encima de la lengua cooficial y Literatura que 
queda como asignatura de “especialidad”, 
es completamente inaceptable. Como lo es 
también la eliminación de Educación para la 
ciudadanía en primaria, la asignatura de Ética 
Cívica en 4º de la ESO y Ciencias para el Mundo 
Contemporáneo de todas las modalidades 
de bachillerato. Detrás de todo ello pervive el 
mismo intento adoctrinador católico frente a 
la pluralidad ideológica y las aportaciones de 
las ciencias.

En Primaria se elimina la estructura de ciclos 
y se organiza la etapa en cursos. Esto va a 
suponer que se imponga una mayor rigidez 
en el logro de los objetivos, lo que perjudicará 
al alumnado con más necesidades. Partir el 
conocimiento  

No resulta comprensible que en el mundo 
actual la asignatura de tecnología desaparezca 
del currículo común de 3º de la ESO, pasando 
a formar parte de las materias de modalidad 
(optativa). Igualmente ocurre en 4º de la ESO; 
no se oferta en enseñanzas académicas, ni 
en enseñanzas aplicadas. En estas últimas 
aparece “tecnologías de la información y la 
comunicación” sin que se sepa  a ciencia cierta 
qué se esconde detrás de este enunciado. 
La situación continua en bachillerato, donde 
tampoco aparece ninguna referencia a la 
asignatura de tecnología. Esta minusvaloración 
de la asignatura de tecnología que deja de 
formar parte de la formación básica, además 
de completamente injustificada , es irracional y 
va en contra del progreso científico-técnico.

Un despropósito todavía mayor supone 
eliminar la economía como materia de 
modalidad en primero de bachillerato. En 
pleno siglo XXI nadie duda de que la economía 
es imprescindible para entender el mundo 
en el que vivimos y debe formar parte de 
las enseñanzas básicas y comunes.  Resulta 
paradójico que un gobierno que pretende 
dinamizar el tejido productivo y favorecer a los 
emprendedores, degrade de esta manera la 
materia y la especialidad de economía.

Con la misma arbitrariedad se trata la 
cultura clásica, que viene padeciendo desde 
hace años importantes recortes horarios y 
de profesorado. Una sociedad que no conoce 
sus raíces difícilmente puede progresar en 
sabiduría y formación. Por ello a supresión de 
la asignatura cultura clásica  y del griego como 
materia de modalidad en 1º y 2º de bachillerato 
lejos de aumentar la calidad del sistema, la 
reduce considerablemente. 

Y por si todo esto no es suficiente, 
evaluaciones estatales que son las que 
realmente marcarán el contenido de los 
libros de texto y el currículo a enseñar, 
cargándose la autonomía de los centros, la 
libertad de cátedra y numerosas experiencias 
de renovación e innovación pedagógica 
vinculadas a las diferentes realidades sociales 

y personales. 
Totalmente en el olvido queda la utopía 

pedagógica de avanzar hacia  una selección 
de contenidos centrada en las necesidades 
del alumnado, que atienda a su diversidad real 
y que se refiera a los diferentes ámbitos de la 
realidad que nos afectan: el ámbito personal, 
el ámbito físico, natural y tecnológico, el 
ámbito social y el ámbito lingüístico simbólico 
que permite reconstruir los otros, con el 
objetivo de potenciar la formación integral 
de la persona, desarrollando las capacidades 
que le permitirán intervenir en el mundo para 
transformarlo. 

4. MENOS PARTICIPACIÓN, 
MENOS DEMOCRACIA 
PROFESIONALIZACIÓN DE 
LAS TAREAS DIRECTIVAS

Este Anteproyecto supone un ataque brutal 
a la Participación y organización democrática 
de los Centros Escolares. Se merman aún más 
las competencias de los Consejos Escolares de 
Centro que pasan a ser órganos meramente 
consultivos sin apenas capacidad decisoria. 
Los Consejos Escolares ya no aprueban los 
Proyectos del Centro sino que los evalúan. 
Todas las competencias que pierde el Consejo 
Escolar pasan al Director/a , que aprueba 
los proyectos y las normas, decide sobre la 
admisión de alumnado, fija las directrices para 
colaborar con otras Administraciones, etc. 

Definitivamente el director/a pasa de ser 
el representante de la C. Educativa a ser el 
representante de la Administración , que es 
la que lo elige, lo profesionaliza, lo premia 
en función de su servilismo a las consignas 
establecidas. La dirección se convierte en 
una tarea unipersonal y no colectiva, con un 
sesgo de patronal ya que podrá seleccionar 
al profesorado de su plantilla. Una vez más 
se traslada el modelo de la empresa a la 
educación .

No se puede obviar que las sucesivas leyes 
educativas han sido determinantes para 
acabar con un proceso democratizador que 
nunca llegó a implantarse. Si durante algún 
tiempo y en algunos centros se intento poner 
en marcha una organización verdaderamente 
democrática basada en el compromiso 
del profesorado, la participación de las 
familias, el protagonismo del alumnado y 
la reivindicación como constante, a lo largo 
de estos últimos años se han ido poniendo 
trabas que cada vez dificultan más las 
prácticas democráticas en la organización 
escolar. Quedan muy pocos centros en los 
que las tareas directivas sean asumidas por 
personas del Claustro de manera colegiada y 
rotativa, quedan pocos centros en los que las 
Cámaras de delegadas de padres y madres, 
de alumnado tengan una influencia real en 
el funcionamiento de los centros, quedan 
pocas comunidades educativas que de forma 
planificada y eficiente planteen sus demandas 
a la Administración y logren respuestas 
positivas, mediante la reivindicación y la 
lucha .Esta ausencia de democracia en los 
Centros Escolares es especialmente grave 
si tenemos en cuenta que la democracia se 
aprende en contextos en los que se vivencia la 
participación. Dificilmente  podremos educar 
en democracia en contextos jerárquicos 
y autoritarios , en los que no se da la 
participación democrática.  La ciudadanía 
tiene que ver con la disposición de las 
personas a participar de manera individual 
y colectiva en la administración de las 
instituciones básicas que conforman sus 
vidas y a poner en práctica el control en el 
ejercicio del poder sobre organizaciones tan 

diversas como el gobierno, el lugar de trabajo, 
la casa  y la escuela. 

Profesionalizando las tareas directivas, 
se desvincula a la Comunidad Educativa 
de la organización y la gestión del 
centro, lo que conlleva una pérdida de 
potencialidades inmensa en la planificación 
educativa y en la resolución de conflictos, 
al tiempo que se merma la conciencia de 
pertenencia a la Comunidad Educativa, 
potenciando el individualismo y el reparto de 
responsabilidades de manera excluyente y 
exclusiva.

5. PRIVATIZACIÓN Y NEGOCIO 
EDUCATIVO
Desde la certeza de que la Educación Pública 
debe vertebrar el Sistema Educativo para 
garantizar la cohesión y la convivencia, 
son inaceptables  las diferentes formas 
de privatización que se apuntan en el 
Anteproyecto. No es justo, ni recomendable, 
ni bueno para aumentar la calidad del 
Sistema, que se promueva una “Nueva 
Gestión” empresarial de centros. Es un 
ataque innecesario a los docentes y a su 
profesionalidad que se pueda desplazar 
forzosamente al profesorado de un centro a 
otro, de una etapa a otra o de una asignatura 
a otra. Es perverso que se  fomente la 
competitividad entre los centros y su 
especialización (incluso por “tipología de 
alumnado”), estableciendo clasificaciones 
según resultados en ránquines, como si de una 
liga de fútbol se tratara, máxime cuando la 
Administración Educativa debería garantizar 
la máxima calidad en todos los centros, no 
en unos cuantos. Todos los centros deben 
tener todos los recursos necesarios para 
atender al alumnado adecuadamente, en 
función de sus necesidades y no en base a una 
competición, basada en criterios que siempre 
son arbitrarios. Lo más importante no es que 
algunas familias puedan escoger los mejores 
centros , sino que todos los centros ofrezcan 
a todas las familias la máxima calidad . La 
educación es un derecho, no una mercancía. 

Incluir como parte del Sistema Educativo 
a los “agentes privados” que desarrollan 
funciones de regulación, financiación o 
prestación del servicio educativo , no es más 
que una burda manera de establecer vías 
de financiación pública para empresas 
privadas y favorecer el negocio 
educativo, sin tener en 
cuenta que la educación es 
un bien social y  que su 
rentabilidad no puede  
mide en términos 
meramente económicos. 
El dinero público debe 
ir prioritariamente a 
la Educación Pública, 
cuya gestión, titularidad 
y funcionamiento debe 
ser también público. 
Seguir  aumentando 
conciertos a 
centros que 

segregan por nivel socioeconómico, 
procedencia, cultura o ideología o sexo, 
perjudica no sólo a la Educación sino a toda 
la sociedad que necesita de un Sistema 
Educativo integrador, al servicio de todo el 
alumnado. 

Este anteproyecto amplia más la posibilidad 
de concertar, de privatizar en suma más el 
Sistema educativo ; se concertará la nueva 
formación profesional básica, al quedar 
incluida en la enseñanza obligatoria y  se dará 
cobertura legal a los centros concertados que 
discriminan al alumnado en razón de su sexo, 
incumpliendo la reciente sentencia del TS. 

Este Anteproyecto supone un retroceso 
de más de 30 años en el Sistema Educativo 
Español. Como afirman los Decanos y 
Decanas de Educación de las Facultades 
Públicas de Andalucía, Ceuta y Melilla “Esta 
Conferencia considera un atentado contra 
los principios fundamentales de la educación 
un anteproyecto de ley que se justifica en 
su preámbulo atendiendo exclusivamente a  
criterios economicistas,

Eficientistas y mercantilistas, olvidando que 
la educación debe responder por encima de 
todo en un estado de derecho, al más amplio 
desarrollo personal de todos los ciudadanos 
y ciudadanas, al fortalecimiento de su 
autonomía y libertad, y al incremento de la 
cohesión social.”

Todo él esta plagado de  caducas recetas 
que no han dado los resultados esperados en 
aquellos países donde se han aplicado y que 
la comunidad científica internacional viene 
rechazando de plano. 

Ante la magnitud del ataque a la educación 
que supone este anteproyecto tan sólo cabe la 
crítica continuada y razonada, la protesta y la 
movilización. Sumar fuerzas y pactar alianzas 
estratégicas es una tarea necesaria.  Si esto 
no fuera suficiente habríamos de buscar 
la manera de resistirnos a su aplicación, 
de rebelarnos, de no dejar que los centros 
escolares se conviertan en fábricas con mayor 
o menor producción de unidades destinadas 
al mundo laboral, en las que cualquier atisbo 
de humanidad desaparezca, insertos en 
una mecánica perversa de competitividad 
y superación de exámenes, en aras a las 
necesidades de un mercado  que no ofrece 
las mínimas garantías de un trabajo digno que 

contribuya a la realización 
de los seres 

humanos en el 
contexto que 
les ha tocado 
vivir.

La ausencia de 
democracia en los 
centros escolares es 
especialmente grave 
si tenemos en cuenta 
que la democracia 
se aprende en 
contextos en que se 
vive la participación.
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EDUCACIÓN, UN DERECHO 
HUMANO UNIVERSAL
Con muchas dificultades, pero con las ilusiones 
de las personas que protagonizan el día a día 
de las escuelas y otros centros formativos, 
la educación para todos había empezado a 
ser una realidad. Paso a paso, reflexionando 
y aventurándose a vivir la innovación 
pedagógica, se iba concretando el derecho a la 
educación con la complicidad de la comunidad 
educativa, de instituciones y agentes 
políticos, de las familias y con el apoyo de una 
ciudadanía cada vez más concienciada.

Es cierto que en los últimos años los informes 
de los resultados PISA no nos han situado en 
un lugar destacable, aunque este análisis es 
parcial. PISA evalúa la competencia lectora, en 
matemática y en ciencia. Es decir, únicamente 
se miden conocimientos fragmentados, pero 
no la complejidad del proceso formativo. 
Tampoco considera la globalidad del 
conocimiento construido que integra los 
aprendizajes éticos, las habilidades, actitudes 
y valores necesarios para la convivencia y un 
desarrollo humano sostenible.

Otros informes sobre el fracaso escolar o sobre 
el estado de la educación en el ámbito estatal 
o en las comunidades autónomas también 
muestran el camino que aún queda por hacer. 
Así, por ejemplo, alertan de que en España las 
tasas de fracaso escolar se sitúan por encima de 
la media europea y de los países de la OCDE. 

Diferencias como el origen social y el 
empobrecimiento, los modelos de género, la 
etnia y la nacionalidad, las discapacidades, 
el territorio –ciudad, pueblo, barrio...– donde 
se vive, la estructura y situación familiar..., 
afectan a la vida escolar y al rendimiento del 
alumnado. Rasgos diferenciales que inciden 
en unas trayectorias formativas atravesadas 

por experiencias de absentismo, abandono, 
suspensos, repeticiones, realización de 
estudios no deseados... Algunas diferencias, 
no de forma aislada sino interactuando 
entre sí, conllevan desigualdades que los 
propios sistemas educativos, en el marco de 
las políticas que estructuran y determinan 
sus dinámicas y contenidos, se encargan de 
producir y reproducir. Lo hacen a través de 
mecanismos como los filtros de acceso que 
ignoran las diferencias y son selectivos, las 
condiciones de escolarización homogéneas y/o 
segregadoras que actúan como mecanismos 
de marginación, aislamiento o invisibilización, 
y la ponderación de los resultados individuales 
de acuerdo a parámetros de norma y jerarquía 
que potencian el riesgo de exclusión. 

Como contraste, estas fotografías también 
muestran que habíamos avanzando en la 
concepción y práctica de educaciones plurales, 
atentas a la diversidad, orientadas a visibilizar 
las inequidades. Al mismo tiempo muestran 
que el clima del aula, y lo que de forma global 
se vive en el centro y en el entorno natural, 
físico y humano donde se ubica, tiene una 
estrecha relación con los resultados educativos 
de éxito del alumnado que asiste.

Se había avanzado en proyectos de 
ciudades educadoras, planes educativos 
de entorno, comunidades de aprendizaje..., 
entre muchas otras buenas experiencias. 
El estado del bienestar, que pensábamos 
que habíamos construido, proyectaba una 
educación sin exclusiones, una educación 
como derecho humano universal. Pero la 
crisis global financiera se está utilizando 
como excusa para borrarlo, argumentando su 
ineficacia e inadecuación para dar respuestas 
en un contexto de crisis. Como alternativa 
se proponen políticas que se alejan de sus 
valores y de sus prácticas de igualdad de 
oportunidades. 

EducacióN de la crisiS
La crisis actual es también una crisis de la 

educación, que no es nueva, como ya se puso 
de manifiesto en el estudio de PH Coombs La 
crisis mundial de la educación de 1968. En ese 
momento ya se evidenció una crisis global de 
la educación que no se correspondía con las 
esperanzas que se habían depositado en ella 
después de la Segunda Guerra Mundial.

Las expectativas no se concentraban 
únicamente en el mensaje que la educación 
podía contribuir al desarrollo económico, 
sino que al mismo tiempo se planteaba la 
democratización de la educación como medio 
para mejorar la calidad de vida de las personas. 
Las declaraciones en torno al potencial 
transformador de la educación habían 
llevado a iniciar un proceso expansivo de los 
sistemas educativos, visible en hechos como la 
multiplicación de las matrículas de los alumnos 
y el aumento rápido de los presupuestos en 
educación. Pero también se decía que si bien 
la educación era un requisito necesario para el 
avance de la humanidad hacia un mundo más 
pacífico y justo, esto no significaba que fuera 
el remedio milagroso para curar todas las 
enfermedades del mundo.

La crisis (o las crisis en plural) es constante, 
cíclica y tiene evidencias y manifestaciones 
diversas. La crisis es conflicto y es cambio. 
Es conflicto y ruptura con concepciones 
establecidas, es revisión de esquemas 
ideológicos y de formas de vida. Es cambio, 
y los cambios forman parte de la vida. Pero, 
además, el cambio no conlleva necesariamente 
destrucción, sino que puede ser constructor de 
mejores sociedades para todos; sociedades de 
equidad sin exclusiones.La crisis que vivimos 
no es un fenómeno nuevo, como tampoco son 
nuevas las divergencias entre las aspiraciones 
educativas de la población y la pobreza y el 

Isabel 
Carrillo 
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Doctora en Pedagogía 
y Profesora del 
Departamento de 
Pedagogía de la 
Universidad de Vic

de la crisiSde la crisiSde la crisiS
NO A LA EDUCACIÓN

La educación de la crisis que están definiendo y 
normativizando los gobiernos estatal y de algunas 
comunidades autónomas, en nuestro contexto, plantea 
dudas en relación al riesgo de destruir los pilares 
éticos de una educación que, con la conformación de 
la democracia, proyectaba la práctica del principio de 
equidad como expresión del derecho a la educación.  
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vacío 
de 
algunas 
de las 
políticas 
anticrisis implantadas 
en situaciones de crisis.

La expresión “medidas anticrisis” se ha 
divulgado rápidamente en el presente, forma 
parte de las conversaciones y convivimos con 
ellas. Son medidas que en nuestro cotidiano 
se están traduciendo, prácticamente, en 
una progresiva privatización de los servicios 
públicos, una descapitalización de los 
derechos sociales y un aumento acelerado 
del empobrecimiento de la población. Las 
consecuencias son visibles en la precarización 
de la vida de determinados grupos de 
población, porque hay una vulneración y 
negación de los derechos sociales, porque 
se va rompiendo la cohesión social, y porque 
evidentemente hay otros que en este proceso 
encuentran la oportunidad de engordar más 
su riqueza. 

La ideología del capitalismo del desastre se 
expande reforzada por titulares que generan 
miedo y paralización, de manera que se acaba 
pensando que no hay otras opciones posibles, 
que las medidas que se adopten quizás no 
son las mejores, pero están justificadas, son 
necesarias e inevitables. Es de esta manera 
como prácticamente cada viernes el Consejo 
de Ministros del actual Gobierno del Partido 
Popular ha servido para dar luz verde a 
normativas que se van imponiendo de forma 
unilateral, haciendo uso de su mayoría en el 
parlamento, sin que tengamos mucho tiempo 
para saber qué, el porqué ni el cómo. 

Esta es una forma de actuar que lleva a 
empobrecer la democracia, no escuchando, 
desvalorizando y rechazando la voz de 
las personas que día a día, con su trabajo 
comprometido, llenan de sentido ético la 

escuela, porque son educadoras y educadores 
que creen en el valor transformador de la 
educación desde una perspectiva de justicia 
social.

Lo que se busca es empequeñecer la 
ciudadanía, reducirla a la obediencia acrítica 
que acepta los cambios en la concepción y 
en la vivencia del derecho a la educación. 
Modificaciones en las ideas y en las prácticas 
que se explican como insignificantes, no 
sustanciales. Pero son trascendentales y no 
serán transitorias, sino permanentes. Pero 
podría ser diferente.

Sin negar que vivimos sucesivas crisis y que 
en toda crisis algo cambia  –creencias, ideas y 
modelos de vida que parecían inamovibles–, 
también es evidente que en estos cambios 
surge la posibilidad de avistar otro mundo 
y otra educación. Una educación que para 
ser no tenga que negar la igualdad de 
oportunidades. Este es el reto que tenemos 
ante políticas que no dan valor a la educación 
y, consiguientemente, niegan el derecho a la 
educación.

VALORES DE LA EDUCACIÓN 
EN LA CRISIS
Nos sorprendemos ya que rápidamente se 
destruyen derechos humanos y universales, 
como el derecho a la educación, que 
pensábamos estaban arraigados y crecían 
fuertes, porque la democracia lo hacía 

posible, 
y lo 

queríamos.
 Ahora, en el presente 

de crisis que vivimos, no podemos dejar 
de creer en la educación como posibilidad. Es 
por tanto necesario desvelar su valor y revelar 
sus valores. Esto no significa ignorar o no ser 
conscientes de que en el futuro la educación 
seguirá viviendo momentos de crisis. Pero lejos 
de una concepción constante de desastre, 
las crisis, los conflictos y los cambios que 
conllevan, nos indican que ni la vida ni la 
educación están determinadas. Que cuando 
se deshace se puede volver a hacer, porque 
aprender, y aprender a vivir, forma parte de 
nuestra existencia como seres humanos.

 Los mensajes y el goteo de medidas 
anticrisis no nos deben hacer caer en la 
desmoralización que paraliza. Nos piden la 
no indiferencia. Una posición ética y política 
por una educación que, desde el momento 
que vivimos, se adentra en la memoria para 
construir el futuro que deseamos vivir.

 La educación que queremos, y creemos que 
es posible, no es una educación privatizada, 
ni mercantilizada, ni sujeta a ránquines de 
competitividad.

 Es una educación que debe permitir vivir 
plenamente el derecho a la educación, una 
educación para todos sin exclusiones.

 Una educación que para ser nos pide un 
aprender a hacer ético. Hacer para desvelar 
y revelar sus virtudes. Hacer también para 
denunciar las prácticas no justas negadoras 
de derechos. Esto significa diferentes acciones 
concretas del yo individual y del nosotros 
colectivo.

 Por una parte, se debe tomar postura, 
que quiere decir no estar en silencio, 

sino evidenciar que en el presente, para 
garantizar el derecho a la educación como 
proyección para el desarrollo de sociedades 
humanamente democráticas y equitativas, se 
necesita de voluntad política.

 Pero la voluntad no es suficiente y, por 
tanto, debemos exigir dos movimientos que 
deben darse de forma simultánea y completa, 
con plena conciencia y convencimiento. En 
nuestro contexto actual estos movimientos 
se concretan en trasladar la educación de 
los márgenes de las políticas públicas, en el 
centro de las mismas. Al mismo tiempo se 
debe traducir el principio de la educación para 
todos en obligación universal de los gobiernos. 
Es decir, se deben desarrollar políticas que no 
diluyan el derecho a la educación, sino que lo 
llenen de contenido y realidad.

 Por otra parte, hay que ser consciente de las 
dificultades que vivimos, pero sin abandonar el 
vivir la democracia día a día. Es la democracia 
la que puede reforzar las exigencias de una 
educación para la concientización que muestra 
las trampas de los fatalismos, porque es 
una educación que deshace los nudos de las 
resignaciones.

 Hay que decir NO a la educación de la crisis. 
SÍ al valor de la educación en un contexto 
de crisis que nos muestra los valores de una 
educación comprometida. Compromiso que 
busca la formación de personas libres, que 
vivan la igualdad de oportunidades, y actúen 
de forma solidaria.

 Una educación que forma para oponerse a 
la pasividad, la subordinación, y los silencios 
impuestos.

 Una educación responsable, con voz de 
transformación, potenciadora de aprendizajes 
éticos y de valores democráticos que se 
construyen a través de la vivencia.

 La crisis del presente nos pide cambios 
para recuperar el valor y los valores de una 
educación democrática, ciudadana y justa.

EL estaDO del 
bIenestar, que 
pensÁbamos que 
habíamos construIdo, 
proyectaba una 
educación sin 
exclusiones; una 
educación como 
derecho humANO 
universal

La ideologia del 
capitalismo del 
desastre se expande 
reforzado por 
titulares que 
generan miedo  
y paralización, de 
modo que se acaba 
pensando que no 
hay alternativas 
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E
l tema no debería interesar a alguien 
como yo, un simple súbdito de la 
colonia. Sin embargo, y a riesgo 
de perder algunos amigos, debo 
reconocer que el presidente del 
gobierno español, aunque tenga 
demasiados defectos, la falta 
de astucia no parece ser uno de 
ellos. Creo que una de las mejores 
evidencias de sus habilidades en el 

arte de la política es la ingeniosa invención 
de un excéntrico y fanfarrón ministro de 
educación que opera como una especie 
de imán mediático, un galán de telenovela 
mexicana capaz de atraer todas las atenciones 
y seducirnos en un repetitivo entrenamiento 
pugilístico ante el cual no presenta ningún tipo 
de defensa o reacción. El ministro José Ignacio 
Wert ejerce en el gobierno de Mariano Rajoy, 
el papel que las bolsas colgantes ejercen en el 
entrenamiento de los boxeadores: están allí 
para recibir golpes.

Más allá de las diferencias telúricas, el hecho 
me recuerda un ingenioso procedimiento que 
utilizan algunas comunidades del Amazonas 
cuando quieren cruzar los ríos infectados de 
pirañas. Para hacerlo, primero tiran al agua 
una vaca, sobre la que se precipitan voraces 
los peces carnívoros. Entretenidas en su 
inesperado banquete, las pirañas ignoran a los 
indios, quienes cruzan el río a salvo.

No pretendo de ninguna forma restarle 
méritos al señor Wert ni, mucho menos, 
volverlo víctima de la manipulación pérfida 
de su jefe. Trato solamente de entender 
por qué razón, un gobierno como el Rajoy, 
además de extremadamente conservador, 
parece ser tan torpe en la gestión de 
su reforma educativa. Que la derecha 
española nunca se ha caracterizado por el 
refinamiento en las formas ni por la sutileza 
al actuar, es algo bastante conocido. Lo 
cierto es que las aspiraciones reformistas 
que el Partido Popular y sus aliados llevan 
adelante en el campo educativo, parecen 
ideadas por el Chavo del Ocho. La torpeza 
y la prepotencia se superponen, en una 
sucesión de medidas inspiradas en lo mejor 
de la dramaturgia grotesca. Entre tanto, 
deberíamos preguntarnos si esto es producto 
de la improvisación de un gobierno adepto 
a la impunidad o, de manera diferente, si se 
trata de una estrategia algo más compleja y, 
quizás por eso, bastante más peligrosa en su 
potencial efectividad.

VAYAMOS A LAS EVIDENCIAS: 
-El Gobierno Rajoy, como todos los gobiernos 

españoles, decide dejar su marca en el 
sistema escolar sancionando una nueva ley de 
educación

- El Gobierno Rajoy, como todo gobierno de 
derechas, no piensa que la consulta pública, 
el diálogo y la participación son mecanismos 
genuinos para la toma de decisiones en una 
sociedad democrática. 

- El Gobierno Rajoy, como toda 
administración neoliberal, sostiene que la 
educación debe ser entendida como un 
negocio, que las escuelas son empresas, los 
individuos simplemente consumidores y los 
derechos humanos, particularmente el que se 
refiere a la producción colectiva y al reparto 
igualitario de los bienes educativos, pura 
charlatanería. 

- El Gobierno Rajoy, fiel heredero de la 
España franquista, abomina la diversidad 
lingüística, cultural, política y social de las 
comunidades que conforman el Estado 
español y trata de pasteurizarla con un 
decimonónico nacionalismo vernáculo. 

- El Gobierno Rajoy, como todo gobierno 
reaccionario, es machista, sexista y odia a los 

inmigrantes, a quienes suele culpar por el bajo 
desempeño del sistema escolar nacional en las 
pruebas internacionales. 

Desconozco si Mariano Rajoy tiene cierta 
afición a la sociología. Si la tuviera, quizás 
también disponga de algunos datos que 
aportan las investigaciones sobre políticas y 
reformas educativas en Iberoamérica. Estas 
muestran que:

El sector educativo es el que más se ha 
movilizado y moviliza en todos los procesos de 
reforma del Estado, privatización y ajuste del 
gasto público social. Todas las investigaciones 
al respecto muestran que son los docentes 
y los jóvenes, los sindicatos magisteriales 
y el movimiento estudiantil, los que suelen 
protagonizar los procesos de movilización 
y lucha más activos contra las aspiraciones 
reformistas de los gobiernos neoliberales.

Así mismo, las investigaciones al respecto 
demuestran que las reformas conservadoras 
más efectivas, siempre han partido de grandes 
aspiraciones que luego son amortiguadas y, en 
parte, desmembradas, dando la sensación de 
que las cosas no han sido tan trágicas como 
se vislumbraban, aunque el resultado logrado 
siga siendo pésimo en términos democráticos. 
Esta estrategia siempre ha tenido un resultado 
muy efectivo en la desarticulación de los 
movimientos de protesta y resistencia contra 
las políticas neoliberales. (Es el viejo truco 
de la vaca en la cocina. Si Ud. tiene muchos 
problemas, se ha quedado sin empleo, sus 
dos cuñados se han ido a vivir a su casa, sus 
hijos adolescentes no le obedecen, su esposa 
no deja de criticarlo por perezoso e incapaz 
y sus deudas lo agobian, ponga una vaca en 
la cocina y déjela allí un par de semanas. Al 
sacarla, sentirá que todo ha mejorado).

Ante estas evidencias, el gobierno de 
Mariano Rajoy decide nombrar al frente 
del ministerio de educación, un funcionario 
de cabeza brillante e ideas oscuras. 
Verborrágico, opinador compulsivo, un 
provocador capaz de meterse con todos 
los símbolos y conquistas que marcaron la 
lucha por la igualdad educativa en la España 
democrática. Probablemente, como alguna 
afirmamos en este mismo espacio, el peor 
ministro de educación que haya habido desde 
la transición. Un presuntuoso funcionario 
dispuesto a amotinarse ante la idea misma de 
que el sistema educativo español siga siendo 
una referencia internacional de avances 
democráticos y pretenda asemejarlo al que 
alguna vez soñaron los aspirantes a estadistas 
que promovieron los procesos de privatización 
educativa en Latinoamérica durante los años 
80 y 90.

La incontinencia verbal del ministro Wert 
permite exponer un pensamiento pedagógico 
que, como su apellido, se balancea entre el 
“güert” castizo, anglosajón, productivista, 
empresarial, y el “vert” prusiano, con 
reminiscencias falangistas y admirador de 
la formación profesional alemana. Wert 
combina con casi todo lo malo que ha habido 
en la historia de la educación española y se lo 
apropia como si fuera su más dilecto heredero. 
Además, en los ordenadores, las teclas w-e-r-t 
están juntas. (No sé muy bien qué quiere decir 
esto, pero, como soy supersticioso, me da mala 
espina).

Sea como fuera, el proyecto de Ley Orgánica 
para la Mejora de la Calidad Educativa 
(LOMCE) se ha popularizado como la Ley Wert 
y no como la Ley Rajoy, lo cual constituye 
un importante logro del actual gobierno. 
De hecho, una revisión de algunos de los 
principales textos y documentos que se han 
escrito contra la nueva propuesta legislativa, 
permite observar que la palabra “Rajoy” casi 
ni aparece y, en algunos casos, que el ministro 
Wert se presenta como su único responsable 
e idealizador. Una especie de cruzado 
reaccionario de la posmodernidad, capaz de 

hacer de la lucha contra la escuela pública su 
propia guerra santa. No es una novedad para 
nadie que Wert piensa la reforma educativa 
en términos privatizadores y patrimonialistas. 
Sin embargo, no menos problemático parece 
ser que, quienes nos oponemos a la política 
educativa promovida por el gobierno Rajoy, 
parecemos adherir a la idea de que Wert es 
su progenitor, su dueño y su único arquitecto. 
Semejante simbiosis entre el ministro y “su” 
reforma lejos de ser negativa para el gobierno, 
puede favorecerlo a la hora que, por el motivo 
que sea, decida sacar la vaca de la cocina.

Esta España conservadora e indolente ante 
el sufrimiento de sus ciudadanos y ciudadanas, 
no es un caso aislado ni, mucho menos, original 
en la geopolítica neoliberal que domina 
buena parte del mundo. La experiencia 
latinoamericana reciente nos muestra los 
efectos socialmente desintegradores que 
producen reformas educativas que aspiran a 
privatizar la escuela pública, a promover una 
reestructuración curricular conservadora y 
reaccionaria que profundiza el autoritarismo 
y el sexismo; reformas que contaminan de 
religión el espacio secular de los derechos, 
que reducen los fines del proceso educativo 
a la formación de trabajadores ignorantes 
e infelices. En este sentido, es importante 
considerar que la actual reforma educativa 
española es parte de un proyecto mucho 
más amplio y ambicioso que el que surge 
de las truculentas ideas de un funcionario 
parlanchín. Transformar al ministro Wert en 
amo y señor de la reforma educativa puede 
ser oportuno y necesario si lo que se pretende 
es desestabilizarlo, pero puede también 
tener el efecto colateral de desdibujar, de 
diluir lo que verdaderamente está en juego: 
la construcción de una plataforma de valores 
y sentidos, de políticas y acciones sobre la 
cual edificar los cimientos de una sociedad 
más desigual, injusta y antidemocrática. Un 
proyecto que lleva adelante el gobierno del 
señor Mariano Rajoy, la derecha española y 
europea y los sectores del poder económico y 
político que quizás algún día también decidan 
sacarse de encima un ministro que dice lo 
que piensa y parece no pensar en lo que dice. 
Cuando esto ocurra (y quizás algún día ocurra), 
habrá motivos para festejar, aunque no para 
suponer que la reforma cambiará de rumbo.

Las torpezas del gobierno en la gestión 
de su política educativa pueden no ser 
exactamente “torpezas”. Lo que parece 
ser un inventario de ineptitudes puede ser 
eso y algo más. La agenda reformista de la 
administración nacional es decimonónica y, 
fundamentalmente, enorme. Que el ministro 
Wert sea el polo  que atraiga hacia sí todos 
los odios y críticas de la plebe, mal no le viene 
al actual gobierno. En estas circunstancias, 
no deja de ser útil recordar lo que Batman 
siempre enseña con resignación y melancolía: 
la derrota de un villano no hará desaparecer 
los peligros que azotan a Ciudad Gótica.

Numerosas organizaciones, sindicatos, 
asociaciones, universidades y movimientos de 
diversos orígenes, llevan adelante una activa 
lucha contra la política educativa del gobierno 
español. Su movilización brinda las esperanzas 
y las energías necesarias para saber que es 
posible frenar la Ley Wert. También, para 
reafirmar que lo que está en juego es algo 
mucho más serio que esto. Hoy, lo que está en 
juego, es el futuro de España.

Artículo publicado en el 
blog Contrapuntos, de El 
País, 21 de diciembre de 
2012 . Reproducido con 
permiso del autor.

Que el ministro 
Wert sea el polo 
que atraiga hacia 
él todos los odios 
y críticas de la 
plebe, no viene 
mal al actual 
gobierno: la 
derrota de un 
malo no hará 
desaparecer 
los peligros que 
azotan a Ciudad 
de Gotham. 
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C
uando debatimos sobre la LOMCE 
parece que la parte más difícil de 
todas es poder determinar cuáles 
son los mecanismos necesarios para 
pararla. La respuesta no es ni corta 
ni fácil porque no hay una fórmula 
mágica o una acción única que nos 
permita tumbar el ataque más 
grave en la escuela pública desde la 
instauración de la democracia.

Para poder parar la LOMCE, el primero 
que debemos hacer es ponerla en contexto. 
No podemos caer en el trampa de pensar 
que esta reforma educativa es solo la 
ocurrencia de un ministro concreto de un país 
determinado. La LOMCE forma parte de una 
estrategia neoliberal global integrada por 
muchas más agresiones a la clase trabajadora 
como, por ejemplo, la privatización de la 
sanidad, la reforma laboral, el recorte de 
pensiones, la eliminación de la justicia para 
las personas que no se la pueden pagar, las 
políticas de déficit cero a costa de los servicios 
públicos, el inmovilismo de los estados ante 
la pérdida de puestos de trabajo y la falta 
de políticas activas para crear ocupación, el 
peso indignando de la banca y los mercados 
bursátiles en la economía de los países y la 
Unión Europea, las amenazas de eliminar 
el derecho de manifestación y de huelga, y 
un largo etcétera de medidas que pueden 
parecer inconexas, pero que son fruto de una 
planificación sistemática.

Por tanto, las acciones para pararla 
deben ser en dos niveles, como docentes 
específicamente y como ciudadanía en general, 
y se deben concebir en dos planos: unas a 
corto plazo, para evitar que entre en vigor la 
LOMCE; y otras a medio y largo plazo, para 
ganar la batalla social e ideológica. Muchas 
de las medidas ya están llevándose a término 
y el camino está emprendido, pero debemos 
continuar avanzando. Hay que despertar 
conciencias, tejer sinergias con todos los 
sectores y profundizar en la organización de 
un movimiento global contra el neoliberalismo, 
que más que una ideología política es una 
coartada para que las clases dominantes y 
los lobbies de poder mantengan y aumentan 
su corralito privado a costa de todo lo 
público. Es necesario fomentar y potenciar 
una red social amplia y que las plataformas 
sean un auténtico espacio de participación 
de las organizaciones y de la ciudadanía, 
rehuyendo el afán de protagonismo absurdo 
que es más propio de otras formas de ver 
el mundo. La clase trabajadora debe estar 
unida estrechamente en la pluralidad. Y esta 
pluralidad nos debe enriquecer y nos debe 
fortalecer aún más.

Para poder parar la LOMCE, es 
imprescindible conocerla bien, estudiarla, 
debatirla y evidenciar el objetivo real, que 
no es el de mejorar el sistema educativo, 
sino empeorar la democracia. Es necesario 
que cada claustro y cada consejo escolar 
se pronuncie sobre el contenido de la ley y 
manifieste las consecuencias concretas que 
tendrá a su centro, tanto en el profesorado 
como en el alumnado. Los itinerarios no son 
fortuitos: el objetivo es segregar el alumnado 
y fomentar la desigualdad. La pérdida de 
asignaturas no es fortuita y va más allá de la 
pérdida de puestos de trabajo: si, por ejemplo, 
se reduce Economía, será más fácil aunque el 
gobierno continúe tomándonos el pelo con la 
crisis y los modelos de austeridad; si se reduce 
Cultura Clásica, será más fácil aunque dejemos 
de lado países como Grecia y que la identidad 
europea se desmenuce; si se continúa 
favoreciendo la Religión, será más fácil aún 
seguir contribuyendo al enriquecimiento y la 
influencia de la jerarquía católica.

Pero no nos podemos quedar en el ámbito 
del centro o del sector educativo. Hay que 
explicar la LOMCE a la ciudadanía en general, 
porque la escuela pública es patrimonio de la 
sociedad y debe continuar estando al servicio 
de la sociedad.

DESOBEDIENCIA CIVIL 
Si, a pesar de la movilización, finalmente 
se aprueba la ley, interesa articular un 
movimiento de desobediencia civil desde los 
centros, con acciones de boicot a las reválidas 
y negándose a acogerse a las clasificaciones 
que propone. La desobediencia civil pone de 
relieve la importancia de los hechos colectivos 
sencillos que son llevados a cabo por cada 
uno de nosotros, y también pone de relieve 
la importancia de “pensar en grande”, de no 
renunciar a la utopía, para que la historia nos 
enseña que cosas que nos parecen imposibles 
se acaban haciendo realidad, al fin y al cabo. 
Rosa Parks, cuando por los años sesenta se 
negó a ceder su asiento del autobús a un 
hombre blanco, contribuyó sin duda al hecho 
de que en la actualidad haya una persona de 
raza negra en la Casa Blanca. A ella le costó 
que la arrestaran y la juzgaran, pero venció 
el miedo y actuó con determinación contra lo 
que consideraba injusto, y su chispa ayudó a 
quemar la injusticia. Y, aún más importante, 
si finalmente se aprueba la LOMCE, debemos 
trabajar ahora porque, cuando el PP deje 
de estar en el gobierno (y eso pasará más 
pronto que tarde), el partido o partidos que le 
sustituyan la derogan.

No nos debemos obsesionar con la 
consecución o no consecución inmediata de 
nuestro objetivo. Nos han vendido (y hemos 
comprado!) que con la lucha no se consigue 
nada. Y eso es rotundamente falso. Está 
claro que conseguir un objetivo tan grande 
como tumbar una ley o como hacer frente 
a neoliberalismo no es tan fácil, cómodo y 
rápido como cambiar la tele de canal, o como 
hacer un clic al “Me gusta” 
del Facebook, o como 
coger un 
paquete 
de 
arroz 
del 

estante de 
un supermercado. Hace falta esfuerzo y 
constancia. Pero no el esfuerzo como le 
entienden los gobernantes, que piden 
sacrificios solo a la clase trabajadora mientras 
se embolsan nuestro dinero. No: el esfuerzo es 
el trabajo generoso y a veces amargo, a veces 
dulce, para conseguir lo que creemos justo. 
La generosidad es imprescindible porque 
la lucha es larga y porque debemos saber 
que es posible que nosotros no veamos su 
frutos. Pero debemos tener muy claro que los 
nuestros derechos no son solo nuestros y que 
tenemos la obligación y la responsabilidad 
de pasarlos a las generaciones que nos 
sucederán porque si una cosa nos ha 
enseñado esta crisis es que no podemos dar 
nunca un derecho por ganado definitivamente. 
Es necesario que la clase trabajadora sea 
consciente de que nadie nos ha regalado 
ningún derecho, que a menudo hemos tenido 
que tomar sin permiso, y que no se puede 
bajar la guardia. La lucha por la justicia y la 
igualdad es eterna.

No debemos renunciar a ningún tipo 
de movilización de la clase trabajadora, 
aprendiendo y recordando como se han 
conseguido las hitos sociales y laborales en el 
pasado, y reinventándonos constantemente 

para utilizar, además de las tradicionales, 
nuevas formas de lucha. Las movilizaciones 
de la sanidad de Madrid e iniciativas como la 
Ruta del Despilfarro son ejemplos a seguir. 
Las primeras están fundamentadas en el 
movimiento de base y combinan medidas 
nuevas y medidas de siempre, que continúan 
siendo efectivas por más que los medios 
de comunicación de la caverna intentan 

desacreditarlas. Y la segunda tiene 
como objetivo romper las barreras 

informativas y el asedio que sufre la 
libertad de expresión.

Debemos hacer frente 
a la resignación 

que muestra una 
buena parte de la 
ciudadanía, 

porque la 

resignación 
abre la puerta al 

inmovilismo, y con el 
inmovilismo no solo no nos 

movemos, sino que vamos hacia atrás. Hay que 
hacer frente a la LOMCE (y al neoliberalismo) 
con determinación y alegría, y hay que ser 
consciente de que todas las luchas sirven, 
como mínimo, para una cosa: para mostrar al 
otro que nos queda dignidad.

Más allá y junto con movilizaciones 
colectivas, como huelgas y manifestaciones, 
hay que luchar día a día por un modelo 
de escuela diferente. No podemos nunca 
subestimar nuestra fuerza: el profesorado y 
el alumnado, históricamente y en todas las 
naciones, han estado en vanguardia de los 
cambios y de las movilizaciones, y esta debe 
ser una oportunidad de seguir trabajando de 
cara a extender un movimiento de resistencia 
contra la privatización de los servicios 
públicos, la devaluación de la democracia y la 
ideología neoliberal.

Ante la LOMCE, compañeras y compañeros, 
las personas que amamos la escuela pública 
y que trabajamos por la escuela pública 
acabaremos ganando porque tenemos 
argumentos, compromiso, valentía y dignidad. 
No lo dudáis, acabaremos ganando.

Beatriu Cardona 
i Prats  
Miembro del secretariado 
nacional de STEPV

¿Y ahora, cómo 
paraLIZAMOS la LOMcE?
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DECáLoGo De UN BueN 
MINISTRo De EDUCACIÓn

2  Iniciar negociaciones 
transparentes  

–con luz y taquígrafos–;  
y estas no se deben llevar 
a cabo únicamente con los 
poderes fácticos y con los 
amigos del Ministerio.

1  Dedicar los primeros 
cien días de ejercicio 

del cargo a  visitar centros 
de infantil, de primaria y 
de secundaria para tomar 
contacto con la escuela actual.

3  Escuchar, sobre todo, a los 
agentes de la comunidad 

educativa: profesorado, 
alumnado y madres y padres 
de familia, porque son los 
colectivos más afectados, de 
que depende que cualquier 
decisión de política educativa 
que tome llegue a buen puerto.

4  Evitar las provocaciones 
y confrontaciones que 

no hacen más que alterar 
y distraer otros asuntos de 
mayor impacto, además de 
impedir cualquier tipo de 
consenso. La arrogancia no es 
una de las mejores virtudes 
que debe prodigar un ministro 
de un ramo tan sensible 
como el de la educación.

5  Mirar más hacia el 
presente-futuro 

que hacia el presente-
pasado, aún más si éste 
último es tan oscuro que 
lo mejor es olvidarlo.

7  Analizar qué puntos 
están funcionando 

y qué otros no del actual 
reforma (LOE), antes de 
plantear una nueva ley. Hacer 
lo mismo con los programas 
que están resultando 
exitosos en diferentes 
comunidades autónomas. 

9  Dejarse aconsejar  
por buenos asesores 

antes de meter la pata con 
afirmaciones que hay que 
corregir en seguida. El error es 
humano pero hay meteduras 
de pata que claman al cielo. 
Además, el silencio, a menudo, 
suele ser una gran virtud.

6  Estudiar a fondo 
aquellos factores e 

indicadores que en varios 
países han contribuido a 
promover el éxito escolar.

8  Dedicar sus energías a 
evitar tantos recortes 

que  afectan al corazón de 
la equidad educativa y la 
calidad de la enseñanza. Y 
que entienda y haga entender 
a quien corresponda que la 
educación no es una gasto, 
sino una inversión de futuro. 

10 Sustituir el monólogo  
el monólogo  

–demasiado extendido en 
los políticos– por el diálogo. 
Reunir a los consejeros de 
Educación o a quien sea 
sólo para darles órdenes es 
una pérdida de tiempo.

Jaume Carbonell 
Sebarroja  
Exdirector de “Cuadernos 
de Pedagogía”
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E
stos sectores que firmaran el pacto 
por la educación en Cataluña, atados 
a una izquierda genérica que aprobó 
en el parlamento español la LOE y 
en el catalán gran parte de la LEC, 
algunos por capítulos, se empeñan 
en situar básicamente los males de 
la LOMCE, por no decir únicamente: 
en la introducción de la Religión 
como materia y su alternativa; la 

desaparición de educación para la ciudadanía; 
cambios en los aspectos curriculares, atados 
a la centralización de competencias del 
gobierno del estado; la implementación de 
estructuras segregadores y las diferentes 
pruebas y/o reválidas; la retirada de 
competencias del consejo escolar de centro, y 
el ataque a la inmersión lingüística, en cierta 
medida, arrastrado por una cierta dinámica 
social, que a la hora de escribir estas líneas 
las organizaciones pro gubernamentales en 
defensa de la lengua se están encargando de 
ir apaciguando.

En este sentido, se busca pasar más por 
encima de las coincidencias, y se busca 
desligarlas del modelo de escuela pública 
que se acerca a los modelos de empresa 
privada, que jerarquiza y verticaliza el 
trabajo docente y la gestión de los centros, 
y que busca fórmulas para ejercer desde las 
administraciones un control directo sobre 
los resultados escolares y, por extensión, 
sobre contenidos educativos que debe 
recibir el alumnado. En esta línea, la LOMCE, 
y la LEC con sus decretos de autonomía y 
gestión y el borrador de decreto de provisión 
de puestos que ahora circula, tienen una 
especial coincidencia con los objetivos de 

transformación de la enseñanza pública hacia 
su futura gestión privada y, en este camino, 
en la regulación de la relación entre la red 
pública y privada.

Por ello, no sobra señalar que estos 
sectores sociales y políticos de derechas 
o de izquierdos catalanes que apoyaron 
globalmente, o parcialmente, a la LEC se 
obstinen hoy en mantenerla alejada de 
la lucha contra la LOMCE y los recortes, 
mientras la aplicación de la LEC continúa 
extendiéndose inexorable como una mancha 
de aceite centro a centro.

No cabe duda que la LOMCE tiene el 
apoyo de una cómoda y amplia mayoría 
parlamentaria retrógrada, que permitirá 
introducir cambios y cambios orgánicos 
y básicos en la LOE, con la consiguiente 
influencia sobre una LEC. Ni que decir tiene 
tampoco que CiU, muy probablemente, salvo 
el tema de la lengua, le gustaría introducir 
las enmiendas en la LEC que no pudo hacer 
oportunamente, ya que la debieron pactar 
con Maragall y el PSC. Porque para ellos la 
LOE sí que suponía un techo legal insuperable 
y dedicaran todo su afán y su esfuerzo a 
acercarse a este techo todo lo que puedan y 
dejar el camino abierto a desmarcarse aún 
más en su despliegue y aplicación.

Por ello, parte de la lucha de hoy por la 
defensa de la enseñanza pública a Cataluña, 
por la defensa de una escuela laica y 
democrática, tanto en su gestión como en su 
concepción global, hace imprescindible que, 
en Cataluña, se luche al mismo tiempo contra 
la LOMCE, la LEC y los recortes, sobre todo 
haciendo hincapié en aquellas coincidencias 
entre la LOMCE y la LEC que hagan posible 

LA LUCHA  contra la LEC y la LOMCE

que los Árboles 
no nos dejEn ver 
el bosque

Hay sectores en el mundo 
educativo catalán que 
quieren entender la LEC y 
la LOMCE como dos leyes 
diametralmente opuestas, 
tanto en su concepción 
ideológica como en sus 
objetivos de modelo 
educativo, aunque, en los 
dos casos, haya una ligadura 
de difícil separación.

Ricardo Rodilla 
Juaranz
Miembro del Secretariado 
Nacional de USTEC·STEs
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AMBAS LEYES BUSCAN 
PRIORIZAR LA OFERTA 
EDUCATIVA PRIVADA 
EN LOS PROCESOS 
DE MATRICULACIÓN 
SOBRE UN APARENTE 
PLAN DE IGUALDAD

que la comunidad educativa comprenda esta 
relación, no solamente sus organizaciones 
más o menos representativas de los 
diferentes sectores que la componen, sino 
de las cada vez más numerosas AMPA y del 
profesorado y estudiantado que se añaden a 
la lucha y a la movilización.

Ambas leyes abandonan el principio LODE 
de la subsidiariedad de la enseñanza privada 
con respecto a la pública. En este sentido, 
tanto la LOMCE, a través de la definición de 
sistema educativo, como la LEC, de servicio 
educativo, ponen la enseñanza privada 
en un plan de igualdad legal, en la que 
las administraciones educativas pierden 
la obligación de ofrecer plazas públicas 
suficientes y colocan en un plan de igualdad 
la rentabilidad social de la enseñanza 
pública con el negocio económico y el 
modelo de adoctrinamiento ideológico que 
supone la enseñanza privada concertada, 
mayoritariamente católica. Si bien la LOMCE lo 
hace más directamente sin menos complejos, 
la LEC es más sibilina pero los resultados 
no dejan lugar a dudas. La ampliación de las 
zonas de matriculación con el objetivo de 
paliar el transvase de alumnado de privada 
a pública promovido por la crisis económica, 
o el cierre de líneas públicas antes de hacer 
efectivos los procesos de matriculación son 
buena prueba de ello. Ambas leyes buscan 
priorizar la oferta educativa privada en los 
procesos de matriculación sobre un aparente 
plan de igualdad.

Asimismo, ambas leyes consagran los 
conciertos a los centros de élite que segregan 
alumnado por razones de sexo.

Por otro lado, ambas leyes rezuman la 

voluntad de responsabilizar el profesorado y 
los centros educativos del fracaso escolar por 
esconder políticamente la responsabilidad 
de las administraciones educativas, mediante 
el convenio de contratos programa, planes 
de mejora, construyendo rankings de centro 
en torno a estos resultados obtenidos de 
una serie de pruebas estándar externas 
desplegadas en varios cursos. Resultados 
que determinarán los recursos de los centros 
públicos y los salarios del profesorado. Una 
apuesta por un modelo de rendimiento 
mercantil en un enfoque claramente definido 
de escuela empresa.

Ambas leyes apuestan por un modelo de 
gestión autoritario, jerárquico y afianzan el 
papel de las direcciones como representantes 
de la administración en el centro. Ambas leyes 
les confieren un papel gerencial y potestad 
para ejercer un control sobre los requisitos 
que deben tener los puestos de trabajo de 
la plantilla del centro y sobre los mismos 
puestos de trabajo del profesorado y sobre el 
trabajo docente que este realiza.

No obstante, hay matices. La LOMCE 
afianza la autoridad de la dirección y quita 
competencias al consejo escolar, mientras que 
la LEC confía más en el papel de la dirección 
para manejar la comunidad educativa. Por 
ello, la LEC trata de crear un amplio grupo 
de apoyo jerarquizado en los centros, de tal 
forma que una parte de los puestos de trabajo 
dependen de la dirección. Puestos de trabajo 
que ocupará el profesorado que formará 
parte del equipo directivo, dotados de una 
nueva forma de provisión similar a la libre 
designación, denominada provisión especial. 
Puestos de trabajo específicos provistos por 

concursos específicos: en ambos concursos 
la entrevista personal aparece como un 
instrumento determinando; y, finalmente, 
la tropa, los puestos de trabajo ordinarios 
provistos por concurso general, que en ningún 
caso superaría el 50% de los puestos de 
trabajo de todo el centro.

Además del control que las direcciones ya 
ejercen sobre el profesorado nombrado año 
tras año, comisiones de servicio, provisionales, 
interinos y sustitutos, si bien la LOMCE 
también apunta en esta línea, la aplicación 
de la LEC ya comporta la confirmación o no 
en el puesto de trabajo de estos colectivos, 
la evaluación forzosa del personal interino 
y sustituto novel durante su primer año de 
trabajo y la posibilidad de que la dirección 
puga sancionar faltas leves del profesorado. 

La LOMCE posibilita que la dirección 
aprobé el proyecto de gestión y la LEC 
posibilita el control de la dirección sobre el 
proyecto educativo a través de un proyecto 
de dirección que desconoce la mayoría del 
profesorado y el consejo escolar. En todo caso, 
si bien ambos proyectos deben desplegar 
el proyecto educativo, en ambas leyes se 
obren vías para que las direcciones puedan 
modificar el proyecto educativo a través de 
los proyectos de gestión y dirección. En este 
sentido, ambas leyes tratan de crear un vacío 
legal en torno al papel del claustro y de su 
papel de aprobar el proyecto curricular, del 
que deberían depender en la teoría legal la 
justificación última de la transformación y 
supresión de puestos de trabajo. Ambas leyes 
buscan minimizar el papel de los órganos 
colegiados de participación en el gobierno del 
centro, aunque la desfiguración que la LOMCE 

hace del consejo escolar es un escándalo.
Ambas leyes obvian las necesidades de 

los centros públicos como elemento básico 
para otorgarles los recursos. En ambos casos 
los recursos estarán condicionados por los 
resultados obtenidos por el alumnado en las 
pruebas externas. A mejores resultados más 
recursos como prueba de profundización en 
la diferenciación de los centros a partir de su 
diferenciación social. La aplicación de ambas 
leyes comportará agravar la selección del 
alumnado entre pública y privada, y entre los 
mismos centros de pública, incorporando la 
competitividad a las relaciones entre centros 
y entre el profesorado de los centros, para 
conseguir mejor alumnado, mejores recursos 
y mejores salarios.

Una política educativa dirigida a profundizar 
las diferencias entre las clases y estructuras 
sociales, y a agravar la situación de los centros 
ubicados en entornos sociales desfavorecidos 
que verán agravada la guetitzación, que ya 
hoy sufren.

A pesar de que la LOMCE va más allá 
y establece dos reválidas, ambas leyes 
establecen evaluaciones de diagnóstico 
mediante pruebas externas en el centro 
corregidas por profesorado externo en el 
centro, donde se evalúa individualmente 
al alumnado sin resultados académicos. 
No obstante, ambas leyes buscan a través 
de las conclusiones que saquen de estas 
pruebas controlar y dirigir los currículos y 
sus contenidos; es decir, lo que se enseña en 
los centros, buscar priorizar los contenidos 
instrumentales y memorísticos en detrimento 
de un enseñanza en valores y socialmente 
crítica.

Ambas leyes buscan individualizar las 
relaciones laborales en detrimento de la 
negociación colectiva y ligan los procesos 
evaluativos a los incrementos retributivos del 
profesorado.

En Cataluña podemos entender que la 
lucha y la movilización contra la LOMCE aún 
está viva y deberá germinar con más fuerza 
en el proceso parlamentario y que la LEC ya 
es una ley aprobada, a pesar de la oposición 
del profesorado y amplios sectores de la 
comunidad educativa, y eso debe agudizar la 
lucha contra la LOMCE prioritariamente. 

Se entiende que este pensamiento nos 
puede llevar a error y encontrarnos en poco 
tiempo con la LOMCE aprobada, a pesar de 
las movilizaciones que podamos y debemos 
hacer, y con muchos aspectos aplicados en 
Cataluña a través de la LEC.

Por ello, hoy la denuncia de la LOMCE debe 
suponer al mismo tiempo la denuncia de la 
LEC. Una movilización contra importantes 
aspectos de la LEC que además de estar 
presente en las convocatorias de movilización 
contra la LOMCE debe tener una expresión 
propia de lucha en el interior de los centros 
públicos, para fortalecer el poder de decisión 
en la práctica de los órganos colegiados y 
las estructuras horizontales, para rescatar 
las direcciones de la presión y la coacción 
administrativa, para generar capacidad de 
desobediencia, en definitiva, para volver a 
democratizar los centros, para reavivar el 
debate social y educativo, para hacer que 
sean más participativos y democráticos.
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El GOBIERNO DEL PP  
CONTRA LOS DERECHOS  
SOCIALES, CULTURALES Y 
LINGÜÍSTICOS DE LOS HABITANTES
DE LAS ISLAS BALEARES
M. Antònia Font 
Gelabert 
Secretaria de Política Educativa 
y Normalización Lingüística 
del STEI Intersindical.
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L
ejos de cumplir con estas promesas 
electorales, ahora lo que ha hecho 
ha sido subir los impuestos, generar 
desempleo, introducir modificaciones 
que merman la calidad de la 
educación, romper el consenso en 
materia de normalización lingüística –
el Partido Popular lo había mantenido 
durante más de 25 años–, dar 
continuidad al expolio fiscal de las 

islas –el 13% de nuestro PIB se va a Madrid 
y no vuelve–, cumplir con el programa de la 
FAES, que pretende acabar con la lengua, la 
cultura y la identidad de los isleños, atacar 
los tres pilares que fundamentan una buena 
política de normalización lingüística como son 
la administración, los medios de comunicación 
y la enseñanza. Tampoco cumplen con la 
responsabilidad que les otorga el Estatuto 
de Autonomía de las Islas Baleares que 
encomienda a los poderes públicos que, sean 
del partido que sean, normalicen la lengua 
catalana hasta que se llegue a la igualdad 
plena con la otra lengua oficial. 
Una de las acciones concretas que más ha 
afectado a la lengua y a la cultura ha sido la 
modificación de la Ley de la Función Pública 
que elimina el requisito del conocimiento del 
catalán para acceder a un puesto de trabajo 
en la Administración autonómica, es decir, a 
los que serán funcionarios y da libertad a cada 
ayuntamiento para que ponga los topónimos 
de pueblos, villas y ciudades en castellano. 
El gobierno también ha ordenado cerrar 
Radiotelevisión de Mallorca –la única emisora 
en catalán en todas las islas durante las 24 
horas–, ha castellanizado la Radio y Televisión 
Pública IB3, se ha salido del Instituto Ramon 
Llull, ha ordenado cerrar l’Espai Mallorca, ha 
dado libertad de elección de lengua a los 
padres y madres, ha ofrecido planes piloto 
trilingües en los centros educativos... Durante 
el curso pasado expulsó al 50% de inspectores 
de educación no afines a sus políticas 
represoras, alegando motivos económicos y 
ahora está redactando una orden de dudosa 
legalidad que regulará una convocatoria para 
proveer estas plazas de nuevos inspectores, 
que será recorrida por nuestro sindicato ante 
los tribunales, si sale como está prevista.

RESPUESTA DE SINDICATOS, 
PARTIDOS, ENTIDADES, 
ORGANIZACIONES Y SOCIEDAD 
CIVIL ANTE LOS ATAQUES DEL 
GOBIERNO BAUZÁ
Aun así, el STEI Intersindical, sindicato 
mayoritario en la educación pública, privada-
concertada y universitaria, defiende un modelo 
de escuela en catalán, inclusiva, que trabaja 
por la cohesión social, que ofrece las mismas 
oportunidades a todos los niños y jóvenes, 
vengan de donde vengan y hablen la lengua 
que hablen. Queremos que este gobierno se 
centre en las verdaderas necesidades del 
sistema educativo isleño: atacar el fracaso 
escolar, disminuir las ratios, construir centros 
nuevos, especialmente  en las Pitiusas y 
algunas zonas de Menorca y Mallorca. Los 
sindicatos, las asociaciones de padres, madres 
y alumnos, las asociaciones de directores de 

infantil, primaria y secundaria, de centros de 
adultos, etc. queremos que se ponga manos 
a la obra para solucionar los verdaderos 
problemas de los centros educativos.  

La sociedad civil isleña ha reaccionado 
ante estos ataques del gobierno Bauzá, que 
no entiende cuáles son los problemas de la 
ciudadanía, no tiene claras cuáles deben ser 
las prioridades del gobierno para conseguir los 
objetivos que beneficiarían el interés general 
y por lo tanto no aplica la estrategia adecuada 
para conseguirlos. 

Mientras tanto muchas de sus iniciativas 
le han salido mal. Durante este año y medio 
de legislatura del gobierno de José Ramón 
Bauzá, por iniciativa de personas y entidades 
comprometidas con la defensa de los derechos 
sociales y lingüísticos se presentaron 12.000 
alegaciones en contra de la modificación de 
la Ley de la Función Pública, 50.000 personas 
salieron a la calle en Palma, en defensa del 
catalán convocadas por la OCB y el Consell 
de la Societat Civil de Mallorca, los Jubilats 
per Mallorca protagonizaron una huelga de 
hambre de 25 y 14 días, caminaron por toda 
Mallorca con sus “Caminos contra Mentiras”, 
diversas organizaciones y particulares 
pusimos en marcha las campañas de Enllaçats 
per la Paraula en Menorca y Mallorca, 
Enllaçats per la Música, Fes sonar el Català 
en Ibiza y Formentera... el STEI Intersindical 
y la Assemblea de Mestres y Professors en 
Català denunciaron al Parlamento Europeo la 
vulneración de los derechos de la comunidad 
lingüística catalana por parte del gobierno 
Bauzá, ante el Intergrupo de Minorías Étnicas 
y Nacionales en una larga comparecencia 
en el Parlamento de Estrasburgo en junio 
pasado. Fruto de esta comparecencia el 
Intergrupo del Parlamento Europeo dirigió 
una carta al presidente del Gobierno de las 
Islas Baleares un día antes de la aprobación 
de la ley, pidiéndole que no rompiese el 
consenso, que no modificara la ley... Finalmente 
la ley se aprobó y por iniciativa del PSIB, 50 
senadores del PSOE presentaron un recurso 
de inconstitucionalidad contra la modificación 
de la Ley de la Función Pública que ha sido 
admitido por el Tribunal Constitucional. 

En cuanto a la situación del catalán en la 
escuela los ataques son claros y continuados. 
Para entender cuál es la situación lingüística 
de la escuela en las islas tenemos que saber 
cuál es la normativa actual. Para empezar 
recordemos que nuestro Estatuto de 
Autonomía es del 1983. Tres años después salió 
la Ley de Normalización Lingüística, en 1986. 

Once años después, en 1997, salió el decreto de 
mínimos que implantaba progresivamente el 
50% de la enseñanza como mínimo en catalán. 
Este decreto aún está vigente. La normativa 
no nos obliga a hacer inmersión lingüística. 
Si se quiere alcanzar el 100% en catalán –
castellano en castellano e inglés en inglés– se 
hará por consenso de la comunidad educativa. 
Ya hace bastante tiempo que hay muchas 
escuelas que hacen toda la enseñanza en 
catalán. Poco a poco, y cada vez más, la escuela 
pública de infantil y primaria, las cooperativas 
de enseñanza y algunos centros privados 
concertados han ido impartiendo la enseñanza 
en catalán. Estas escuelas tienen el doble de 
solicitudes que de plazas escolares. El modelo 
de inmersión lingüística en las islas también ha 
dado muy buen resultado porque es un modelo 
de escuela inclusiva, que supone un referente 
internacional para integrar a las personas 
recién llegadas, sin que ello suponga perder 
su identidad de origen y que trabaja para una 
sociedad cohesionada e integradora. 

Los últimos datos que tenemos de los 
centros que hacen más del 50% en catalán 
son del Departamento de Inspección Educativa 
de la Consejería de Educación, extraídas del 
informe elaborado y aprobado por el Consejo 
Escolar de las Islas Baleares (CEIB), en enero de 
2011 y corresponden al curso 2008-2009. (Mirar 
la tabla).

¿Qué ha hecho el gobierno de Bauzá para 
rebajar estas cifras? Ante todo puso en marcha 
la libre elección de lengua de la primera 
enseñanza. Sólo el 7% según datos del STEI, o 
el 13% según datos de la Consejería, ha elegido 
enseñanza en castellano. El 93% según datos 
STEI, o el 87%, según datos de la Consejería, 
ha elegido enseñanza en catalán. Poco tiempo 
después puso en marcha un plan piloto 
plurilingüe que fue rechazado por la mayoría 
de centros públicos. 

Ahora se ha presentado el decreto de 
tratamiento de lenguas para promocionar 
la enseñanza del inglés. Se aprovecha el 
decreto para rebajar el índice de enseñanza de 
catalán a una tercera parte. Quieren también 
derogar el actual decreto que prevé que al 
menos se haga la enseñanza del 50% en 
catalán, también está hecho para impedir que 
la comunidad educativa de los centros, por 
consenso, pueda hacer inmersión lingüística 
en catalán. José Ramón Bauzá presentará en 
breve al Parlamento de las Islas Baleares un 
anteproyecto de ley de símbolos para prohibir, 
a los centros y a los edificios públicos, los lazos 
cuatribarrados –símbolos de la resistencia 

y la defensa de la lengua catalana–. Este 
anteproyecto también amenaza al profesorado 
y le quiere quitar su legítima libertad de 
cátedra y de expresión porque confunden la 
educación del sentido crítico con lo que ellos 
llaman adoctrinamiento en las aulas (sic) con 
el ánimo de intimidarle, amenaza también 
los directores y las directoras de los centros 
con multas de entre 2.000 y 5.000 euros 
si mantienen los lazos en las fachadas de 
escuelas e institutos. 

La claridad y la valentía de muchos directores 
y directoras, maestros y profesores, alumnos, 
padres y madres, actuando con la legalidad 
en la mano, con la ayuda del sindicato y de los 
servicios jurídicos, de forma activa y pacífica, 
han mantenido los lazos en los centros. Ha 
sido y es la defensa de una causa justa. Una 
reivindicación legítima. Una acción educativa 
y formativa que defiende la coherencia 
pedagógica de los proyectos educativos y 
lingüísticos y la enseñanza en catalán y el uso 
de la lengua catalana en nuestras escuelas y en 
nuestra sociedad. 

Eivissencs, la OCB de Formentera, l’STE-i 
y l’Assemblea de Mestres i Professors en 
Català son organizaciones presentes, vivas 
y reivindicativas a favor de la lengua propia. 
Ante los ataques de Bauzá, salen nuevas 
organizaciones, asambleas, el Movimiento 
por la Lengua... Día 14 de enero de 2013, se 
presenta una campaña para crear un nuevo 
medio de comunicación en catalán: Ona 
Mediterrània. Más de cien personas ya forman 
parte de la Assemblea Nacional Catalana 
de Mallorca, se ha triplicado la presencia de 
independentistas, soberanistas y personas 
contrarias al nacionalismo español, radical, rancio 
y excluyente en la calle, en la manifestación del 
31 de diciembre y sólo un 11% de la población de 
las islas está a favor de la política lingüística del 
Gobierno del PP presidido por José Ramón Bauzá.

 Normalizar el catalán es responsabilidad 
del Gobierno de las Islas Baleares. No es tarea 
sólo de la escuela. Los gobiernos de turno 
deben ser responsables y deben promover el 
conocimiento y el uso de la lengua catalana 
en todos los ámbitos. En la Administración 
local, autonómica y periférica del Estado, en 
los medios de comunicación, en la calle, en 
la enseñanza reglada y no reglada. Se deben 
hacer campañas de concienciación de la 
riqueza que supone la diversidad lingüística 
y el conocimiento de la lengua propia de los 
isleños que comparten lengua con otros 
territorios del estado. Formamos parte de la 
nación cultural y lingüística catalana y quién 
sabe si un día, si el pueblo de las islas por 
mayoría así lo decide, esta nación cultural se 
convierta en nación política. Parece que este 
es uno de los pocos caminos que nos quedan 
para sobrevivir como pueblo y poder ser tan 
libres como cualquier nación que tiene un 
estado propio.

La defensa, activa y pacífica, de los derechos 
legítimos de la comunidad lingüística de las 
Islas Baleares continúa. Trabajamos para 
conseguir la libertad plena de nuestro pueblo.

Ahora estamos gobernados por el Partido Popular.  
El 27% del censo electoral de las islas ha votado al PP 
pensando que les sacaría de la crisis, crearía trabajo 
y haría las autopistas de la educación, el principal 
reclamo de Bauzá durante las elecciones del 2011.

CENTROS QUE HACEN MÁS DEL 50% DE LA ENSEÑANZA EN CATALÁN
Por consenso de la comunidad educativa, no por ninguna normativa que lo imponga

MALLORCA MENORCA IBIZA  FORMENTERA ISLAS BALEARES

Centros públicos C. concertados y 

privados

Centros públicos C. concertados y 

privados

Centros públicos C. concertados y 

privados

Centros públicos C. concertados y 

privados

Educación 
infantil

98,0% 72,0% 94,4% 80,0% 94,4% 80,0% 97,6% 70,9% 

Educación 
primaria

79,2% 32,5% 66,7% 28,6% 60,0% 20,0% 76,0% 31,6% 

Educación 
secundaria

78,7% 37,8% 85,7% 28,6% 80,0% 20,0% 79,7% 36,0% 
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E
l primer borrador del anteproyecto 
de Ley Orgánica para la Mejora de 
la Calidad Educativa (LOMCE), que el 
ministro Wert dio a conocer a finales 
del pasado mes de septiembre, 
recogía ya algunos aspectos que 
eran una clara intromisión en las 
competencias autonómicas en 
materia educativa. Me refiero a la 
potestad que el Gobierno del Estado 

se reservaba de incrementar en 10 puntos 
el porcentaje de los contenidos curriculares 
que la Administración educativa central fijaría 
en la nueva ley, al pasar del 55% del mínimo 
del currículo al 65% en las comunidades con 
lengua propia. 

Poco después de haberse conocido esta 
primera propuesta, empezaron a oírse las 
primeras voces de desacuerdo, muy críticas 
con la recentralización de contenidos 
que la nueva normativa del ministro Wert 
propugnaba. 

Como si no fuera suficiente con este primer 
borrador, que cayó como un jarro de agua fría 
sobretodo en los territorios del Estado con 
lengua propia distinta del castellano, el mes de 
diciembre se dio a conocer al mundo educativo 
el segundo borrador del anteproyecto Wert. 
Y fue en ese momento cuando nos dimos 
cuenta de la magnitud auténtica de la tragedia, 
de las grandes dimensiones del drama 
recentralizador que el ministro quería llevar a 
la escena de nuestros colegios e institutos en 
un futuro, por desgracia, no demasiado lejano.

La gran novedad de este segundo borrador 
reside en la diferente tipología de materias 

que los alumnos del Estado español tendrán 
que cursar a lo largo de su itinerario educativo, 
tal como recoge la nueva propuesta wertiana. 
Por un lado, las materias troncales, que 
cuentan con una primera referencia en el 
preámbulo del segundo anteproyecto.

Con la excusa de una engañosa referencia a 
la “racionalización de la oferta educativa”, en 
el punto noveno del preámbulo se dice que 
uno de los objetivos básicos de la reforma 
es el refuerzo de las materiales troncales a 
lo largo de todas las etapas educativas, un 
hecho que contribuirá a la adquisición de las 
competencias fundamentales del desarrollo 
académico de los alumnos. 

En el articulado del anteproyecto, 
constatamos que corresponderá a la 
Administración central determinar los 
contenidos y el horario mínimo de las 
asignaturas troncales, tanto en primaria como 
en secundaria, y también en el bachillerato. Y 
que, además, en todas las etapas mencionadas 
anteriormente el horario escolar mínimo 
correspondiente a las áreas del bloque de 
troncales, en el cómputo global, no será 
inferior al 50% del total. 

Es decir, que el Ministerio de Educación 
se reserva el 100% de los contenidos de las 
materias que considera más importantes en 
el proceso de aprendizaje de los alumnos, 
y además blinda su presencia dentro del 
horario lectivo con una carga siempre 
por encima del 50% del cómputo global. 
Quedan muy afectadas, de este modo, las 
posibles referencias que, desde áreas como 
Conocimiento del Medio en primaria o Ciencias 
Sociales en secundaria, se hacían a cuestiones 
de conocimiento del entorno físico, cultural y 
patrimonial más cercano a nuestros alumnos

Si relacionamos esto con las reválidas que 
nuestros alumnos tendrán que realizar, ya 
en segundo o en tercero de primaria hasta 
que acaben su escolarización obligatoria, 
elaboradas por el Gobierno central, con unos 

contenidos homogéneos en todo el territorio 
español, podemos ver de qué manera estamos 
desconectando a nuestros estudiantes de su 
realidad más inmediata, y son incorporados 
a la fuerza a un molde estatal que diluye lo 
específico de cada zona, la rica diversidad de 
nuestros pueblos y naciones. 

En el segundo ciclo de infantil, en las 
enseñanzas artísticas y profesionales, en las 
enseñanzas de idiomas, y en las enseñanzas 
deportivas, el Gobierno del Estado fijará los 
objetivos, las competencias, los contenidos 
y los criterios de evaluación del currículo 
básico, que requerirán el 55% de los horarios 
escolares para las comunidades autónomas 
que tengan lengua cooficial, y el 65% para 
aquellas que no la tengan.

En cuanto a la formación profesional, el 
Gobierno del Estado fijará los objetivos, las 
competencias, los contenidos y los criterios de 
evaluación del currículo básico. Los contenidos 
de este currículo básico supondrán el 55% de 
los horarios escolares para las comunidades 
con lengua cooficial y el 65% para aquellas sin 
lengua cooficial. 

Hay otro apartado en este segundo 
borrador en el que se ve la larga mano 
recentralizadora del Estado, donde aparece 
con más claridad su voluntad de diseñar 
una España más homogénea sin los matices 
y las especificidades de los distintos 
territorios que la forman. Al referirse a la 
educación secundaria, dice que “la educación 
constitucional será objeto de estudio en todas 
las materias”; y como todos sabemos, la Carta 
Magna del Estado español, como ejemplo 
ilustrativo, otorga al castellano la categoría 
de lengua de primera, y al resto de lenguas 
oficiales en sus respectivos territorios las deja 
en un nivel con un grado de importancia muy 
inferior.

Ya que hablamos de lenguas del Estado 
distintas del castellano, uno de los aspectos 
más negativos del segundo borrador es el 
tratamiento que reciben lenguas como el 
catalán, el gallego o el eusquera, que son 
degradadas a la condición de materias 
de especialidad de libre configuración 
autonómica, por detrás de las áreas troncales y 
de las áreas específicas, en una posición incluso 
inferior a una segunda lengua extranjera. 
Otra muestra de la nula sensibilidad que el 
Estado español, en manos de la derecha más 
centralista, tiene hacia la diversidad lingüística 
de sus pueblos y nacionalidades, la España 
“plural” que son capaces de concebir.

Y si todo lo anterior ya es grave de por 
sí, hay una disposición que pone la guinda 

en el menosprecio de las competencias 
autonómicas y supone el ataque más frontal 
a la pervivencia de los modelos escolares de 
inmersión lingüística en una lengua distinta del 
castellano. En la nueva disposición adicional 
trigésimo octava aparece con toda claridad la 
pretensión de acabar con el modelo vigente 
hasta hoy en nuestras islas y en otras zonas 
con el catalán como lengua propia, en el 
momento en que la LOMCE exige que el 
castellano sea también lengua de aprendizaje 
en las comunidades con lengua propia, “en 
proporción equilibrada” con el número de 
horas lectivas en catalán, un hecho que 
impediría seguir con el modelo vigente del 
catalán como lengua vehicular de la enseñanza. 

En el cúmulo del absurdo y del despropósito 
centralizador más aberrante, llega a plantear 
que las familias puedan escoger la lengua en la 
que quieren escolarizar a sus hijos, y pretende 
obligar a las administraciones públicas, si no 
hay suficiente oferta en castellano, a pagar la 
escolarización de estos alumnos en centros 
privados.

En una casi furtiva y muy breve disposición 
final novena, se hace referencia a la potestad 
del Estado para establecer las bases de la 
educación plurilingüe desde el segundo ciclo 
de infantil hasta el bachillerato; un artículo 
que consagra la presencia de los planes de 
trilingüismo a lo largo de casi toda la etapa 
de escolarización de nuestros alumnos. Unos 
planes, que por lo que hemos podido observar 
en la propuesta del decreto que el Gobierno 
de José Ramón Bauzá quiere implantar en las 
aulas de las Illes Balears, son una herramienta 
más para la demolición de la presencia 
mayoritaria de la lengua catalana en el horario 
lectivo de nuestros escolares.

Ante esta situación y otras que hemos 
mencionado a lo largo de este artículo, 
se puede ver claramente que la LOMCE 
cumple a la perfección una de las principales 
premisas ideológicas que la derecha 
española está diseñando desde hace algún 
tiempo: ser un proyecto de recentralización 
y homogeneización nacional de matriz 
castellana. Quiere dejar bien claro que el 
castellano es la única lengua oficial obligatoria, 
y relega el resto de lenguas a una condición 
secundaria. Y quiere hacernos creer que 
un supuesto “desbarajuste” normativo y 
organizativo entre los diecisiete sistemas 
educativos de las comunidades autónomas es 
uno de los motivos de los malos resultados de 
nuestros alumnos en las sacrosantas pruebas 
internacionales. ¡Es una auténtica vergüenza!

Montserrat Nadal 
Miembro del Consejo Plenario 
Intersindical del STEI

 

La LOMCE cumple una de las 
principales premisas ideológicas que 
la derecha española incuba de hace 
algunas décadas: ser un proyecto de 
recentralización y homogeneización 
nacional de matriz castellana.

LA LOMCE, NUEVO ATAQUE 
A LAS COMPETENCIAS  
AUTONÓMICAS
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E
n España no ha habido política 
lingüística, sino políticas lingüísticas. 
Y, excepto en tiempos de dictadura, 
quien las ha ejecutado no ha sido 
nunca el Estado”. Esta frase es una 
queja que encontraréis en el trabajo 
colectivo ¿Libertad o coacción? 
Políticas lingüísticas y nacionalismos 
en España, editado en 2007 por 
la Fundación para el Análisis y los 

Estudios Sociales (FAES) del Partido Popular.
Así se comprende por qué el anteproyecto 

de ley para la mejora de la calidad de la 
educación (LOMCE) incorpora por primera 
vez una regulación estatal de las políticas 
lingüísticas a la enseñanza que afectan 
claramente –y se contraponen en algún 
caso– a la política lingüística ejecutada 
por los gobiernos autonómicos. Ya basta 
de la no intervención del Estado en los 
asuntos lingüísticos de los territorios!, 
exclaman. Precisamente, como “en tiempos 
de dictadura”. Y rematan: “El castellano ha 
ejercido, casi desde sus propios orígenes, la 

función de lengua franca entre los idiomas 
peninsulares. Por ello y no por otras razones 
(persecuciones seculares, decretos de 
Nueva Planta, dictaduras varias, etc.) es hoy 
la única lengua conocida y usada por todos 
los españoles”. Y por eso y no por otros 
razones no soportan que las lenguas propias 
recuperan la normalidad en sus territorios. 
Si las lenguas propias han perdido terreno 
ante el castellano es porque los hablantes así 
lo han querido, “sin recibir ninguna presión”, 
afirman. Y por eso no hace falta que se invierta 
en políticas de normalización lingüística ni en 
modelos lingüísticos en el enseñanza, según 
insinúan. En todo caso, lo dejamos “en tablas”, 
un 50% en castellano, un 50% en la lengua 
propia, proponen.

Y es precisamente lo que recoge la 
LOMCE. Una propuesta que está pensada 
fundamentalmente para el caso del Principado 
de Cataluña. Ya lo dicen los mismos autores 
del trabajo mencionado: “En lo tocante a usos 
y costumbres, Cataluña ha constituido siempre 
el principal referente de cuantas Comunidades 
han decidido emprender en España la larga 
marcha de la política lingüística”. Y eso ya 
les cansa. Cataluña, único territorio con un 
modelo lingüístico de inmersión lingüística 
en catalán para todo la enseñanza se ha 
pasado de la raya, piensa la FAES. Por eso los 
recursos al Tribunal Constitucional; por eso 
esta propuesta del 50% para cada lengua en 

la LOMCE.
Este ha sido un modelo ensayado 

previamente en algunas comunidades 
autónomas gobernadas por el Partido Popular. 
El caso gallego fue el primero con la propuesta 
de un plan plurilingüe en la que se repartían 
proporcionalmente las lenguas en las que se 
debían impartir las materias en el enseñanza. 
El famoso 33% para el castellano, el gallego y 
el inglés.

Este modelo estuvo a punto de aplicarse 
también al País Valenciano en el último gesto 
del inefable consejero Alejandro Font de 
Mora. Por suerte la reacción de la comunidad 
educativa lo paró.

Otra medida para desestabilizar los avances 
alcanzados hasta ahora es la pretendida 
libertad de los padres y madres para elegir 
la lengua vehicular de sus hijos e hijas al 
incorporarse al sistema educativo. De esta 
manera se pueden crear conflictos en la 
comunidad educativa de los centros allá 
donde nunca ha habido. En las Islas Baleares, 
gracias a la campaña de concienciación de 
STEI y a la campaña d’Enllaçats, el resultado 
de estas encuestas permitió tergiversar 
los planes del gobierno Bauzà. En el País 
Valenciano aún se realizarán estas “consultas” 
el curso que viene. Ya veremos qué pasa.

En el Principado, donde el PP no gobierna, 
la estrategia ha sido otra: tratar de tumbar 
por vía judicial la inmersión lingüística, 
aunque es un modelo perfectamente asumido 
por la inmensa mayoría de las familias, 
catalanohablantes o no.

La propuesta lingüística de la LOMCE es una 
injerencia a la autonomía de los territorios 
con lengua propia, un ataque a los consensos 
alcanzados hasta ahora y un tropiezo para 
los procesos de normalización lingüística en 
nuestros territorios. Por más que  niegan 
los constantes intentos de avasallamiento 
lingüístico a lo largo de la historia, nuestros 
pueblos tienen la voluntad, y cada vez se 
hace más evidente, de mantener, extender 
y potenciar en el ámbito educativo y 
socialmente nuestras lenguas propias.

Marc Candela
Miembro del secretariado 
nacional de STEPV

¿Por qué la LOMcE 
regula las políticas 
lingüísticas EN la 
enseñanza?

“Si las lenguas propias han perdido 
terreno ante el castellano es porque 
los hablantes así lo han querido, sin 
ningún presión”, afirman; y además, 
no soportan que estas recuperen 
la normalidad en sus territorios.
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EL DESPROPORCIONADO 
PESO DE LA IGLESIa
EN LA EDUCACIÓN
DE LOS PAÍSES CATALANES
Xavier Díez  
Historiador y escritor. 
Miembro del secretariado 
intercomarcal de Girona
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C
uesta comprender este éxito político 
si constatamos la caída constante 
de la práctica religiosa entre la 
ciudadanía de los Países Catalanes, 
hasta el punto que se acerca a 
la mitad el número de personas 
jóvenes definidas como  “ateas” o 
“agnósticas”, un nivel por encima 
del contexto europeo, y eso a un 
ritmo ascendente que ha crecido 

diez puntos en diez años, de acuerdo con las 
estadísticas elaboradas por el CIS. El nivel de 
secularización de la sociedad catalana no para 
de crecer, incluso entre los propios católicos, 
ya que siete de cada ocho raramente asiste a 
misa.
Aun así, y a pesar de la “aconfesionalidad” 
oficial del Estado español, la Conferencia 
Episcopal mantiene un grado de poder 
y de influencia en la esfera política difícil 
de explicar, si constatamos la creciente 
irrelevancia pública del catolicismo. La 
presencia de su red de escuelas privadas 
es uno de los pilares donde se fundamenta 
buena parte de esta capacidad de marcar la 
agenda política. De hecho, si algo singulariza 
la educación española con respecto a la 
europea, es el peso desproporcionado de la 
escuela privada en el conjunto del país. De 
acuerdo con el barómetro Eurostat (2005), el 
peso de la escuela privada en el enseñanza no 
universitaria en el Estado español representa 
el 30,2% (35,9% en Cataluña el año 2009), y de 
esta, el 53,2% es de carácter religioso (46,8% 
en Cataluña, 74% en las Islas Baleares, 53% en 
el País Valenciano). Si comparamos el Estado 
español con la Unión Europea, nada más es 
superado en presencia de escuela privada por 
Bélgica (58%) Reino Unido (42%) y Malta (31%) 
(Eurostat 2005). El caso belga se explica por la 
presencia generosa de las órdenes religiosas 
en la educación, mientras que el del Reino 
Unido por la caótica privatización emprendida 
por la reforma educativa de Tony Blair a 
mediados de los noventa.

La IGLESIA SE OCUPA DE 
CUBRIR LA NEGLIGENCIA  
DEL ESTADO
Una de las razones de esta presencia 
destacada de las instituciones religiosas en 
la educación en los Países Catalanes (con la 
excepción del Rosselló, con una escuela que 
sustituyó a Dios por la République Française) 
tiene una clara conexión con la dejadez 
educativa que, históricamente, caracteriza el 
Estado español. En el siglo XIX, mientras las 
administraciones de los países occidentales 
crean sistemas públicos de educación como 
instrumento de modernización, España abdica 
de sus responsabilidades. Ocupado en guerras 
civiles y conflictos coloniales, obsesionado 
en mantener el antiguo régimen en las 
relaciones de clase, olvida reiteradamente sus 
responsabilidades ciudadanas. Un ejemplo 
de incapacidad es la ley Moyano, de 1857, que 
atribuye a unos ayuntamientos sin capacidad 
financiera las responsabilidades educativas del 
enseñanza primaria, y la creación de institutos 
de secundaria en las capitales provinciales, 
con una oferta muy insuficiente. El espacio 
vacante a una demanda creciente de estudios 
y formación es ocupado por la Iglesia católica, 
que trata de mantener influencia social a 
partir de la escolarización de clases altas y las 
frágiles e incipientes clases medias urbanas.  

Monopolio educativo
El último cuarto del siglo XIX, el modelo más 
potente y de más éxito de escuela pública 
fue el francés, especialmente después de 
las reformas impulsadas por el republicano 
Jules Ferry. Este, desde el Ministerio de 

Instrucción Pública, aseguró una educación 
pública, laica y gratuita, y con un grado de 
eficiencia considerable. Eso comporta un 
daño colateral que nos afecta directamente. 
Con el fin de asegurar el laicismo y el control 
estatal sobre la educación, Ferry prohibió a 
las instituciones religiosas impartir cualquier 
enseñanza en el territorio francés. Ello propició 
la emigración de las órdenes religiosas a 
Bélgica, Italia y España. Y en un momento 
en el que la educación de matriz francesa 
goza de prestigio internacional, franquicias 
católicas se extienden por ciudades grandes 
y medias por todo nuestro territorio. Hacen 
fortuna. La ausencia de competencia pública 
y las aspiraciones de clases altas y medias les 
aseguran una clientela solvente, y aseguran 
buena parte del negocio educativo, hasta el 
punto que, hacia principios del siglo XX, los 
centros religiosos, poseen, en la práctica, el 
monopolio educativo de los grupos sociales 
acomodados, al mismo tiempo que, a partir del 
ejercicio de la caridad, se extiende hacia otros 
sectores sociales, buscando influencia política, 
social y cultural.

Clericalismo y 
anticlericalismo
Sin embargo, y aceptando que la calidad 
educativa de las órdenes religiosas franceses 
resultaba muy superior al primitivismo de 
los métodos pedagógicos autóctonos o la 
precariedad de la escasa iniciativa pública, 
el enseñanza de salesianos, lasallianos 
u otras franquicias resultaba obsoleto y 
dogmático. Por ello, cualquier iniciativa de 
escuelas laicas y pedagogías innovadoras 
tenía el éxito prácticamente asegurado. Es así 
como se explica el prestigio de la Institució 
Lliure d’Ensenyament, o sobre todo la Escola 
Moderna organizada por Ferrer i Guàrdia, e 
imitada en decenas de iniciativas similares. 
Pedagogos como Ferrer i Guàrdia, Pau Vila, 
Fèlix Martí Alpera o tantos otros comportaban 
prestigio, colaboración de las principales 
instituciones científicas, y vínculos con las 
alternativas políticas que combatían un 
estado español esencialmente plutocrático y 
conservador. Este prestigio creciente de las 
escuelas laicas traerá aparejado un grado de 
hostilidad abierto, por parte de los sectores 
más conservadores, militaristas y clericales, 
en el momento de las grandes tensiones 
sociales de la crisis finisecular del XIX-XX. El 
mundo clerical, conservador y militarista se 
organizará para empujar a las instituciones 
estatales a reprimir cualquier tentativa de 
educación progresista. Esta ofensiva vendrá 
motivada por una animadversión ideológica 
–estamos en la época en la que la Generación 
del 98 formula la tesis de las dos Españas– 
aunque también, y sobre todo, porque el 
lobby clerical ve amenazado su monopolio 
empresarial. El caso más conocido es el de la 
Escola Moderna de Ferrer i Guàrdia, ubicada a 
escasa distancia de la mayor parte de centros 
religiosos de Barcelona, y que provoca una 
actividad frenética del obispado barcelonés 
para conseguir el cierre definitivo, en 1906, de 
una de las escuelas con más demanda entre 
los sectores más influyentes y de mayor nivel 
cultural de la ciudad barcelonesa.

QUEMA Y RECONSTRUCCIÓN 
DE ESCUELAS RELIGIOSAS, Y 
LA FRUSTRADA INICIATIVA DE 
UNA ESCUELA REPUBLICANA

Precisamente la clausura y persecución de 
las iniciativas pedagógicas laicas genera graves 
tensiones políticas hasta el punto que la huelga 
general revolucionaria de 1909, conocida 

como la Setmana Tràgica, lleva a buena 
parte del proletariado catalán a tener como 
principal objetivo la quema de instituciones 
educativas controladas por el clero. En el 
reciente centenario del acontecimiento, un 
buen puñado de investigaciones recupera 
numerosos testigos donde se explica 
que muchos de los incendiarios actúan 
motivados por deseo de revancha personal 
–las franquicias religiosas a menudo tenían 
centros educativos de tercera categoría para 
hijos de trabajadores, caracterizados por la 
violencia extrema y el abuso sexual contra sus 
alumnos–, y también colectiva. En una ciudad 
como Barcelona, el clero barcelonés hizo todo 
lo posible para impedir que la iniciativa estatal 
o municipal construyese escuelas públicas para 
asegurar, por una parte su negocio educativo, 
y por la otra, tratando de mantener influencia 
social en una de las ciudades europeas más 
secularizadas y anticlericales.

Este peso desproporcionado, ligado a 
la influencia religiosa en las instituciones 
estatales impidió que, incluso en plena época 
republicana, el tarraconense Marcel·lí Domingo, 
ministro de Instrucción Pública (1931), con la 
intención de construir 7.000 escuelas públicas 
en España, enfrentado a múltiples obstáculos 
y presiones, únicamente consiguió construir 
un millar. Incluso en la republicana y laica 
Barcelona, en pleno 1936, el 36% de los niños 
en edad escolar, no tenía escuela, solo el 17 
% asistían a escuelas públicas, ya fueran 
municipales o estatales, mientras que el 47% 
asistía a escuelas privadas, cuya mayor parte 
aún se mantenían bajo el control de la Iglesia. 

Este conjunto de tensiones estallan con total 
virulencia durante la Guerra Civil. De hecho, el 
vacío de poder ocasionado por el golpe militar 
fallido, propicia una situación revolucionaria 
que permite hacer una verdadera revolución 
educativa. En Cataluña, el Consejo de Escuela 
Nueva Unificada expropia la red de escuelas 
religiosas –lo cual sirve por primera vez para 
asegurar la escolarización prácticamente 
total– y erradica las prácticas de los castigos 
físicos, la enseñanza memorística y conductista, 
la segregación por sexo y clase social 
habitual en instituciones religiosas. A pesar 
de las limitaciones y la excepcionalidad del 
momento, deberíamos considerar la de 1936 
como la mejor de las reformas educativas de 
la historia de nuestro país, porque comportó 
una mejora rápida, tangible e inmediata de la 
red escolar, cuya principal característica era el 
mantenimiento de la anomalía religiosa en el 
terreno educativo. 

Ciertamente, todo tiene una vertiente 
negativa. A lo largo de la Guerra Civil se 
produjeran actos de violenta represión dentro 
de la retaguardia. En el territorio republicano, 
y en el contexto de este enfrentamiento 
secular entre clericalismo y anticlericalismo, 
el principal objetivo de los revolucionarios 
pasaba a ser los religiosos, asesinados en 
gran número. Al otro bando, y de manera muy 
significativa, el principal colectivo profesional 
objeto de la represión, fue el del magisterio. 
A pesar de que resulte escandaloso, aún no 
se conocen las cifras, porque el Estado actual 
pone trabas a la investigación de los crímenes 
franquistas. Se estima en un buen puñado de 
millares el número de maestros asesinados, 
aparte de una depuración que acabó, según 
la tesis de Moreno Valero, sancionando y 
expulsando alrededor de 21.000 docentes de 
todo el Estado.

La venGanZa de DIOS
Asegurada la victoria del franquismo y 

la imposición de un régimen totalitario, se 
puede considerar que la educación pasa 
a ser un botín de guerra en manos de uno 
de los pilares del nuevo Estado: la Iglesia. 
Las diferentes órdenes religiosas, en un 
régimen que se definía a sí mismo como 

nacionalcatólico, pasan a gozar de total 
libertad para construir y ampliar centros, a 
menudo en terrenos robados a republicanos, a 
vigilar estrechamente los contenidos escolares, 
a imponer la religión y la asistencia a misa, y 
a gozar de total impunidad en las habituales 
prácticas de castigos físicos y abusos sexuales. 
De hecho, resulta aún sorprendente que, 
a diferencia de otros casos como Irlanda, 
Bélgica o Estados Unidos, se haya impedido 
investigar judicialmente en torno a estos casos, 
amparados por la ley de amnistía de 1977, y que 
probablemente tienen un carácter sistemático.

Sin embargo, el franquismo sirve, 
fundamentalmente, para alargar y asegurar la 
influencia social y educativa, y por tanto, para 
profundizar el retraso cultural de la sociedad 
franquista. En ciudades como Barcelona, 
mientras que la ciudad crece en un millón 
de habitantes entre 1939 y 1970, la iniciativa 
pública, en cambio, únicamente es capaz de 
construir media docena de escuelas y un par 
de institutos. El resto, de nuevo, en manos 
de unas órdenes religiosas que mantienen el 
control sobre buena parte de la población y 
que trata de captar las élites, especialmente 
a partir del surgimiento de nuevas sectas 
influyentes y de ideario empresarial ligadas 
al franquismo. El resultado: el porcentaje de 
fracaso escolar, analfabetismo y pobreza 
cultural hace de los Países Catalanes, ligados 
a España, una región europea del Tercer 
Mundo educativo. Además, hay que recordar 
el papel de las órdenes religiosas para 
imponer, a menudo mediante la coerción 
física, el castellano en la escuela, con algunas 
(pocas) excepciones en Cataluña, y de manera 
sistemática en el País Valenciano y las Islas 
Baleares.

Una limitada TransicióN
En el momento en el que escribimos estas 
líneas –en el contexto de quiebra política del 
régimen de la segunda restauración, surgido 
con la Transición–, no queda prácticamente 
nadie que defienda la limpieza y los resultados 
del proceso que nos ha llevado en este estado, 
en palabras de Vicenç Navarro, de “bienestar 
insuficiente, democracia incompleta”. Por 
muchos maquillajes que malgastemos, lo cierto 
es que nuestro presente ha pasado a ser el 
fruto de una “correlación de debilidades” 
que conllevó, por parte del franquismo, la 
aceptación de unos mínimos de libertades 
formales con el fin de hacer de España un 
país equiparable al concierto de la Europa 
democrática, y a la oposición, a la renuncia 
a aplicar una agenda política progresista 
y a aceptar el respeto a la totalidad de los 
privilegios (y privilegiados) franquistas. Y entre 
los privilegios y los privilegiados, se impuso 
la persistencia de la anomalía de la presencia 
desproporcionada de la red de escuelas 
religiosas dentro un sistema educativo sin 
duda insuficiente.

Es de esta manera que la irregular y 
desequilibrada red de escuelas religiosas 
pasaron a ser una gravosa herencia para 
las comunidades autónomas en las que se 
fragmentaron los Países Catalanes que, a partir 
de los ochenta, deben administrar miles de 
escuelas e institutos, muchos de los cuales 
sin ningún control por parte de inspección, 
donde la irregularidad pasaba a ser norma, 
y donde mayoritariamente se matriculaban 
los hijos de las clases medias y altas de las 
ciudades catalanas. Esta escuela, dominada 
por unas órdenes religiosas temerosas que 
los cambios democráticos comportaran 
un desmantelamiento de su red, y en unas 
circunstancias en la que el baby boom de los 
nacidos en la década de los sesenta requería 
un crecimiento importante de la red escolar, 
provocó un plan de construcciones escolares 
–habitualmente en zonas periféricas y 
suburbiales, y demasiado a menudo con una 
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calidad arquitectónica discutible– que fue 
articulando lo que pronto sería conocida como 
doble red. Una doble red donde precisamente 
los sectores tradicionalmente excluidos del 
sistema educativo, especialmente en sus 
segmentos secundario y terciario, iban a parar 
a una nueva escuela pública donde nuevas 
generaciones de profesorado construían un 
sistema educativo innovador e integrador.  

Ante los desafíos de los nuevos tiempos 
democráticos –y el temor que un supuesto 
gobierno de izquierdas, a partir de 
1982–, que implicaba algunas exigencias, la 
mayoría de los centros religiosos optaron 
por una estrategia mixta; enrocamiento y 
adaptación. Enrocamiento en el sentido que 
la promulgación de la LODE (1985) dio origen 
a una de las primeras movilizaciones de la 
derecha sociológica, metiendo miedo a las 
clases medianas, en la oposición a una ley 
que pretendía regular las descontroladas 
subvenciones públicas a las escuelas 
religiosas, y adaptación en la dirección que 
muchas escuelas acabaron aceptando la 
modernización de la sociedad catalana –con 
la coeducación– y las reglas del juego del 
Estado de derecho –con la secularización de 
la mayoría del profesorado y un tímido control 
por parte de la Administración educativa–, e 
incluso una cierta normalización del catalán en 
la escuela –especialmente en Cataluña–. Aun 
así mantuvieron sus prerrogativas de selección 
del profesorado –sometido a unas condiciones 
laborales mucho peores que las de la pública–, 
así como fórmulas tácitas de segregación 
social e ideológica del alumnado –a partir de 
la fórmula del ideario de centro–. Además, y 
de manera lo suficientemente sorprendente, 
y a causa de este peso subterráneo de la 
Conferencia Episcopal, se mantuvo la doctrina 
católica como asignatura de obligada oferta en 
la totalidad del sistema educativo. La anomalía 
de nuestro sistema educativo se mantenía. 

No es educación para 
jóvenes... ni inmigrantes, 
ni demócratas, ni mentes 
libres, ni...
La década de los noventa, con la 
modernización profunda de los Países 
Catalanes y la consolidación de un modelo 
público de escuelas, va a producirse una cierta 
reconversión de la escuela de titularidad 
religiosa. A partir de una lógica darwiniana, las 
diferentes órdenes empezaron a vender un 
elevado porcentaje de edificios escolares que 
albergaban el alumnado menos privilegiado, 
y a concentrar sus actividades en su mercado 
tradicional: clases altas y medianas-altas. Por 
su parte, la laxitud de la Administración a la 

hora de conceder conciertos les propiciaba 
una doble financiación: por una parte, la 
pública, en base a subvenciones generosas; 
y otra privada, teóricamente prohibida de 
acuerdo con la legislación, habitual en la 
práctica mediante métodos irregulares. A 
modo de ejemplo, en Cataluña se permitió 
una hora extra de clase sufragada por las 
familias, del mismo modo que iban surgiendo 
mecanismos extraoficiales de financiación: 
entramados de fundaciones, o encarecimiento 
expreso de actividades extraescolars. Con 
estos mecanismos sutiles –que a los centros 
concertados se pagaba se convertía en un 
secreto a voces–, la Iglesia católica lograba 
dos objetivos complementarios; por una parte, 
obtenía suculentos beneficios, lo que reforzaba 
la institución frente a la clase política; y por 
la otra, disuadía a los grupos sociales menos 
favorecidos de asistir a sus centros. Esta 
selección encubierta, ilegal por otra parte, 
también perseguía una tercera finalidad. La 
discriminación tácita hacia el alumnado menos 
privilegiado, atraía a aquellos grupos sociales 
a determinados centros, ya que, en un país 
como el nuestro, los padres son conscientes 
de que el hecho de matricular a los hijos en un 
centro mejoraba sus posibilidades laborales 
y sociales futuras. No porque la enseñanza 
fuese mejor –de hecho, las estadísticas 
indican lo contrario–, sino porque en un país 
donde la red de contactos, los apellidos y las 
recomendaciones resultan más útiles que un 
buen currículum, seleccionar a los compañeros 
de clase representa una estrategia razonable. 
Esta sobrerepresentación de familias 
acomodadas, conjuntamente con un cierto 
espíritu de cuerpo educativo, implicaba 
mantener influencia entre grupos de poder 
en unos Países Catalanes donde la práctica 

religiosa se limita prácticamente a la asistencia 
a bodas y funerales.

Precisamente la llegada repentina y masiva 
de alumnado de procedencia migrante 
representó este resurgimiento de los 
centros privados de titularidad religiosa. 
Las patronales educativas eran fieles a sus 
estrategias seculares de incumplir la ley 
para asegurar sus intereses. Las estadísticas 
son claras: por término medio, mientras la 
escuela pública acogía al 85% del alumnado 
extranjero, la privada, sólo el 15%. Mientras 
que en las escuelas de Cataluña la media 
podía llegar al 17-20% de niños y niñas de 
nacionalidad no española, este porcentaje 
difícilmente rebasaba el 5% en la escuela 
privada, mayoritariamente religiosa. Entre 
este escaso 5%, además, imperaba el 
alumnado comunitario. Y los extraeuropeos, 
especialmente entre la gama alta de las 
franquicias religiosas, la presencia de familias 
de orígenes sociales modestos era testimonial.

La cuestión religiosa –el ideario– es 
convertía en un pretexto, un “cortafuegos” 
para evitar la presencia de alumnado no 
católico –en su mayoría africano–. Las 
polémicas en torno a aspectos éticamente 
controvertidos –el matrimonio homosexual, la 
libertad reproductiva, la igualdad de género– 
eran tapaderas intelectuales para mostrar ante 
la opinión pública el creciente y recuperado 
poder de las franquicias religiosas frente al 
poder político –especialmente hostil contra 
Zapatero y su entorno– y a la vez reivindicar 
la educación religiosa frente a una supuesta 
degradación moral e ideológica de la escuela 
pública.     

Un último elemento se ha sumado al conjunto 
de polémicas con apariencia ideológica y 
trasfondo económico. Desde el momento en 

el que el pensamiento católico tradicional 
–ligado a una cosmovisión de antiguo 
régimen– ha evolucionado en la dirección 
del enaltecimiento del capitalismo neoliberal 
–la FAES es el máximo exponente de esta 
tendencia–, los idearios han ido evolucionando. 
Determinadas sectas católicas, a partir de su 
práctica educativa y sus lazos con laboratorios 
de pensamiento y escuelas de negocios, han 
ido incorporando una serie de elementos; 
“educación diferenciada”, “emprendeduría”, 
elogio de los “liderazgos”, y la “gestión 
profesional”, el “trilingüismo”, los “uniformes”, 
que contraponen a la horizontalidad 
tradicional de la enseñanza pública, la 
coeducación, la gestión democrática, la 
filosofía cooperativa, el respeto a la diversidad 
e individualidad del alumno o la inmersión 
lingüística que vienen caracterizando una 
enseñanza pública potente que, antes de los 
recortes, había permitido adelantar en una 
generación lo que la enseñanza religiosa 
había hecho retrasar un siglo. La Conferencia 
Episcopal, pues, ha acabado encabezando, 
como actor político, esta nueva ley, la LOMCE, 
que tiene un doble objetivo: el primero, el 
regreso al pasado; la preeminencia de la Iglesia 
católica a partir del control de la enseñanza 
–como durante el nacionalcatolicismo– y la 
reducción hacia la irrelevancia de la escuela 
pública. La Conferencia Episcopal española, y 
su ministro terrenal, José Ignacio Wert, por lo 
tanto, tienen en el nuevo documento legal, el 
libro de instrucciones de la ingeniería social a 
partir del que hacer involucionar nuestro país. 
Un nuevo orden que pretende eliminar las 
clases para volver a un mundo estamental.

Un peso demasiado desproporcionado, pues. 
Y demasiado pesado...

LA LOMCE tiene como  
objetivos: el retorno 
al pasado; es decir, 
la preeminencia de 
la iglesia católica a 
partir del control  
de la enseñanza  
–como durante el 
nacionalcatolicismo–; 
y la reducción hacia 
la irrelevancia de 
la escuela pública
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A
plicar a escuela los adjetivos pública 
y laica tal vez sea una redundancia 
de la que, desgraciadamente, 
todavía no podemos prescindir. 
Veamos lo.

Estamos acostumbrados a ver 
público acompañando a muchos 
sustantivos diferentes: poder, 
dinero, opinión, salud, empresas, 
administración, servicios, gestión, 

instituciones, sanidad... En todos estos usos, 
público significa que no es de titularidad 
privada sino que es de todos o para todos. En 
los estados democráticos modernos la gestión 
de lo público constituye una de las tareas 
fundamentales de los gobiernos y las distintas 
posiciones ideológicas generan tratamientos 
muy dispares. 

En España hemos estado asistiendo 
durante las últimas décadas  a un progresivo 
debilitamiento de lo público. El capitalismo 
y los sucesivos gobiernos  a su servicio han 
mostrado un insaciable afán privatizador 
que suelen justificar con la afirmación de 
que la propiedad y gestión privada de los 
servicios garantizan un menor coste y una 
mayor eficiencia. Aunque los datos de que 
disponemos desmienten rotundamente dicha 
afirmación -recordemos el caso del Reino 
Unido- , el gobierno ha hecho de ella una 
machacona consigna publicitaria que sólo el 
sector más incauto de la ciudadanía puede 
tomar como verdadera. Lo bien cierto es que 
los gobiernos -central y autonómicos- que son 
quienes habrían de gestionar y salvaguardar 
los servicios públicos, parecen empeñados en 
deshacerlos; sólo ven en ellos una fuente de 
negocio.

En todo el Estado Español muchas personas, 
organizaciones y distintas plataformas  
han comprendido la trascendencia de las 
medidas gubernamentales y llevan mucho 
tiempo movilizadas para salvaguardar la 
escuela pública. Pero aunque la titularidad, la 
gestión y la calidad de los servicios públicos 
constituyen una reivindicación irrenunciable, 
hay otro matiz en el concepto público que 
con frecuencia se olvida y cuya relevancia se 
hace más patente al aplicar el concepto a la 

escuela. Se trata de la aspiración democrática 
de construir un espacio común a todos los 
ciudadanos, independientemente de las 
diferencias que puedan darse entre ellos. 
Uno de los rasgos definitorios de la sociedad 
democrática es el compaginar el derecho 
individual a construir la propia conciencia 
y diseñarse el plan de vida que cada uno 
considere conveniente, con la aspiración de 
crear un marco de convivencia en el que todos 
compartan los mismos valores cívicos. En 
otras palabras, la organización democrática 
de la sociedad tiene la enorme ventaja de 
hacer compatibles el derecho a las diferencias 
individuales (libertad de conciencia con todas 
sus variantes: pensamiento, información, 
creencias, etc) con la obligación de compartir 
un espacio común que sólo puede regirse por 
el principio de igualdad. Por consiguiente, 
una organización social que no garantice 
el respeto a la pluralidad y diversidad en 
un marco de igualdad, no será del todo 
democrática.

Pues bien, en lo que solemos llamar escuela 
pública hay un déficit democrático que hace 
que no sea pública: no es laica. El hecho 
más relevante que hace que sea así es la 
asignatura de religión. Su sola presencia 
en el curriculum escolar dinamita cualquier 
pretensión de ser pública y ello por muchas 
razones de las que destacaremos sólo algunas.

Por una arte, dicha asignatura establece una 
discriminación en el alumnado en función de 
sus creencias o las de sus familias. La escuela 
pública es un espacio común regido por los 
valores cívicos compartidos por todos. Las 
creencias religiosas, por el contrario, son una 
opción personal, privada, incompatible con 
lo comúnmente compartido. Una segunda 
razón es porque sus contenidos son ética e 
intelectualmente insostenibles: algunos  son 
contrarios a los derechos humanos (autonomía 
personal, igualdad entre varones y mujeres, 
libertad personal...) y, por tanto, éticamente 
injustificables y otros son contrarios a lo que 
la razón y la ciencia sostienen. Es decir, esta 
materia aborda contenidos irreconciliables 
con las funciones educativa -valores comunes, 
universales- y formativa -contenidos 

racionales, científicos- de la escuela pública; 
se trata de un descarado adoctrinamiento 
pagado con dinero de todos. Pero es que, 
además, los contenidos que la religión imparte 
tienen un defecto de origen al ser establecidos 
por la jerarquía de una confesión y no por el 
poder legítimo. 

Hay otras razones de índole menor como la 
complicación que genera en la organización 
escolar, el dinero sustraído de los recursos 
públicos para pagar un adoctrinamiento 
particular, las horas lectivas que podrían 
emplearse en otras cosas -y, en especial las 
de quienes no optan por religión que se ven 
castigados por no tener unas determinadas 
creencias-, la selección sectaria de un 
profesorado -más bien catequistas- sin 
concurrencia pública aunque se les paga con 
fondos públicos, etc.

En definitiva, la escuela pública es un espacio 
de integración de personas muy diferentes 
entre si y que provienen de familias con 
diferentes  ideologías, creencias, posiciones 
políticas etc. Si no es laica, si la organización y 
desarrollo de la función educativa no se hace 
al margen de la religión, se está segregando 
por creencias y se desvirtúa la función de la 
escuela.

En realidad, en los últimos setenta años 
no ha habido en España escuela pública 
propiamente dicha. Es cierto que tras la 
muerte de Franco se vivió muy intensamente 
la aspiración de conseguir una escuela 
pública auténtica: universal e igual para 
todos, rigurosa y científica en sus métodos 
y contenidos y absolutamente neutral en 
cuestión de creencias e ideologías. Aquella 
ilusión se ha visto truncada por el absurdo y 
abusivo concordato con el Vaticano y la política 
que han seguido los sucesivos gobiernos a 
favor de la enseñanza privada cuyo principal 
instrumento ha sido la concertación. Pese a las 
constantes reformas educativas de las últimas 
décadas, no se ha dado ni un solo paso hacia la 
laicidad de la escuela.

Incluso puede ir a peor porque la LOMCE del 
señor Wert todavía agrava más la situación 
ya que su principal característica -por encima, 
incluso, de no pretender resolver ningún 

problema del sistema educativo- es que 
establece la discriminación y segregación 
del alumnado como categoría del sistema: 
aumenta la discriminación por las creencias 
al mejorar el estatus de la religión, privilegia 
a los seguidores de un credo concreto hasta 
el punto de considerar que no necesitan 
conocer y hacer suyos valores culturales y 
éticos: con sus creencias les basta, introduce 
discriminación social con las reválidas, con 
el tratamiento de los programas de mejora 
del aprendizaje, con el procedimiento de 
clasificación de centros, con el sistema de 
admisión del alumnado o al autorizar centros 
segregados de chicos y chicas. Osea,  nos 
estamos alejando de la escuela pública sin 
haber llegado nunca a alcanzarla. 

Pero aunque democrática, pública y laica son 
sinónimas en el sentido que hemos señalado 
-construcción y disfrute de un espacio común 
compartido, integrador, igualitario-, con 
frecuencia se reivindica la escuela pública 
atendiendo sólo a su titularidad y se olvida 
el matiz que explicita el concepto laica. No 
es posible una escuela democrática y pública 
si no es laica, si no recoge la moderna y a 
la vez vieja aspiración ilustrada de separar 
estrictamente los ámbitos público y privado: 
los contenidos científicos, los valores cívicos, 
los derechos humanos pertenecen a lo 
público y las opciones religiosas o ideológicas 
pertenecen a lo privado. Pero tampoco puede 
ser una escuela de calidad mientras lo privado, 
el credo individual de algunos, contamine 
el espacio común, lo público, e introduzca 
discriminación. No habrá, desde luego, calidad 
pedagógica y científica, pero tampoco, y no es 
menos importante, calidad democrática.

Todo lo dicho plantea una exigencia 
inaplazable para quienes defienden una 
enseñanza pública de calidad: si quieren ser 
coherentes con su aspiración y pretenden 
ser políticamente eficaces, habrán de incluir 
siempre, pero siempre, el concepto de laica 
y, por supuesto, reivindicar con constancia y 
total contundencia que la religión salga de la 
escuela.

Rafael Cuesta  
Afiliado al STEPV y miembro 
de Europa-Valencia Laica

ESCUELA pública

LAICA
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Cuando los 
dinosaurios  
no dejan 
de volver 
nunca... Fernando Rodal 

Mac-Lean
Presidente de la Confederación 
Educadores Americanos. CEA
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L
eíamos con atención en estos días, 
informes publicados  en la prensa 
internacional, acerca de cómo los 
científicos pretender clonar animales  
y/o seres humanos prehistóricos, 
presentes en la evolución hasta 
ahora conocida del planeta , e 
inmediatamente pienso y digo :estos 
señores/as científicos/as deberían 
contratar y/o estudiar,- sin lugar a 

dudas- a  los representantes de unos cuantos 
gobiernos europeos y latinoamericanos, que 
guardan y conservan , tan pero tan bien,  en 
sus   cromosomas, el código genético hiper-
neoliberal. Razón por la cual los científicos 
deberían sentirse muy animados- por este 
ejemplo de supervivencia política-, en su 
búsqueda por volver a desarrollar seres vivos 
que representan el pasado de la humanidad.

Una y otra vez, sin la más  mínima  
creatividad, ni tampoco demostrando 
interés alguno en tenerla, vuelven sobre sus 
pasos cada vez que tienen que enfrentar 
las demandas generadas- por las crisis y 
la “incapacidad” política de resolver  los 
asuntos colectivos de máxima atención- , 
provenientes de una humanidad creciente en 
número poblacional  y en  necesidades vitales, 
claramente insatisfechas.

Comentaba hace un tiempo el Presidente 
de Venezuela Hugo Chávez: “El socialismo 
en lo económico tiene también su peso 
específico. Debemos ir de manera progresiva 
transformando las estructuras de modelo 
capitalista y eso nos llevara un largo tiempo.

Porque el modo de control del capital es 
metabólico, se reproduce a sí mismo, tiene 
mecanismos de reproducción, tiene especies 
de virus que aparecen, reaparecen, y se 
expanden, y  aquí en Venezuela, el modelo 
capitalista fue sembrado a fondo no solo en la 
realidad concreta, sino en la mente de la gran 
mayoría de los venezolanos”.

 Para muestra de tal condición sistémica 
-casi universal-, baste observar la crisis de los 
llamados países desarrollados, que han visto 
y ven al igual que otras regiones del mundo 
cómo y de qué manera se manifiesta  y  se 
desarrolla la misma.

Abordar con clara conciencia este asunto, no 
es un tema de académicos o de teoría política-
solamente-, sino que es un particular desafío 
de la evolución humana en su búsqueda 
de una calidad de vida superior, lo cual 
representa una exigencia muy importante del 
nivel  táctico de las acciones de resistencia 
y de propuesta, que se llevan adelante para 
alcanzar este objetivo. En donde debe quedar 
internalizado que somos parte del problema y 
no solamente depositarios, de las decisiones 
de los centros de poder relativamente 
establecidos. 

En este sentido vuelve a tomar especial 
relevancia el tema de la unidad en la acción 
de las fuerzas que pretenden representar 
y organizar las legítimas demandas de los 
grandes sectores populares. 

Es aquí donde se pone a prueba lo 
anteriormente colocado como problema 
a resolver por las reflexiones de Chávez: 
¿cuánta burocracia político-sindical hemos 
creado y que tamaño tiene la misma en 
función de las necesidades de las mayorías 
de la población?, ¿ la pretensión hegemónica 
de las mismas generalmente  justificada  
por la “posesión de la  verdad”,- que las 
mismas estructuras han construido-, son el 
instrumento idóneo para enfrentar las crisis 
y organizarse democráticamente ?,estas son 
algunas preguntas que consideramos de 
máxima prioridad comenzar a responder y 
actuar en consecuencia.

Resulta claro, que no podemos responder 
a esto como quién compra en un mercado 
algún producto, es que la vida nos exige 
creatividad y compromiso, por estar la misma 
en permanente movimiento. 

 Tratar de responder a este desafío significa 
romper y animarse a ensayar, no solo, nuevas 
formas de la política y su representación 
objetiva y simbólica, sino, observar 
metódicamente y con capacidad de ensayo 
teórico, la nueva realidad que nos interpela en 
nuestras acciones cotidianas.

Si bien es cierto, que es manifiesta la 
necesidad antedicha, tenemos sin embargo 
enormes certezas históricas por las cuales 
seguir bregando por su desarrollo y 

encontramos uno de sus núcleos duros, en la 
defensa irrenunciable de la Educación Pública, 
frente a los embates privatizadores de todo 
tipo, forma y color.

Es aquí en donde abundará el material de 
trabajo suficiente, por ser esta, uno de los 
centros neurálgicos de la  disputa generada 
por la búsqueda irracional de la concentración 
del ejercicio del poder, presente  en el modelo 
dominante.

 Por lo tanto, es ahí donde se “juega” aunque 
parezca exagerado, gran parte del futuro de 
la humanidad. 

Es bueno pensar y actuar frente a la 
estrategia asumida, como lineamientos 
generales para un periodo, es sin embargo, 
en la táctica en donde nos encarnamos 
a  la realidad concreta, generando hechos 
y situaciones. Las opciones tácticas por 
responder a problemas precisos e inmediatos, 
pueden y deben ser variadas, se tornan más 
flexibles.

Coordinar estos dos aspectos: estrategia 
y táctica, sin entrar en contradicciones que 
las inviabilicen, deberá tomar cuenta la 
realidad concreta y el periodo previsto para 
su desarrollo.

En ciertas épocas, de grandes avances de 
la humanidad, todo parece dar cierto, todo 
es energía desbordante, los corazones y las 
mentes, sienten que nada podrá impedir el 
paso hacia nuevos y mejores horizontes.

Sin embargo, hay épocas menos luminosas, 
más desesperantes, en donde el aire está 
cargado de penurias, que pueden conducir a 
nublar la conciencia colectiva y privada de una 
sociedad. Flujos y reflujos, presentes en las 
crisis profundas, que cíclicamente podemos 
ver y sentir en carne propia  sus duros efectos 
en nuestras sociedades.

Es en estos momentos, en donde 
nuevamente la experiencia acumulada nos 
enseña e indica con claridad, que una de 
las tareas más complejas en este marco 
de situación, es romper el aislamiento de 
las personas-consecuencia natural de la 
desilusión-, articulando a los movimientos 
sociales para lograr la confluencia de los 
objetivos más inmediatos, y tratando de 

generar al mismo tiempo, un estado de 
la  conciencia, que pueda ser sostenido en 
términos de más largo plazo, para de esa 
forma unir táctica y estrategia ,de la manera 
más democrática y exitosa posible.

En la Confederación de Educadores 
Americanos-C.E.A., hace unos cuantos años 
ya, que hemos aprendido una  lección a 
fuego : ni somos, ni seremos nunca capaces 
de representar todo y a todos, en el ámbito 
de la lucha por la Educación Pública,( ej. de 
esto último es la creación del FORO POR LA 
EDUCACION EN IBEROAMERICA) por lo tanto 
como reza nuestro último Congreso Ordinario: 
vamos por la UNIDAD en la DIVERSIDAD, sin 
miedos, ni pretensiones hegemónicas, sin 
convertirnos en mercaderes que ofrecemos 
un “producto sindical”, como quién compite 
entre los propios trabajadores, para ver quién 
construye la “empresa” más importante.

Lo del título: vale para “LOS DINOSAURIOS”,- 
pero también para todos y todas-, asumir el 
compromiso por alcanzar mayores grados 
de justicia y libertad, significa animarnos a 
confiar en nuevas formas, de hacer la política-
sindical, en donde descubriremos un potencial 
infinito de encuentros-articulaciones, entre 
los trabajadores/as, que demostrará y 
permitirá descubrir para la vida diaria,  lo 
que escuchamos a menudo en las canchas de 
futbol: “SI SE PUEDE”.

tenEmos enormes 
certezas históricas 
por las que seguir 
luchando por 
su desarrollo y 
encontramos uno 
de sus núcleos 
duros en la defensa 
irrenunciable de la 
educación pública
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La educación y la 
lucha por la tierra  
en el Movimiento de  
los “Sem Terra” de Brasil
Rosa Cañadell
Profesora. Portavoz 
de USTEC·STEs
Miembro del Comité de 
Apoyo al MST en Barcelona
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E
l Brasil tiene 600 millones de 
hectáreas de tierras cultivables; pero 
a penas el 2% de los propietarios 
controlan el 48% de la tierra. Hay 
latifundios más extensos que 
Holanda o Bélgica. 53 millones de 
brasileños viven en el umbral de 
la pobreza con una renta mensual 
inferior a 60 dólares, y 22 millones 
están por debajo del umbral de la 

indigencia con una renta diaria inferior a 
un dólar. Los sin tierra se estiman en unos 
15 millones. Son los excluidos del campo en 
los últimos 30 años debido a la extensión de 
los latifundios, la construcción de presas y 
la expansión del agronegocio dirigido a la 
exportación y dominado por el gran capital 
internacional, que necesita de grandes 
extensiones e inversiones para producir a 
gran escala. 

En este contexto, el año 1985 nació el 
Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem 
Tierra (MST), que hasta hoy no ha dejado de 
crecer ni ha abdicado de sus principios y se 
ha convertido en un referente y un signo 
de esperanza, tanto en Brasil como en toda 
América Latina. 

Bajo el lema “Ocupar, resistir y producir”, el 
MST organiza los campesinos que no tienen 
tierra por ocupar zonas improductivas. Pueden 
llegar a agruparse desde 300 familias hasta 
3.000, normalmente personas que viven en 
los barrios pobres de las grandes ciudades 
después de haber sido expulsadas del campo. 
Salir de la pobreza y volver a vivir del trabajo 
al campo es el que empujó a estas familias 
a agruparse en torno al MST y empezar el 
proceso de ocupación y resistencia. 

Una vez decidida la zona, el día y la hora, 
toman posesión colectiva de la tierra. El paso 
siguiente es defenderla. A veces aparecen los 
pistoleros, otras, el ejército. Los campesinos no 
tienen armas y su defensa es la no violencia y 
el abandono temporal de la tierra en el caso 
de expulsión, normalmente violenta, para 
volverla a ocupar posteriormente. 

Las familias montan los campamentos y 
empiezan un proceso con objeto de legalizar la 
ocupación. La Constitución brasileña reconoce 
el derecho que las tierras improductivas sean 
“susceptibles de reforma agraria”. En este 
marco, la ocupación es una forma de lucha y 
de presión para obligar al gobierno a poner en 
práctica el mandato constitucional de realizar 
la reforma agraria y hacer que las tierras 
cumplan su función social. 

Este proceso de legalización, a partir de 
un gran equipo de abogados del mismo 
Movimento, puede durar meses y a veces 
incluso años. En el 80% de casos se consigue, 
pero hay campamentos que hace diez años 
que esperan que acabe el proceso. Durante 
todo el tiempo que dura la ocupación se 
combinan las acciones legales, la negociación 
y la movilización: marchas, ocupaciones de 
edificios públicos, etc. 

Finalmente, una vez conseguida la 
legalización de la ocupación, la tierra pasa 
a ser propiedad del Estado, que la da en 
usufructo a las familias que la ocuparon. Así 
empieza el asentamiento, la construcción 
de las casas y la producción. Las personas 
que han ocupado la tierra planifican todas 
las cuestiones que se relacionan, cómo 
repartirla, cómo trabajarla, dónde construir 
las viviendas, la escuela, etc. Es un proceso 

democrático, asambleario y participativo. La 
línea política del MST es impulsar y desarrollar 
la producción de forma colectiva, pero las 
decisiones corresponden a los asentados y 
asentadas. 

Una vez conseguido este objetivo, el MST 
continúa buscando nuevas tierras para 
asentar nuevos campesinos y campesinas. Una 
parte de la producción de los ya asentados 
sirve de apoyo para las nuevas ocupaciones y 
la experiencia de unos ayuda a la organización 
de los otros, en un gran círculo de solidaridad 
que permite la expansión. 

Desde que empezó, el Movimento no han 
parado de ocupar tierras, de organizar la 
producción, de construir escuelas y de formar 
nuevos militantes. Ahora mismo, unos dos 
millones de personas viven y trabajan en las 
tierras ocupadas y/o legalizadas. Hay cientos 
de asociaciones campesinas y cooperativas de 
producción. 

Cómo han conseguido tanto con tan poco? 
Pues, tres son los puntales básicos del 
éxito del Movimento: la lucha constante, la 
organización como construcción de nuevos 
valores y la educación como garantía de 
continuidad. 

La educación como  
semilla de futuro

Para el MST la educación es fundamental. 
Su preocupación por la escuela está presente 
desde el inicio del movimiento. La lucha por 
la escuela es la fase siguiente a la lucha por 
la tierra. Se trata de garantizar el acceso 
a la educación pública (infantil, primaria y 
secundaria), la alfabetización de jóvenes 
y adultos, y la formación técnica y política 
de sus jóvenes, a través de la construcción 
sistemática de escuelas a los acampamentos y 
asentamientos. 

Educar, para el MST, significa básicamente 
“formar por transformar la sociedad”. Se 
trata de una educación que no esconde su 
compromiso social y la escuela es concebida 
como un espacio dónde los niños y niñas y los 
adolescentes se forman como seres humanos 
integralmente. La organización colectiva se 
concibe como un pilar fundamental de la 
escuela, y el trabajo como base de todo el 
proceso educativo. La autoorganización de los 
educadores y de los alumnos, como también 
la implicación de toda la comunidad, está 
también presente en la educación: desde la 
autoconstrucción de la escuela, pasando por 
la lucha para su reconocimiento como centro 
público y gratuito, hasta la participación de las 
familias en la marcha de la escuela. 

Con este objetivo, la primera construcción 
colectiva en un acampamento es la escuela. 
Después se busca enseguida a los jóvenes 
que tienen más formación para que inicien 
la educación de los más pequeños. El paso 
siguiente es la lucha por la escuela pública, 
todo exigiendo al Administración (local o 
estatal, según que se trate de primaria o 
secundaria) la construcción de la escuela 
pública y la adjudicación de los y las maestras. 

Para el Movimento, la formación de 
sus propios enseñantes es también una 
cuestión clave, y esto por dos razones. La 
primera es para asegurar la continuidad de 

la escuela, puesto que el asentamiento y el 
acampamiento están en zonas apartadas y los 
maestros que no forman parte del Movimento 
abandonan muchas veces la escuela o no 
vuelven a ir a trabajar. Y la segunda porque así 
pueden aplicar su concepción de la educación 
atada a la historia del asentamiento, a la lucha 
por la tierra y al trabajo al campo. 

Cuando han conseguido la escuela pública 
en el acampamento o el asentamiento, la 
formación es “oficial” y los/las maestras 
pagados por la municipalidad o el Estado. En la 
gran mayoría de estas escuelas consiguen que 
jóvenes del mismo asentamiento, que ya han 
sido formados, puedan ocupar estas plazas. 

Todo esto implica que también han de 
impartir los contenidos oficiales; pero no se 
quedan aquí, sino que aplican sus propios 
principios educativos: una metodología 
“emancipadora”, inspirada en Paulo Freire 
y una educación teórico-práctica ligada a la 
tierra, con huertos escolares, que enseña 
a cuidar de los árboles y las flores, etc. 
Así amplían los contenidos oficiales con 
contenidos propios y elaboran material 
didáctico alternativo. La “mística” (cantos, 
himnos, consignas, representaciones 
simbólicas, etc.) está también siempre 
presente en las escuelas, como también la 
educación artística y cultural: música, danza, 
teatro, etc. Estas escuelas, situadas en los 
asentamientos, a menudo están abiertas 
al resto de chicos y chicas de las aldeas 
próximas, con lo cual prestan también un 
servicio a la comunidad local. 

Por otra parte, el MST, en convenio con 
varias universidades, organiza cursos técnicos 
y pedagógicos para los suyos jóvenes. Estos 
cursos funcionan siempre a tiempo parcial y 
combinan la teoría con la práctica. Son dos 
meses de formación en el centro educativo 
y tres meses de trabajo en el asentamiento, 
y así sucesivamente durante 3 años, al final 
de los cuales tienen una formación y un 
título universitario que les permite trabajar 
en los asentamientos como profesores de 
las escuelas públicas o como técnicos en 
agroecología y cooperativismo. 

La concepción de la escuela en el MST 
abarca un gran número de aspectos como 
la planificación, la evaluación, la formación 
de los profesores, los materiales didácticos, 
la relación profesor/alumno, el trabajo 
pedagógico, etc. Es decir, la escuela es 
repensada de forma integral y asume 
una serie de objetivos como herramienta 
de emancipación social por acabar con el 
analfabetismo y como vía de acceso a la 
cultura para todo el mundo; pero también 

como formación intelectual y técnica de 
los jóvenes para que puedan quedarse 
trabajando y viviendo en los asentamientos. 
Y como transmisora de valores: amor a la 
tierra, trabajo colectivo, solidaridad, disciplina, 
creatividad; como forma de mejorar la vida 
de los asentamientos y del entorno local: 
producción, cooperativismo, agroecología; 
como forma de estimular el compromiso: lucha 
por la tierra, la recuperación de la historia 
propia (de la ocupación, del acampamento) 
y colectiva (las luchas sociales y campesinas, 
las revoluciones en América Latina, etc.); 
y finalmente como manera de formar los 
futuros cuadros y dirigentes a partir de la 
formación política. La educación forma parte 
de un proceso de retroalimentación del mismo 
Movimento y se convierte en una herramienta 
de transformación social. 

A lo largo de su cuarto de siglo de existencia, 
el MST ha construido una amplia red de 
escuelas, la mayoría públicas, que se localizan 
en sus áreas de influencia. Según datos del 
sector de educación, abril del 2010, había en 
sus asentamientos y acampamentos cerca de 
dos mil escuelas, básicamente de educación 
infantil y primaria completa, y algunas con 
secundaria. Ahora mismo, hay unas 300.000 
personas estudiando en escuelas públicas, des 
de infantil hasta la universidad, pasando por la 
educación de jóvenes y adultos. A las escuelas 
de los asentamientos y acampamentos, 
trabajan 10.000 profesores, además de 5.000 
trabajadores más en educación, normalmente 
jóvenes que ejercen de educadores sin título, 
pero que ya se están formando en los cursos 
pedagógicos del mismo MST, y por su Escola 
Nacional Florestan Fernandes han pasado 
16.000 jóvenes para formarse políticamente y 
técnicamente. 

Todo esto les ha permitido poner fin al 
analfabetismo, tener escuelas en todos 
los acampamentos y asentamientos, tener 
maestros jóvenes, motivados e implicados 
en esta educación como proyecto global, 
más allá de la simple instrucción, y tener 
muchos jóvenes con título y formación, y 
un alumnado participativo y animado, con 
pocos problemas de indisciplina y un gran 
sentido de la responsabilidad. Y a la vez, han 
conseguido también jóvenes y adultos con una 
gran preparación ideológica y política, poca 
deserción de los jóvenes en el Movimento y un 
mayor arraigo en los asentamientos, lo cual 
ha hecho posible un aumento de la calidad 
en la producción y en la autoorganización 
de los asentamientos. Al fin y al cabo les 
permite continuar avanzando en la lucha por 
la tierra y la transformación social y al mismo 
tiempo aumentar las oportunidades vitales, 
personales y profesionales de los campesinos 
sin tierra. 

De su organización, de su lucha, de su 
obstinación por una educación emancipadora, 
podemos aprender mucho como educadores 
y como activistas de movimientos sociales. 
La historia no está escrita pero hay caminos 
trazados y vale la pena explorarlos

Para al MST la educación es fundamental.  
Su preocupación por la escuela está presente 
desde el inicio del movimiento. La lucha por la 
escuela es la fase siguiente a la lucha por la tierra.
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brasil,
rumbo a la 
superación 
de su deuda 
educacional
Fátima Silva
Profesora de la red pública 
de educación básica del 
Estado de Mato Grosso 
do Sul, Secretaria de 
Relaciones Internacionales 
de la Confederación 
Nacional de los Trabajadores 
en Educación (CNTE) y 
Vicepresidenta Regional de la 
Internacional de la Educación 
para América Latina (IEAL)

Lo que se busca es empequeñecer a la 
ciudadanía, reducirla a la obediencia 
acrítica. Modificaciones en las ideas 
y en las prácticas que se explican 
como insignificantes, no sustanciales, 
pero son transcendentales y no serán 
transitorias, sino permanentes.
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L
a última década, que comprende la 
experiencia del gobierno democrático 
y popular en Brasil, primero con 
Luiz Inácio Lula da Silva (2003-2010) 
y ahora con su sucesora Dilma 
Rousseff (2011-2014), ha sido marcada, 
principalmente en la esfera federal, 
por la ampliación del derecho a la 
educación y del diálogo social con los 
educadores y la comunidad escolar.

Con todo, el Estado brasileño todavía 
necesita más inversiones para ampliar la 
oferta educacional pública – sobre todo en la 
guardería y en la enseñanza superior –, como 
también para erradicar el analfabetismo (hay 
14 millones de analfabetos literales y cerca 
de 28 millones de analfabetos funcionales), 
para valorizar a todos los trabajadores de 
la educación (especialmente a los de la 
enseñanza básica), para revertir la lógica 
neoliberal ampliamente empleada en los 
currículos escolares y para elevar la calidad 
de la enseñanza con la regularización del 
flujo escolar y la mejora de las condiciones de 
aprendizaje en todas las escuelas del país.

Pese a los límites impuestos por el Pacto 
Federativo a la actuación del gobierno central 
en la educación básica (primaria y secundaria) 
– la cual concentra el mayor contingente 
de estudiantes en las redes estaduales 
y municipales (41,1 millones en 2012) –, el 
Estado ha ido ampliando, gradualmente, su 
participación en este nivel educacional, aunque 
el problema de la calidad sigue siendo un reto 
para las políticas pedagógicas y de financiación 
de la educación.

Respecto a la financiación, el gobierno de 
Lula consiguió ampliar del 3,9% para el 5,1% 
el porcentual del PIB nacional invertido en la 
educación pública, pero el porcentual todavía 
es insuficiente frente a la deuda histórica del 
país con esta política pública.

Además del alto índice de analfabetismo, 
Brasil cuenta con cerca de un 20% de sus 
estudiantes en desfase edad-año escolar. 
El Estado atiende tan sólo a un 25% de las 
matrículas de enseñanza superior, no obstante 
el Programa Universidad para Todos (Prouni) 
ya haber concedido más de 1,2 millón de becas 
a estudiantes de pocos recursos económicos 
en facultades privadas. Esta asociación público-
privado viene siendo la salida más común para 
suplir los cuellos de botella de la atención 
pública educacional en Brasil, y CNTE y otros 
movimientos que actúan en el área de la 
educación consideran que la alternativa tiene 
límites, para que no se pierdan de vista las 
inversiones públicas en la educación pública.

En 2012, el Supremo Tribunal Federal 
consideró constitucional la Ley de Cuotas 
Raciales y Sociales para acceder a la 
universidad pública, aprobada durante el 
gobierno de Lula. En Brasil, la enseñanza 
superior pública es gratuita y las plazas eran 
ocupadas mayoritariamente por las clases 
más favorecidas – que ponen a sus hijos en 
las escuelas privadas de nivel fundamental y 
medio para competir en mejores condiciones 
en la selectividad de las universidades 
públicas, que a su vez mantienen la excelencia 
de enseñanza en el país. Con la nueva ley, con 
duración de 10 años, 50% de las plazas en las 
universidades públicas pasaron a destinarse a 
negros, indios y estudiantes que concluyeron 
la enseñanza media en la escuela pública. Y 
ésta es otra importante acción para nivelar la 
oportunidad entre razas y clases sociales en un 
país marcado por inúmeras desigualdades.

A la luz de las demandas educacionales 
acumuladas, el movimiento educacional 
consiguió convencer a la Cámara de los 
Diputados, a mediados de 2012, a aprobar el 
informe sobre el Plan Nacional de Educación 
(PNE) con una inversión mínima estimada 
en un 10% del PIB en la educación pública, 
durante la próxima década. Inicialmente, el 

gobierno había propuesto un 7% del PIB, 
luego transigió para un 8,2% hasta que 
finalmente acabó aceptando la propuesta 
de los movimientos sociales. Ahora el 
proyecto del PNE está tramitando en el 
Senado, y el gobierno viene defendiendo, 
con el apoyo de la sociedad, la destinación 
de los royalties del petróleo de la capa 
pre-sal (nueva riqueza natural descubierta 
recientemente en el litoral brasileño) para 
la financiación de la educación.

Aunque la presidenta Dilma Rousseff ha 
defendido con vigor la destinación de los 
recursos del petróleo para la educación, 
el Congreso Nacional ya le ha impuesto 
una gran derrota al rechazar, a fines de 
2012, un proyecto de ley defendido por el 
gobierno que destinaba un 100% de los 
recursos del petróleo para la educación. 
Con el apoyo de gobernadores y alcaldes, 
los diputados aprobaron un texto que da 
amplia libertad a los entes federados para 
gastar los recursos provenientes de los 
royalties. El gobierno reaccionó vetando 
parte del proyecto y encaminando una 
medida provisional con una redacción que 
no agradó a los movimientos sociales. Y el 
debate sobre esta cuestión crucial para 
el futuro del país será retomado ahora 
en 2013 y exigirá una intensa movilización 
social para asegurar una mejor forma de 
inversión para las riquezas del petróleo.

El debate sobre la financiación de la 
educación en Brasil camina lado a lado con 
una medida tomada por el presidente Lula 
y aprobada por el Congreso en 2009, que se 
refiere a la aprobación de la 59ª enmienda 
constitucional, la cual prevé universalizar 
las matrículas en la educación básica hasta 
2016. Los principales déficits de matrículas se 
concentran en la educación infantil (aunque 
la guardería no forma parte de la obligación 
constitucional), donde sólo un 20% de los 
niños de 0 a 3 años de edad frecuentan la 
escuela, y en la enseñanza media, que cuenta 
con poco más de la mitad de los jóvenes entre 
15 y 17 años matriculados en esta etapa de la 
enseñanza.

La plataforma de la presidenta Dilma estima 
construir 6 mil nuevas guarderías hasta 2014, y 
el gobierno intenta hacer viables más recursos 
para alcanzar este objetivo. En la educación 
pre-escolar, la tasa de atención de la población 
entre 4 y 5 años es de un 85%, y el país debe 
alcanzar el objetivo de la enmienda 59 en 
conjunto con la enseñanza fundamental (7 a 14 
años), que ya tiene un 97% de universalización 
de las matrículas. En cuanto a la enseñanza 
media, el gobierno federal estudia una nueva 
reformulación con los estados, que son 
quienes cumplen la prerrogativa constitucional 
de ofertar esa etapa de la enseñanza. De 
momento, ninguna propuesta consistente ha 
sido presentada, aunque el Estado ya haya 
casi triplicado, desde 2006, su red de escuelas 
técnicas y profesionales, que también ofertan 
cursos tecnológicos de nivel superior. 

En total, el sector público atiende a un 
86% de las matrículas en la educación 
básica, pero el país todavía tiene 1,3 millón 
de niños y jóvenes entre 4 y 17 años fuera 
de la escuela, siendo la mayoría de ellos 
víctima del trabajo infantil; la inversión per 
capita en el nivel básico es 5,5 veces menor 
que la que se practica en las universidades 
públicas; la renta media anual de los 
profesionales del magisterio, que actúan en 
la escuela básica, corresponde a un 40% de 
la de otras categorías con el mismo nivel de 
escolarización; y las profundas desigualdades 
regionales siguen agravando el problema de 
la calidad de la educación en nuestro país de 
dimensiones continentales. 

Para enfrentar el problema de la equidad, 
en 2006, el presidente Lula envió al Congreso 
una propuesta de enmienda constitucional 

(nº 53) previendo la ampliación del Fondo de 
Mantenimiento y Desarrollo de la Enseñanza 
Fundamental y de Valorización del Magisterio – 
fruto de la política neoliberal, que atendía sólo 
las matrículas de 7 a 14 años – para un fondo 
de cobertura de toda la Enseñanza Básica 
(Fundeb), el cual abarca a los estudiantes de 0 
a 17 años y a los adultos que no tuvieron acceso 
a la escuela primaria y secundaria en la edad 
apropiada.

En conjunto con el Fundeb, que pasó a 
disponer de más de US$ 5 mil millones anuales 
como complementación federal a los estados 
y municipios, se creó el piso salarial nacional 
del magisterio, con el objetivo de ecualizar 
mínimamente la remuneración inicial (y media) 
de los profesores, aliando el piso a la formación 
inicial, a la carga horaria de trabajo y al plan de 
carrera de los educadores.

Aunque la concepción del piso salarial 
nacional es auspiciosa, muchos gestores 
públicos insisten en no cumplirla, y una de 
las principales luchas de la CNTE y de sus 
sindicatos afiliados, desde la aprobación 
de la ley federal del piso, en 2008, consiste 
en exigir su efectivo cumplimiento a las 
administraciones públicas estaduales y 
municipales. Este año de 2013, la CNTE ya ha 
convocado una huelga nacional en defensa de 
la ley del piso para el periodo del 24 al 26 de 
abril, coincidiendo con las actividades de la 
Semana de Acción Global por el Derecho a la 
Educación.

El piso del magisterio, desafortunadamente, 
sufre de la triste tradición brasileña de 
desacato a las leyes sociales y, además, 
por dos veces, grupos de gobernadores 
reivindicaron al Supremo Tribunal Federal la 
inconstitucionalidad de la ley federal, pero 
fueron derrotados en ambos intentos. Por 
otro lado, la categoría se mantiene empeñada 
en la lucha por sus derechos, y sólo en 
2011, 17 de los 27 estados de la federación 
deflagraron huelgas y centenas de municipios 
también paralizaron las actividades escolares 
reivindicando el cumplimiento de la ley del 
piso, que prevé aún la destinación como 
mínimo de 1/3 de la jornada del profesor para 
las actividades extraclase (preparación de 
las clases, corrección de exámenes y trabajos, 
reuniones pedagógicas entre profesionales y 
con las familias, formación permanente, etc.).

Otra cuestión sensible en el campo 
educacional y que merece destacarse se 
refiere al flujo escolar, que es bastante 

irregular en Brasil. En el intento de mejorar 
los indicadores socioeducacionales, muchos 
gestores públicos han adoptado el sistema de 
ciclos, pero lo confunden con la aprobación 
automática, pasando así a corroborar una 
propuesta pedagógica diferente de la deseada 
por los trabajadores en educación, que 
defienden los ciclos como alternativa para 
nuevas formas de trabajo con los alumnos, 
de organización de los espacios y tiempos 
escolares y de evaluación pedagógica.

Otro punto polémico en pauta en el país 
se refiere a las matrices curriculares de las 
escuelas y de los cursos de formación de 
profesores, ampliamente dirigidas hacia 
la visión de las competencias – herencia 
del neoliberalismo y que los gobiernos 
democráticos del país (y de la región 
latinoamericana) han tenido dificultades de 
afrontar de forma satisfactoria. Los proyectos 
educacionales siguen ligados a sistemas 
nacionales de evaluación que, a su vez, se 
sostienen en exámenes estandarizados – 
con el foco en contenidos reduccionistas y 
que miden aptitudes exclusivamente para el 
mercado laboral. En este sentido, la CNTE está 
implicada en el proyecto de la Internacional de 
la Educación para América Latina (IEAL), que 
prevé discutir nuevos modelos pedagógicos 
para los países de la región, a la luz de sus 
realidades y de las perspectivas de proyectos 
de sociedad para un futuro próspero para 
todos, pautado en la integración regional, en la 
paz y en la felicidad.

Iniciativa bastante positiva, adoptada a 
partir del gobierno de Lula, es la realización 
periódica de conferencias municipales, 
estaduales y nacionales de educación, que 
son verdaderas fuentes sociales de políticas 
públicas para la educación. Se trata de una 
experiencia enriquecedora, sobre todo desde 
el punto de vista de la democracia participativa 
en la educación, que la CNTE recomienda a 
los países que todavía no han adoptado esa 
alternativa de diálogo social. La Conferencia 
Nacional brasileña tiene lugar cada 4 años y 
viene precedida de etapas en los municipios y 
estados. Con ella también se han creado el Foro 
Nacional y los Foros Estaduales de Educación, 
instancias que, además de organizar las 
conferencias, también promueven la inducción 
de políticas públicas junto a los órganos 
de gobiernos encargados de la gestión 
educacional.
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H
ay muchas políticas magisteriales, 
educativas y sociales en general 
que se dieron –desde la década 
del 90- en los Pueblos del Sur; pero 
que recién se han puesto en marcha 
en el Norte. Los grupos de poder 
con enfoque neoliberal esperaron 
la crisis económica europea y 
norteamericana de su modelo, para 
generalizar también en países, como 

España, lo que ya antes habían experimentado, 
digamos, en países del Sur como el Perú.

Dentro de este contexto, quisiera señalar 
de qué manera las políticas neoliberales han 
impactado en el magisterio y en el sindicalismo 
docente en el Perú. Este es nuestro objeto 
de análisis. Sin embargo, quisiera explicitar 
algo que me parece interesante: hay una 
posible situación de igualdad y diferencia 
de impacto del neoliberalismo en el campo 
educativo-magisterial en el Norte y en Sur. 
En el campo de la objetividad (condiciones 
concretas de trabajo),  recién el magisterio 
del Norte y sus sindicatos comienzan a 
sentir  las consecuencias prácticas de las 
políticas de ajuste neoliberal que se han 
venido dando en América Latina   desde 
hace más de dos décadas; sin embargo, en 
el campo de la subjetividad, los maestros y 
maestras de los países del Norte y del Sur, 
han tenido –al mismo tiempo- similar impacto 
en la imposición de la ideología consumista 
y de la sociedad de mercado, propios del 
neoliberalismo. La diferencia e igualdad en 
la temporalidad de los impactos objetivos y 
subjetivos podrían ayudarnos a comprender 
mejor las coincidencias y diferencias en el 
desarrollo del sindicalismo docente en países 
del Norte y del Sur. Aún más, esta conciencia 
podría llevarnos a trazar posibles medidas 
unitarias de lucha de los docentes del Norte y 
del Sur. 

La tesis que buscamos exponer en el 
presente escrito es que el sindicalismo 
docente peruano ha iniciado un proceso de 
recomposición, aceptando las reglas de juego 
que impone el neoliberalismo hegemónico 
en el Perú: a nivel de subjetividad, aceptan 
acríticamente la ideología neoliberal; y a 
nivel de objetividad, solamente reducen 
sus reclamos a situaciones remunerativas 
presentes, sin importarles mayormente 
situaciones de inestabilidad laboral o pérdida 
de derechos sindicales. Los mismos Docentes, 
el Estado y los Grupos de poder comienzan 
a aceptar el “privilegio” de un nuevo tipo de 
convivencia, siempre y cuando no se altere el 
sistema: “¿Acaso  no nos esforzamos, la mayor 
parte de las veces con éxito, por persuadirnos 
de que un grupo capaz de protestar contra su 
propio privilegio no es un grupo privilegiado?” 

El Sindicato Unitario de los Trabajadores 
en la Educación del Perú (SUTEP) tuvo amplia 
presencia en la dinámica social del país andino 
en las décadas del 70 y 80; aún más -a pesar 
de la dictadura de Fujimori en la década del 
90- mantuvo su combatividad. Sin embargo, ya 
con gobiernos “democráticos” en la década del 
2000 no recuperó su capacidad de lucha de 
antaño. Del 2007 al 2011, el movimiento sindical 
de los docentes peruanos estuvo en crisis. En 
el 2012, ha comenzado a recomponerse, pero 
respondiendo ya no a un enfoque político 
“clasista y combativo” (para el conjunto de 
la sociedad), sino a meras reivindicaciones 
corporativas de carácter economicista como lo 
quiere el sistema: ¡Ganar más, para consumir 
más! En perspectiva histórica (1990-2013), 
los docentes de base y el SUTEP no han 
luchado contra las medidas neoliberales en 
la educación. Han reaccionado en el 2012, 
solamente contra las políticas magisteriales 
de carácter remunerativo. 

POLÍTICAS NEOLIBERALES 
Podríamos establecer cuatro momentos en la 
reforma educativa neoliberal en el Perú: 
1  Inicio de la reforma neoliberal, vía cambios 

autoritarios en el enfoque y procesos 
básicos en la gestión educativa, en lo 
curricular, en la apertura de la privatización 
de la educación y en el trabajo docente 
(Gobierno de Fujimori). 

2  Desarrollo hegemónico de la reforma 
neoliberal, con   barniz participativo y 
democrático (Gobiernos de Valentín 
Paniagua y Alejandro Toledo). 

3  Profundización autoritaria del modelo de 
reforma educativa neoliberal, teniendo 
como eje cambios en el campo magisterial 
(Gobierno de Alan García).  

4  Aceptación y profundización en las 
tendencias centrales del modelo neoliberal 
(Gobierno de  Ollanta Humala). 

Primer momento (1990-1999) 
El ingreso del Ingeniero Alberto Fujimori al 
Gobierno, en la década del 90, trajo para 
la sociedad peruana en general y para la 
educación peruana en particular, la aceptación 
explícita del modelo neoliberal. Con el rótulo 
de modernización educativa, durante el primer 
y segundo Gobierno del dictador Fujimori, 
se tomaron algunas medidas importantes, 
la mayoría de ellas bajo la orientación, 
condicionamiento y tutela del Banco Mundial.

Podríamos diferenciar medidas de explícita 
orientación neoliberal y otras de soporte 
genérico. Destacamos las primeras:

 
 1 Reducción formal del Ministerio de 

Educación (MED). 
2 Currículo por competencias y de 

constructivismo ingenuo; 
3 Facilidades para la privatización educativa.
4 Terciarización de los servicios educativos 

(ejemplo, capacitación docente). 
5 Impulso a una gestión educativa 

fragmentada y pragmática: por institución 
educativa. 

6 Intento de privatización de la educación con  
municipalización de la educación 

7 Control autoritario del movimiento 
magisterial.

8 Reducción del presupuesto para educación 
en al rededor del 2.7% del Producto Interno 
Bruto (PIB). 

Segundo momento 
(2000-2006)
La derrota de la dictadura fujimorista trajo 
aires de democracia formal en la sociedad 
peruana. Sin embargo, las principales medidas 
de la década del 90’ no fueron suplantadas. 
Hubo un continuismo con el barniz 
democrático y participativo. En este período 
de los Gobiernos de Valentín Paniagua y 
Alejandro Toledo se postularon medidas como 
las siguientes: 
9 Racionalización del modelo. Ejemplos: 

Prácticas participativas y democráticas 
controladas / Relación Educación-Empleo-
Trabajo (fortaleciendo el valor de cambio de 
la educación y del trabajo).

10 Inicio de la moratoria currícula, es decir, 
solamente priorizar dos áreas curriculares: 
Comunicaciones y Matemática. 

Tercer momento (2006-2011)
En lo educativo –en su segundo gobierno- 
el APRA ejecuta medidas aparentemente 
desarticuladas, aunque –en enero del 2007- 
aprobó como ley, el  Proyecto Educativo 

Los grupos de poder con enfoque neoliberal esperaron la 
crisis económica europea y norteamericana de su modelo, 
para generalizar también en países, como España, lo que ya 
antes habían experimentado en países del sur, como Perú. Sigfredo Chiroque 

Chunga

NEOLIBERALISMO NEOLIBERALISMO
Y SU IMPACTO EN EL 
SINDICALISMO DOCENTE
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Nacional al 2021 (PEN) elaborado por el 
plural Consejo Nacional de Educación 
(CNE)  y para enero 2008 puso en marcha 
su “Plan Estratégico Multianual de 
Educación 2007-20011” (PESEM) . Todo 
ello conllevó a medidas de continuismo y 
perfeccionamiento del modelo neoliberal, 
teniendo como eje, su política magisterial 
donde se incluyen un conjunto de decisiones 
de carácter sindical. Las principales son: 
5.	 (11) Municipalización de la educación. 
6.	 (12) Estratégico continuismo en moratoria 

curricular. 
7.	 (13) La educación asumida como servicio 

público esencial 
8.	 (14) Política magisterial y sindical acorde 

al modelo hegemónico: nuevo Estatuto 
Docente.  Aquí se incluye la legalización 
de la inestabilidad laboral, la relativización 
del derecho a la huelga, el recorte en las 
representaciones sindicales, etc. 

9.	 (15) Política contraria la Educación 
Intercultural Bilingûe. 

Cuarto momento (2011...)
El candidato presidencia Ollanta Humala 
preconizó una “Gran transformación”. 
Llegado al poder no hubo ningún cambio 
en el modelo socio-económico, aunque ha 
profundizado las políticas de “achicamiento 
de brechas” para mejorar la “inclusión social”. 
En el educación, entregó el mando a sectores 
progresistas, los cuales dejaron sin efecto 
algunas medidas aberrantes de los gobiernos 
anteriores (por ejemplo, la municipalización 
de la educación y la moratoria curricular). 
Las políticas centrales de enfoque neloliberal 
siguen en pie, aunque se impulsan medidas 
de inclusión social. En el campo magisterial 
se optó por políticas de continuismo. En este 
Gobierno, se puede establecer lo siguiente: 

16 Continuismo y profundización de la 
privatización de la educación.

17 Continuismo y profundización de las 
políticas magisteriales de corte neoliberal. 

18 Impulso de medidas de inclusión social: 
Becas y refrigerio escolar masivo.

RESPUESTA SINDICAL 
Analizando la relación entre el Sindicato 
Unitario de los Trabajadores en la Educación 
del Perú (SUTEP) y las reformas educativas 
neoliberales creo que es importante 
diferenciar dos situaciones: Por un lado, el 
comportamiento de la organización gremial, 
como sujeto colectivo, y la de sus afiliados, 
como sujetos individuales; y por otro lado, la 
calificación genérica al modelo y la toma de 
posición respecto a las medidas específicas 
que concretizan el modelo. Las opiniones 
de la organización a veces no coinciden con 
los individuos; y las opiniones generales no 
siempre guardan correspondencia con las 
medidas específicas que dan concreción a lo 
general.

Importa anotar que tanto Fujimori como 
Toledo y Ollanta Humala –al inicio de sus 
gobiernos- escogieron personas de las 
canteras progresistas para ocupar la cartera 
de educación. De esta manera, ponían una 
suerte de rompe-olas frente a una posible 
marejada del SUTEP que tenía y tiene una 
explícita dirigencia izquierdista. 

Es interesante recordar que la VI Huelga 
Nacional del SUTEP (2001) fue la última 
medida de fuerza del magisterio peruano 
que combinaba una protesta genérica contra 
el neoliberalismo y asuntos propiamente de 
política magisterial. Durante todo el decenio 
fujimorista fueron decayendo las luchas 

magisteriales y reducidas a reivindicaciones 
meramente económicas. El sindicato pasó 
por un momento de “resistencia”. Mientras 
en la educación peruana, se ponía en marcha 
la reforma neoliberal, el SUTEP no tuvo 
respuestas específicas a este primer momento 
del neolibealismo.

Después del momento de resistencia, 
el SUTEP se reactivó al caer el régimen 
dictatorial. En el 2003, realizó su VII Huelga 
Nacional Indefinida del SUTEP, a pesar que el 
poder adquisitivo del magisterio nacional se 
encontraba en alza.

Podríamos decir que después del ingreso 
al segundo Gobierno del Partido Aprista, 
hubo dos meses de coqueteo entre el 
MED y la dirección nacional del SUTEP. Las 
evaluaciones docentes que se aplicaron 
al magisterio peruano (2006-2009) y una 
nueva Ley de Carrera Pública Magisterial 
(CPM) que vulneraba intereses magisteriales 
endurecieron posiciones. Por ejemplo, 
considera la educación como “servicio público 
esencial”, admite la inestabilidad laboral y 
sistematiza las evaluaciones docentes también 
con fines de su depuración. 

Un sector del gremio denominado “Conare” 
tomó la iniciativa de la VIII Huelga Nacional 
del SUTEP, a mediados de junio del 2007, 
generando que 15 días después  el 96% del 
magisterio peruano paralizase sus labores; 
pero no consiguió detener la promulgación 
del nuevo Estatuto Docente. El SUTEP quedó 
orgánicamente dividido y decayó en su 
capacidad de lucha (2007-2011). 

Durante el Gobierno de Ollanta, de junio a 
octubre del 2012, el SUTEP estuvo en huelga, 
pero fraccionado. Esto debilitó su capacidad 
de detener un nuevo Estatuto Docente 
que acelera la aplicación de las medidas 
de desregulación del trabajo docente y de 
pérdida de algunos derechos.

Ubicando el movimiento huelguístico del 
magisterio peruano más allá de la coyuntura, 
podríamos ir perfilando algunas tendencias:

 
�� El eje central de la ´reactivación del SUTEP  
es lo corporativo y ya no lo político. La pugna 
gremial por una nueva sociedad o educación 
está quedando de lado. 

�� Dentro de lo corporativo, los maestros 
priorizan el “ganar más”. La ley Ollantista 
de “Reforma Magisterial” es criticada por 
los docentes y el gremio no tanto por 
su enfoque neoliberal, ni siquiera por 
relativizar su estabilidad laboral y el derecho 
a la huelga. La principal preocupación se 
encuentra en lo económico. 

�� Buscando ser contraparte válida de 
negociación, el CEN-SUTEP ha replanteado 
sus estilos de lucha sindical, ateniéndose a 
lo legalmente permitido. La “lucha directa 
y la movilización” se ha relativizado ; 
pero además ha zanjado políticamente y 
de manera pública con fuerzas políticas 
violentistas.

�� Los mismos docentes de base escogen 
sus dirigencias no tanto por sus opciones 
político-ideológicas o pedagógicas; sino por 
su capacidad negociadora en función a sus 
intereses corporativos. 

�� Es posible que más allá de la lucha por 
“ganar más” para “consumir más”, el 
SUTEP en los próximos tiempos tenga que 
negociar aspectos más de fondo, como 
los que hemos señalado . Pero, podríamos 
concluir que –hasta ahora- constatamos 
que el sindicalismo peruano busca salir de 
su letargo, sin salirse del sistema, a pesar 
de nuestras intenciones de concebirlo como 
espacio de transformación social. De manera 
provocadora, podríamos aplicar al gremio 
magisterial lo que Bourdieu dijo acerca de 
la escuela pública: “Probablemente por 
efecto de inercia cultural, continuemos 
asumiendo el sistema escolar como un 
factor de movilidad social, recogiendo 
las tesis de la ‘educación liberadora’. Sin 
embargo, todo hace ver lo contrario: El 
sistema escolar es uno de los factores más 
eficaces de conservación social, pues nos 
presenta la apariencia legitimadora de las 
desigualdades sociales, así como sanciona la 
herencia cultural, asumiendo el ‘don social 
como don natural’… .

CITES
 Pierre Bourdieu y Jean-Claude Passeron, Los herederos. Los 
estudiantes y la cultura. México, Siglo XXI Editores, 2008, pág. 13.
 De manera interesante, els gremios de empresarios (CONFIEP) 
y de docentes (SUTEP), así como el Foro Acuerdo Nacional (que 
organizan todos los partidos políticos formales del Perú) han 
apoyado al CNE y al PEN. 
  El PESEM-Educación es difunde el febrero 2008, aunque su 
publicación data de septiembre de 2007. En este documento se 
articulan las políticas educativas, 
Durante el Gobierno de Toledo, el magisterio peruano mejoró 
en 50.12% su capacidad de compra. Para fines del Gobierno de 
Toledo (2006) el promedio remunerativo del docente peruano fue 
de unos 1100 nuevos soles (unos 420 dólares norteamericanos). 
Este promedio recién se ha modificado en enero del presente año 
(2013), subiendo a unos 520 dólares.
Las diversos grupos que actúan en el magisterio peruano, 
para fines del 2012, priorizaron el trabajo por declarar como 
inconstitucional el nuevo estatuto docente. El Grupo de Patria Roja 
(CEN-SUTEP) buscaba la inconstitucionalidad de algunos artículos 
de la Ley 29944; mientras los Grupos del CONARE y Democráticos 
impugnaban la ley como inconstitucional en su conjunto. En 
realidad, esta posición tiene alguna explicación, en la medida que 
los maestros de base –a partir de la experiencia huelguística del 
2012- tomaron distancia de las actuales dirigencias del SUTEP. Una 
consigna que se generaliza es la de un SUTEP sin Patria Roja, ni 
Sendero en la dirección. 
  Revista “Tarea” Nº 81, Análisis de la Ley de Reforma magisterial. 
La hora de la nueva docencia. Lima, septiembre 2012.

Pierre Bourdieu, L’école conservatrice. Les inégalités devant 
l’école et la cultura. En Revue française de sociologie. Paris 7 (3), 
1966, pág. 325.1966, pág. 325.
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E
s bien conocido el papel de ideólogo 
de Milton Friedman en la expansión 
de las políticas neoliberales desde 
el núcleo de la escuela de Chicago. 
En 1955 publicó el ensayo The role 
of government in education, donde 
exponía como había que aplicar sus 
ideas de privatización, desregulación 
y recortes en los servicios públicos a 
la enseñanza: el Estado suministraría 

un cheque escolar a las familias para que 
eligieran el centro. Así, los centros, que 
deberían competir entre sí por hacerse más 
atractivos ante las familias y el alumnado, 
se verían obligados a optimizar aquellos 
recursos que, bajo el control estatal, 
suponían un despilfarro, y en definitiva 
redundaría en la mejora de la calidad del 
producto que ofrecían: la educación. Con el 
cierre de las escuelas públicas y el despido 
del profesorado, la mano invisible del 
mercado podría crear un sistema educativo 
universalmente excelente. Este programa 
formaba parte de otro más ambicioso de 
liberalización radical de la economía y de 
desmantelamiento de los estados. Como 
describe Naomi Klein en La doctrina del 
shock, su aplicación traumática en varias 
economías fue la causante de enormes 
sufrimientos en los pueblos, de un aumento 
inédito de las desigualdades sociales y 
económicas, y de la muerte de millones de 
personas.

Sin embargo, la estrategia de doblegar la 
voluntad de una ciudadanía aterrorizada que 
tan bien había funcionado en muchos lugares, 
en EEUU o en otros países de su entorno, 
chocaba con una serie de dificultades: un nivel 
de cohesión social más alto, fruto de años 
de políticas de orientación socialdemócrata, 
y unos gobiernos que se veían sometidos al 
escrutinio regular de los procesos electorales, 
hacían el programa poco atractivo para la 
clase política y la ciudadanía.

El problema que debían afrontar 
era el de crear artificialmente aquella 
situación de emergencia que justificara 
el desmantelamiento de unos sistemas 
educativos públicos que, aparentemente, 
cumplían la función igualitaria de suministrar 
una vía de progreso social a través de la 
educación.

El primer paso se dio con la publicación de 
estadísticas que, con su aureola de objetividad 
científica y su énfasis en los resultados del 
sistema, y no en las condiciones y el proceso 
en el que se produce la enseñanza, creaban 
un ambiente de sospecha y de desprestigio 
del sistema educativo y de los agentes 
implicados: principalmente el profesorado y 
los poderosos sindicatos que garantizaban 
sus derechos.

La campaña comenzó en EEUU en los 
años setenta del siglo pasado, durante el 
gobierno de Ronald Reagan. Varios informes 
apuntaban a una crisis educativa que era 
percibida como un problema de seguridad 
nacional. No obstante, el movimiento 
neoconservardor norteamericano debió 

esperar hasta este siglo para que la 
administración Bush lanzara su reforma No 
child left behind, que introducía la evaluación 
externa de los centros y del profesorado y 
condicionaba la obtención de recursos de 
los centros a la mejora en aquellas pruebas. 
También posibilitaba el cierre de los centros 
que no mejoraran y el despido de todo su 
profesorado. Estos centros serían sustituidos 
por escuelas charter, una especie de escuelas 
concertadas de financiación pública, pero de 
titularidad y gestión privadas, normalmente a 
cargo de corporaciones.

En el ámbito global, la aparición de una serie 
de tests donde se comparaba el rendimiento 
de los sistemas educativos de todo el mundo 
–los PISA, TIMMS, PIRLS–, propiciados por 
organismos internacionales controlados por 
cuadros de la ideología neoliberal –la OCDE 
o el FMI–,  y de informes de consultoras 
privadas –el informe MacKinsey– o de think 
tanks conservadores –la FAES del Partido 
Popular, en el Estado español– reforzaba la 
percepción de la urgencia de una reforma 
educativa en todos aquellos países que 
aspiraban a competir en una economía global 
desregulada. 

Con el asesoramiento de las multinacionales 
de la educación, gobiernos neoliberales de 
todo el mundo se han puesto al trabajo de 
crear un mercado educativo bajo el principio 
de la libre competencia, en un fenómeno 
internacional que Pasi Shalberg, uno de 
los gurús del sistema educativo finés, llama 
Global Educational Reform Movement o 
Movimiento Global por la Reforma Educativa 
(su sigla, GERM, evoca intencionadamente la 
palabra germen). “Esta infección global”, dice 
Shalberg, “viaja en la primera clase de aviones 
y se contagia en cumbres de ministros de 
Educación y en reuniones de expertos; se 
propaga en los medios de comunicación 
dominantes y pasa de un sistema educativo 
al del vecino: en consecuencia, las escuelas 
enferman, el profesorado se siente mal y 
el alumnado aprende menos.” Ni que decir 
tiene que supone la pérdida de decenas de 
miles de puestos de trabajo en el enseñanza 
y una galopante desigualdad en el acceso a 
la educación, con varios modelos de escuela, 
adecuados en recursos a la extracción social 
del alumnado.

 

EL ESTADO ESPAÑOL
En el Estado español hay aún la percepción 
que la intervención del Estado en la provisión 
de servicios públicos gratuitos y de alcance 
universal, como lo es la escuela pública, 
había sido uno de los grandes avances que 
había traído la transición democrática. La 
población no parece muy entusiasmada con su 
desmantelamiento. Pese a los avances hacia 
la privatización a través de los conciertos 
educativos y el vaciado de las instancias de 
gestión democrática de los centros, hay la 
convicción de que la escuela pública es un 

servicio que el Estado tiene la obligación de 
proveer y administrar. Si los resultados de las 
pruebas de evaluación no sitúan el sistema 
educativo en la parte más alta de los rankings, 
eso es un aspecto que hay que mejorar con 
una apuesta más decidida en inversiones y 
con el refuerzo a la tarea del profesorado, 
pero no puede servir de justificación a la 
privatización radical del sistema. 

Otro impedimento lo constituye el colectivo 
docente –extensible a gran parte de la 
comunidad educativa–, un colectivo laboral 
aún temible si hace efectiva su capacidad 
organizativa –con uno de los índices de 
sindicación más altos–, y por su capacidad de 
elaborar una narrativa verosímil, alternativa al 
discurso neoliberal. 

A favor del movimiento reformista está 
la crisis económica, un ingrediente que 
puede modificar la disposición contraria de 
la sociedad a la privatización de la escuela 
pública y de los otros servicios públicos 
esenciales. Al PP ya no le hace falta tomarse 
la molestia de convencer a la ciudadanía de 
que su modelo de vaciado del Estado es más 
deseable que el modelo de un estado del 
bienestar. Le basta con apelar a la dificultad 
de financiar los servicios públicos en medio de 
la crisis de la deuda, y excusarse y lamentarse 
por el dolor que su política pueda causar: 
“Lo hacemos por vuestro bien.” Cuenta con 
la confianza que la ciudadanía tiene poco 
margen de maniobra porque se encuentra 
traumatizada por los efectos devastadores 
de una crisis que ha provocado un paro 
masivo y un empobrecimiento generalizado 
y, peor aún, porque globalmente no percibe 
el liderazgo de unas organizaciones políticas 
y sindicales muy desacreditadas, sea por su 
responsabilidad reciente en el gobierno, o por 
la distancia y desconfianza de determinados 
sindicatos hacia la clase que se supone que 
representa. 

Además del patrón común de las 
reformas del GERM –evaluaciones externas, 
competitividad entre escuelas, libertad 
de elección de escuela para las familias, 
segregación en itinerarios formativos–, 
el proyecto educativo del PP presenta 
unas características propias de la peculiar 
idiosincrasia española. La ideología de la clase 
dominante española se ha caracterizado por el 
que dicen nacionalcatolicismo, y que sintetizan 
algunas de las consignas del franquismo: “Por 
el Imperio hacia Dios” o “Una, grande y libre”. 

En primer lugar, existe la concepción de 
un estado confesional que va íntimamente 
ligado a los mandamientos doctrinales de 
la jerarquía católica española. En segundo 
lugar, la pluralidad histórica, cultural y 
lingüística del Estado pone en peligro el papel 
de reserva espiritual y la unidad de destino 
que Dios otorgó en España cuando creó el 
mundo. Una parte de la clase dominante 
española ha sentido que la laicidad del Estado 
y la descentralización autonómica eran un 
accidente histórico que tarde o temprano 
había que revertir para volver en un estado 
natural de las cosas.

El Global Education Reform Movement (GERM) es un 
germen contagioso que enferma los sistemas educativos 
y las personas que trabajan, con una sintomatología 
típica de privatización, desregulación y recortes.

CON EL CIERRE DE LAS 
ESCUELAS PÚBLICAS 
Y EL DESPIDO DEL 
PROFESORADO, LA 
MANO INVISIBLE DEL 
MERCADO PODRÁ CREAR 
UN SISTEMA EDUCATIVO 
UNIVERSALMENTE 
EXCELENTE

EL PROGRAMA ES SIMILAR 
EN TODO EL MUNDO: 
EVALUACIONES EXTERNAS, 
COMPETITIVIDAD ENTRE 
ESCUELAS, LIBERTAD DE 
ELECCIÓN DE ESCUELA 
PARA LAS FAMILIAS, 
SEGREGACIÓN EN 
ITINERARIOS FORMATIVOS

LA PLURALIDAD 
HISTÓRICA, CULTURAL Y 
LINGÜÍSTICA DEL ESTADO 
PONE EN PELIGRO EL 
PAPEL DE RESERVA 
ESPIRITUAL Y LA UNIDAD 
DE DESTINO QUE DIOS 
OTORGÓ A ESPAÑA 
CUANDO CREÓ EL MUNDO.
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CULPABILIZAR EL 
PROFESORADO
Es de esperar que en los próximos meses 
conozcamos un endurecimiento de la 
campaña de descrédito del profesorado 
y de los sindicatos que le representan. 
Recientemente, ya hemos visto algunos 
indicios de por donde pueden ir las cosas. 
Así, medios de comunicación supuestamente 
progresistas, como El País, ahora controlado 
por el BBVA, publican los resultados de unos 
exámenes para maestros que cuestionan 
la preparación de los aspirantes, porque 
se equivocan en preguntas que parecen 
extraídas del Trivial Pursuit. O una campaña 
difamatoria de las juventudes del PP que 
anima a los y las estudiantes a denunciar al 
profesorado que adoctrine en clase. 

En medio de los recortes que sufren las 
plantillas de profesorado, el aumento de 
ratios y de carga lectiva, junto con la merma 
de recursos para las escuelas, es previsible 
que los resultados del informe PISA 2013, que 
se deberá publicar en 2014, redunde en la 
descalificación de la educación en nuestros 
territorios. Su interpretación sesgada puede 
servir de munición propagandística de la 
urgencia de la privatización. La estrategia de 
la propaganda del GERM pasa por formular lo 
que se llama el “menor denominador común”: 
una verdad incuestionable que aglutina el 
consenso de la opinión pública. Éste ha de 
ser que si el sistema educativo fracasa es 
por la incompetencia de un profesorado 
poco preparado, demasiado acomodado, 
demasiado bien pagado. Así, en el País 
Valenciano, la consellera de Educación invoca 
la necesidad de atraer “los mejores” a las 
aulas como excusa para la rebaremación 
de las bolsas del profesorado interino, que 
puede suponer la pérdida del puesto de 
trabajo para miles de docentes.

En esta línea de descrédito del profesorado, 
algunas instituciones y gobiernos, como el 
de Madrid, quieren importar iniciativas como 
el Teach for America (TFA) norteamericano 
a través de su franquicia internacional 
Teach For All (TFA). En EEUU, TFA funciona 
como una especie de voluntariado por el 
que, con la connivencia de los gobiernos 
interesados, jóvenes licenciados ejercen 
la docencia durante dos cursos con la 
finalidad de evangelizar en las comunidades 
educativas más desfavorecidas las bondades 
de la privatización de la educación, bajo 
el eufemismo de la expansión de las 
oportunidades. En la iniciativa, según TFA, 
ya han participado más de 30.000 personas 
recién licenciadas, y ha tenido un éxito 
rotundo, especialmente respecto a la fortuna 
personal de su fundadora, Wendy Kopp, que 
ingresa 400.000 dólares al año. También 
resulta lucrativo para las finanzas de la 
organización, que ha recogido más de 5.000 
millones de dólares en fondos públicos en 
los últimos cinco años (vía Diane Ravitch, 
dianeravitch.net/2013/03/21/tfa-follow-the-
money/). En el Estado español TFA se llama 
Empieza por educar, y la presidenta de su 
patronato es Ana Patricia Botín, hija de 
Emilio Botín, presidente del Santander (www.
empiezaporeducar.org ).

Los tiburones del mercado, una vez han 
sentido el olor de la sangre, se encarnizan 
en una caza en la que no tienen nada que 
perder y mucho que ganar: un buen pellizco 
de la factura del estado del bienestar de las 
personas. Conocemos la visión que tenían 
los economistas del Banco Mundial durante 
el golpe de Estado de Boris Yeltsin de 1993 
en Rusia, que supuso la privatización total 
de la URSS, y que tuvo como consecuencia 
el empobrecimiento súbito, y la muerte, de 
millones de personas: “Nunca me he divertido 

tanto en la vida” (Charles Blitzer, economista 
principal del Banco Mundial en declaraciones 
al Wall Street Journal; citado por Naomi Klein).

En una situación de “Sálvese quien pueda”, 
no es descartable el peligro del fuego amigo: 
el pánico puede apoderarse de algunos 
sindicatos que desconfían de la energía 
de los trabajadores y trabajadoras para 
oponerse a los recortes, la desregulación y 
la privatización, y autoorganizarse. Tampoco 
podemos descartar una campaña antisindical 
y de desmovilización por parte de algún 
sindicato que se sienta tentado de intentar 
sobrevivir a costa de representar un rol en la 
contención de las movilizaciones.

EL CASO SINGULAR  
DE FINLANDIA
Como en los cómics de Astérix, en el 
panorama global de los sistemas educativos 
hay un estado que va contra corriente: 
Finlandia. Con unos resultados excelentes en 
PISA y otros ránquines de calidad educativa, 
su única existencia es una enmienda a la 
totalidad de los presupuestos ideológicos del 
neoliberalismo. Cuáles son las claves del éxito 
del sistema finés? En primer lugar, afirma Pasi 
Shalberg, nunca se propusieron puntuar alto 
en ningún ranquin de evaluación. El objetivo 
declarado de la reforma finesa era construir 
un sistema que diera una oportunidad real a 
todo el alumnado de acceder a una educación 
de la máxima calidad. Por ello, aplicaran 
medidas financieras, de formación del 
profesorado y de dignificación de la relevancia 
social de su tarea. Otorgaran a los centros 
un alto nivel de autogestión democrática. 
Y descartaran encomendar el trabajo a la 
iniciativa privada.  El sistema educativo finés 
llena de orgullo al gobierno y al pueblo de 
Finlandia, no por su éxito en los ránquines 
internacionales, sino porque ha tenido éxito 
en el cumplimiento de la tarea de un estado 
responsable: proveer un servicio público de 
calidad para todas y todos.

¿Cuánto tiempo podrá sobrevivir el sistema 
educativo como una isla paradisíaca de 
igualdad y excelencia educativa en medio 
del ruido y la furia de la privatización 
mundial? Los fineses hacen bien de no 
descuidar los efectos de una buena campaña 
propagandística y no dudan en enviar 
sus embajadores allá donde los quieran 
escuchar. Recientemente visitó Madrid Reijo 
Laukkanen, profesor de Política Educativa 
Internacional, y explicó por qué en Finlandia 
no se evaluaba el profesorado: “No hace falta. 
Los evalúan los mismos padres y madres. Si 
hay algún problema con el nivel educativo 
o los conocimientos del alumnado, son ellos 
los que intervienen. Y eso no suele pasar” (El 
País, 14/3/13). Con una naturalidad semejante 
se expresa Pasi Shalberg: “El peor enemigo 
de la creatividad es la estandarización. 
Preparar a la gente joven para una economía 
competitiva exige unos sistemas educativos 
menos competitivos. Los auténticos ganadores 
no compiten, cooperan.” Se pueden consultar 
los vídeos de las conferencias que pronuncia 
por todo el mundo y los textos y libros de 
Shalberg en pasisahlberg.com. Recientemente, 
también el gobierno finés ha publicado en 
diferentes lenguas un folleto que explica al 
mundo las virtudes de su sistema Finnish 
education on a nutshell, (en www.feg.fi/
education.html).

Aun partiendo de una situación de 
desventaja respecto a la situación del 
sistema educativo finés, haríamos bien de 
preparar una narrativa que ponga en valor 
las fortalezas de nuestro sistema educativo, 
y que formule, en positivo, las mejoras que 
hay que acometer para alcanzar un alto 
grado de excelencia, no en los ránquines de 

PISA, sino en la satisfacción e identificación 
de la ciudadanía con un sistema educativo 
que le pertenece. Uno de los puntos en que 
sobresale nuestro sistema es en la equidad: 
según el mismo informe que nos desacredita 
en matemáticas, la escuela en el Estado 
español es uno de los más cohesionados 
del mundo (Equity and Quality in Education: 
Supporting Disavantaged Students and 
Schools, OCDE, 2012). Los gobiernos y los 
medios ocultan interesadamente este hecho. 
Por otro lado, a las cifras de fracaso escolar, 
hay que oponer el éxito que supone en cuanto 
a “empleabilidad”, el hecho de que decenas 
de miles de las últimas generaciones de 
jóvenes formados por este sistema educativo 
pasan a competir con éxito en el mercado 
internacional de trabajo a través de la 
emigración. Lo que devalúa su “empleabilidad” 
no es el sistema educativo, sino el colapso de 
un modelo productivo basado en el pelotazo 
y la corrupción. Y el modelo productivo no 
es responsabilidad del profesorado, sino de 
los gobiernos y de la clase empresarial, los 
“emprendedores”. El sistema educativo puede 
cooperar decisivamente en la emergencia 
de un nuevo modelo productivo basado en el 
“talento” de una sociedad y de un alumnado 
al que se le da la oportunidad de desarrollar 
toda su creatividad e iniciativa en un contexto 
educativo de libertad y de apoyo a las 
diferencias individuales y a las características 
del entorno social, cultural, geográfico 
y económico. Por eso necesitamos una 
amplia autonomía de los centros educativos 

basada, no en la competencia con las otras 
instituciones académicas, sino en su gestión 
democrática y cooperativa. Hace falta también 
un profesorado creativo y comprometido en la 
tarea de una educación transformadora. Este 
compromiso no se arranca con la amenaza 
de la pérdida del prestigio, de los derechos 
laborales o del puesto de trabajo, sino con la 
convicción del gobierno y de toda la sociedad 
en la empresa que hay que llevar a cabo. El 
compromiso se realiza con la instauración 
de un clima de confianza en la comunidad 
educativa para que del diálogo en su interior 
puedan surgir las estrategias de mejora.

Además, nuestros sistemas educativos 
aún hacen una apuesta, por más incompleta 
que nos parezca, para la dignificación de las 
culturas no castellanas y la normalización 
de las lenguas propias de cada territorio. A 
veces eso supone, como en el País Valenciano, 
el total de la inversión social que hay en la 
difusión y normalización de la lengua propia. 
Por otro lado, el bilingüismo temprano que 
aporta nuestro sistema escolar facilita la 
adquisición de una tercera o cuarta lengua en 
estadios educativos posteriores.

Tenemos un sistema educativo que va en la 
línea correcta, que es mejorable si se involucra 
en la tarea a toda a comunidad educativa y 
si, en lugar de disuadir al profesorado con 
la precarización laboral y el descrédito de 
su trabajo, se refuerza su compromiso con 
la ayuda que sea necesaria para mejorar su 
formación y con el mantenimiento de unas 
condiciones laborales dignas.

ESCUELA PÚBLICA EN EEUU: LA ÚLTIMA FRONTERA
En EEUU se han dado algunos de los episodios más crueles de 
la campaña de desprestigio del profesorado y del sistema de la 
escuela pública. Algunas empresas y personajes mediáticos y 
poderosos, con intereses en la privatización del enorme pastel 
que supone la inversión pública en la educación, han financiado 
campañas publicitarias en horarios de máxima audiencia, 
superproducciones de Hollywood (el documental Waiting for 
Superman) y movimientos de “voluntarios” que difunden la 
doctrina que si el sistema educativo va mal es por culpa del 
profesorado y de unos sindicatos que defienden unos privilegios 
ilegítimos. Así, acusan al profesorado de anteponer, en nombre 
de un igualitarismo trasnochado, su interés corporativo a las 
expectativas de futuro de millones de niñas y niños a los que 
se niega la oportunidad del desclasamiento por la vía de la 
educación.

En realidad, lo que hay en marcha en EEUU es una enorme 
operación de privatización del núcleo de las funciones del estado. 
Como ya pasó con la privatización del ejército con la excusa de la 
guerra contra el terrorismo y la invasión de Irak, la administración 
de Bush, primero, y la de Obama a continuación, se han propuesto 
convertir la educación en una especie de franquicia: el dinero 
público es entregado a empresas para que prestan unos servicios 
que hasta ahora eran obligación del Estado.

 

Mark Zuckerberg y Bill Gates son dos de las personalidades VIP con intereses en la 
privatización de la escuela pública en Estados Unidos, a través de sus respectivas 
fundaciones,  Startup: Education y la Gates Foundation.
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Esta deuda es un pretexto para asegurar 
los intereses que dictan la política aplicada 
por el gobierno, la UE y el FMI. Además, los 
empleados han pagado esta deuda usuraria 
más de una vez. Las medidas impuestas a los 
empleados y su impacto en nuestras vidas 
constituye una realidad trágica:

�� Salario reducido hasta un 55% en el sector 
público.

�� Continuas reducciones en las pensiones 
para todos los trabajadores, el aumento 
de los límites de la edad de jubilación y 
el desmantelamiento de los fondos de 
seguros.

�� Despidos en el sector público.
�� Trágicos recortes en la gasto social –
educación, salud y de seguridad social–. 
La privatización de los servicios públicos. 
Vendiendo la riqueza pública y la tierra a 
inversores privados.

�� Abolición de los convenios colectivos.
�� Las nuevas y continuas medidas fiscales 
que afectan a la mayoría de empleados y 
la mayoría de los griegos, y deja intacta la 
evasión fiscal de las grandes empresas y los 
propietarios de la riqueza del país.
El gobierno se sirve de los medios 

de comunicación afines para difundir 
masivamente mensajes que persuadan la 
gente a aceptar medidas de austeridad, para 
culpar los trabajadores y trabajadoras de la 
crisis financiera en lugar del gobierno y las 
políticas de la UE implementadas durante las 
últimas décadas en Grecia.

La tasa oficial de paro se ha duplicado y ya 
ha superado el 23%, y ha llegado al 54% entre 
los jóvenes. Y la perspectiva es que habrá 
nuevos aumentos.

Los trabajadores deben restringir, aún 
más, el gasto adscrita a la cobertura de sus 
necesidades básicas para sobrevivir. La 
pobreza y la miseria se extienden por grandes 
grupos sociales. De hecho, ya hay constancia 
en las escuelas de la extensión del hambre 
entre el alumnado. Cada día hay un número 
creciente de suicidios provocados por los 
desastres económicos de esta política.

La educación griega está literalmente y 
oficialmente bajo la custodia de la troika! Las 
decisiones sobre las funciones y la forma de 
educación en todos los niveles se basan en 
criterios estrictamente financieros destinados 
en una “escuela barata”; es decir, la nueva 
escuela que está sujeta a las leyes del 
mercado.

Como resultado de esta política educativa:
�� 1.056 escuelas han cerrado.
�� Servicios de apoyo a la educación e 
instalaciones, como bibliotecas, centros 
juveniles de consultoría, o cursos de apoyo 
pedagógico, ha sido suprimidos.

�� El número de profesores se ha reducido en 
un 12% (16.000 profesores menos a causa de 
las pensiones y la contratación mínima).

�� Hay una reducción hasta el 45% en los 
salarios de los docentes. Su desarrollo 
profesional y salarial está basada en los 
resultados y están sujetos a evaluación.

�� Límites de edad de jubilación ha aumentado 
mientras que las pensiones se han reducido.

�� El gasto público en educación se ha 
reducido en un 33% (2009 -2013).
Con las nuevas medidas en materia de 

educación se ha previsto el cierre de las 
universidades-institutos tecnológicos y 
las escuelas, las tasas de matrícula en los 

programas de postgrado y el aumento de 
horas lectivas de los profesores. 

El 7 de noviembre el parlamento griego 
votó estas nuevas medidas, contenidas en 
un único artículo que ocupa 800 páginas: 
evidentemente, solo se la ha creído la troika. 
No hay ninguna justificación democrática para 
estas políticas que están destruyendo nuestra 
vida.

Para evitarlo hay que:
�� Crear redes de solidaridad entre los 
sindicatos, los jóvenes y los movimientos 
sociales.

�� Desarrollar redes de comunicación basadas 
en Internet.

�� Organizar acciones conjuntas (huelgas, 
manifestaciones, ocupaciones de edificios, 
campañas) sobre la educación de los 
maestros, padres y estudiantes.

�� Desvelar la propaganda de los medios de 
masas que califican de “holgazanes” los 
funcionarios públicos.

�� Organizar grandes y sencillas acciones 
coordinadas.
Nuestra acción conjunta puede derrotar 

las políticas neoliberales a Europa. Estas 
políticas ni son invencibles, ni son la única 
salida. Podemos detenerlos. Creemos que los 
trabajadores ganarán. Todos debemos estar 
juntos por otra Europa.

Las consecuencias de las 
políticas del gobierno,  
la UE y el FMI sobre el trabajo

Themis Kotsifakis
Secretario general de la 
Federación de Trabajadores de 
Educación Secundaria (OLME), y 
miembro del Comité del CSEE-
Education International Europe

Los gobiernos de Grecia han sacrificado las necesidades 
y los derechos de la mayoría de la sociedad para 
hacer frente a la crisis. Y lo han hecho siempre a 
costa de los trabajadores. La deuda pública es el 
resultado de los préstamos usurarios y de la conexión 
ilegal entre los políticos y los enormes intereses 
financieros que han aumentado el gasto público.

LA EDUCACIÓN EN GRECIA




